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fNTROOUCCIÓN 

En nuestro país la delincuencia organizada y el narcotráfico están 

rebasando al gobierno federal en su lucha contra la delincuencia, porque no es 

posible que ya los narcotraficantes y cualesquiera otro delincuente de los que 

cometen delitos graves tengan el atrevimiento e inclusive hasta los delincuentes 

menores de amenazar a los Jueces cuando éstos les están dictando una 

sentencia condenatoria y no se diga, cuando se les dicta sentencia por muchos 

años. Es urgente que los estudiosos del Derecho, legisladores, Juzgadores y en 

general la soCiedad mexicana contribuyamos en algo para tratar de prevenir la 

seguridad jurídica y el estado de Derecho, es por ello, que con el presente trabajo 

se pretende aportar aunque de manera modesta nuestro grano de arena en el 

combate a la delincuencia. 

El presente capitulado que se presenta, es con el propósito que con éste se 

logre contribuir a una mejor impartici:ón de justicia en México, porque hoy en día, al 

parecer' la delincuencia . está superando al Estado, e inclusive, los últimos 

acontecimíentosdifundidos, indícaron que en ésta ciudad y otras del país, muchos 

Juzgadores • han .sido amenaZ<.ldos, de muerte por los sentenciados, pretendiendo 

con esto quena se tes condene o su pena sea mínima. esto es porque no hay una 

protección por parte del pgder judicial y Estado MexIcano que sea suficiente para 

salvaguardar la integridad fisica de los Juzgadores. 

Con .10 anterior, se pretende que a Juzgadores y familiares de éstos se les 

brinde una protección efectiva, tomándo en 'primer' término la seguridad del 

Juzgador sin ser necesario que el nombre o datos personales de éste, aparezcan 

en la sentencia; deberían buscarse medíos eficaces. a fin de que la justicia 

mexicana siga impartiéndose de manera justa, adecuada y equilibrada 

Para lograr un desarrollo pertinente del tema en comento, fue necesario 

que el trabajo se dividiera en cuatro capítulos, quedando de la siguiente manera. 



Como se hablará del proceso en general, del proceso penal en particular y 

de la justicia misma, el capftuloprimero se denomina la historiadet proceso penal 

y ta justicia donde se habla de laevo!ución del Derecho Penal y el Proceso, sus 

principios básicos, sus períodos principales y las consideraciones generales sobre 

la Justicia. 

El capítulo segundo, tal y como su nombre lo indica se habla del Juez en 

general, atendíendo,a su función jurisdiccional y administrativa los subórganos 

judidalesen México, de la capacidad deLJuzgador, la función de los subórgMos y 

de la eficacia de los medios existentes en la actualidad para dar a conocer las 

resoluciones judiciales que desde nuestro particular punto de vista son eficaces, 

pero no suficientes para proteger la integridad de los Ju¡gadores. 

Después deanalitar los dos primeros capitulos, en el tercero se habla de lo 

relacionadO con la justicia, Juez y sociedad ante la delincuencia, para ver· cómo 

ésta ha ¡do adentrándose por medios ilegales para lograr sentencias favorables. 

Hacemos también . un análisis de la selección y designación de Jueces y 

Magístradosen la actualidad de la función jurisdiccional, la independencia judicial 

en general, del Juez y de la Ley. Ásimismo, se hace un estudio comparativo de la 

proteccion de los Juzgadores en el Derecho Comparado para ver como ésta ha 

Influido en. una adeCuada i!JIpartición de justicia. 

Finalmente en el capítulo cuarto, se pretende fundamentar la necesidad de 

proteger a 10$ Juzgád.oresen el proceso penal federal, plasmando, la conveniencia 

de díci"la propuesta, su 11lStíficación, trascendencia, asl como la implementación 

del articulo 10~8i.sén el CÓdigo Federal de Procedimientos Penales. 

El método a utilizar en el presente desarrollo del trabajo, será del inductivo 

al deductivo, cientlfico y experimental apoyándonos en material bibliográfico 

especializado de la. materia y demás fuentes bibliográficas, hemerográficas y 

páginas de Internet que sean suficientes para tal efecto. 



CAPíTULO PRIMERO 

HISTORIA DEL PROCESO PENAL Y lA JUSTICIA 

Como se sabe, la historia del proceso penal va aparejada a la idea o 

concepción, de la justicia desde distintos puntos de vista, es por el/o Que, con el 

propósito de desHndar los campos de acción y conceptos individuales de cada una 

de estas figuras jurídicas se puntualizará losigui.ente. 

1.1. El Derecho Penal y el Proceso. 

El Estado previene el delito y reacciona frente a éste a través de diversos 

instrumentos, procedimientos y medidas. Además de los de carácter estrictamente 

preventivo, que tienen Que ver más con er orden social que con el sistema jurídico 

(en sentido estricto), cuenta con el regimen de los delitos y de las penas, la 

persecución administrativa y judicial y la ejecución pen¡;¡1. A estos tres momentos, 

indicados lógica y cronológicamente, corresponden las prevenciones del Código 

Penal Sustantivo, el Código de Procedimientos Penales y la Ley de Ejecución de 

Sanciones, que .entre nosotros lo es la ley de Ejecución de Sanciones Penales 

para el Distrito FederaL 

Hoy día, es común aceptar que el proceso penal .constituye un supuesto 

indispensable para la imposición de penas y medidas de seguridad. En este 

sentido se dice que el proceso penal es necesario para la actuación del Derecho 

Penal. Más allá de formasautocompositivas, que en un tiempo fueron 

prácticamente descartadas del régimen mexicano, y por encima de supuestos 

aislados deautodefensa, el proceso constituye un medio indispensable para el 

ejercicio del· derecho estataJ de castigar 0, meJor. todaVÍa, de readaptar 

socialmente al infractor. Este derecho persecutorio general, denomíoado jus 

pi.miendi, se actualiza por medio del enjuiciamiento penal. "A . su vez.. el juicio 

implica un requisito natural y necesario para la ejecución de la pena. Del mismo 

modo que, según el clásico princfpio de legalidad, no existen delito ni pena sin ley, 
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tampoco hay sanción. sín juicio que la determine, ni debe haber ejecución sin 

normas precisas a las que ésta se sujete. Surge aquí, en consecuencia, unade 

fas proyecciones más importantes del Estado de Derecho. "De ella resultan los 

derechos públicos subjetivos o garantías individuales, como dice nuestra ley 

suprema, del inculpado y del eJecutado/,1 

Sín perjuicio de lo anterior, conviene reconocer que en los últimas años se 

ha ensanchado la posibilidad de obtener la solución del conflicto penal mediante el 

acuerdo entre el infractor y el ofendido. Asi sucede en los supuestos de la 

querella y el perdón,que avanzan cada. vez más. En tales casos corresponde al 

agente. y al ofendido la composición del conflicto a través de un acto 

eminentemente dispositivo sobre la vía penal: el acuerdo, que impedirá la . 

formulación de la querella o pondrá fin al procedimiento cuando se otorgue el 

perdón. Este método de solución corresponde a la creciente tendencia a 

"desjudlcializar" razonablemente la solución de las controversias. 

En . palabras propias, se puede decir que la función del Estado ante los 

problemas que suscita la prevención y la represión de la delincuencia,se 

manifiesta por la adopción de previsiones genéricas, de observancia general, 

contenidas en las leyes escritas que tienden a regular la conducta de los hombres. 

En el desarrollo de estas relaciones existe una actividad coordinada de causas a 

efectos como resUltado de las necesidades de la vida en común. La necesidad es 

la ley. E.r1 el orden natural, la leyes una necesidad de movimiento o de reposo, de 

acción o de inacción de unos cuerpos respecto a los otros. Las leyes naturales 

son permanentes e inmutables. Nos encontrarnos sujetos a su Influencia. "Pero al 

lado de las leyes traieas o biológicas que .no se supeditan a la voluntad, existen 

otras leyes: las leY$s jurldrcas que constituyen una ficción del ingenio humano y 

son llamadas a regir las relaciones de los hombres que viven en sociedad. La ley 

jurídica tuvo aplicación desde el momento en que el hombre concibió la idea de 

1 GO~ZÁLEZ BUSTAMA~TE, Juan José. Principios de D§rycho procesal Pynal Mexicano. 20' edición, 
Editorial Porrúa, MéJcico, 2001.. p. 62. 
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reunirse con sus semejantes y de dictarse límites de conducta para regir sus 

actos. Entonces surgieron las normas impuestas para la conservación de la 

armonía de la vida social, que no pueden violarse impunemente por los 

componentes del grupo, sin hacerse acreedores a la pena:2 El desarrollo de 

estas relaciones dio nacimiento ala necesidad de crear preceptos de general 

observancia, como reflelo d!9 la moral del grupo. La moral es la costumbre y la 

costumbrE;! el contenido de la ley jurídica, que tiende a procurar por la estabilidad 

de las sociedades, por el mantenimiento del orden y por la tutela de la persona y 

de los bienes deloshombres. 

En las relaciones derivadas de la violación de un derecho en que se afe·ctan 

los intereses de la sociedad, el Estado no puede legalmente ejercitarlos sin 

sujetarse a las formas procesales ocurriendo ante los órganos competentes. La 

Ley Penal no se puede apHcar a priori; tampoco puede aplicarse sin la 

observancia de las formalidades esenciales del procedimiento. Es Una garantía 

que consagra nuestr:a Constituci6n al disponer que nadie pcdrá ser privado de la 

vída, de la libertad o de sus propiedadeS, posesiones o derechos, sino mediante 

jUicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan 

las,forma)¡dades esencial!9s del procedimiento. El Derecho Penafno se realiza 

solamente con la' descripción de los delitos y la fijación de las sanciones o 

medidas de~egurídad;es el proceso penal el que le sirve de instrumento para su 

definición y a nadie puedecondenáf!~ele, sino mediante un juicio normal. 

"La violación de las leyeS substantivas da origen a las siguientes 

combinaci.ones: 

a) Refación det individuo con el. individuo que es del resorte del Derecho 

Privado (Dereoho Civil, Mercantil, etc.); 

b) Relación del individuo con el Estado. cOrno representante de la sociedad 

que afecta al Derecho Público interno (Derecho Penaltetc.); y 

2 Ibídem. !l. 63, 
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e) Relación de socíedad a sociedad, de Estado a Estado, que afecta al 

Derecho Público externo (ius gentlum).,,3 

Desde qUe existe una norma legalmente sancionada por el Poder estatal, 

existe un interés departe de la sociedad. El interés es directo cuando se trata de 

un hecho que afecte al orden público, e indirecto cuando atañe solamente a las 

relaciones de lndivicItJo a individuo. Por lo general, no es concebible la 

reclamación de un derecho violado,sín que se reconozca la intervención, sea 

directa o indirecta. al Estado. Es incuestionable que en las relaciones jurídicas 

surgidas. de individuo a individuo, también tiene interés la sociedad, pero es sólo 

un interés secundario; Existen preceptos que .rlgen las relaciones entre los 

particulares. y que sólo san aplicables cuando las partes lo desean; no por ello 

hemos de desconocer el interés que tiene la sociedad en que el proceso civil se 

desarrollo normalmente., Empero, existen .otras relaciones de carácter imperativo 

que surgen. entre el individuo transgresor de una Ley de orden público y la 

sociedad representada por el Estado,quetiendeaJ restablecimiento del derecho, 

en defensa de fas intereses que representa y. secundariamente, a que se restituya 

al particular en e.lgoce de sus derechos y se le indemnice por .105 daños que ha 

sufrido. Si es el Estado a quien primordiálmenteíncumbe esta alta misión para el 

mantenimiento de la tranquilidad social, debe ejercitarla sujetándose alas reglas 

procesales, hasta ol;>tenerque los tribunales reconozcan los derechos vulnerados 

como suprema garantía de tutela para la sociedad y de absoluto respeto para los 

intereses personales der inculpado; si el Estado impusiese sancianes e una 

manera irregular, sin sujeción a las leyes del procedimiento;sebonsagraría el 

imperio lrr~c¡onaf de la fuerza. Lá imposición de (as penas, que corresponde a los 

tribunales penales, es una consecuencia del anális¡s de la prueba y de su . 

valorización cíenUfica; ¡;os una elaboración lógica que no debe abandonarse al 

empirismo. Nuestra Ley Fundamental la establece de una manera exclusiva para 

los órganos jurisdiccionales que están destinados a decidir, usando de la potestad 

soberana que él Estactoles delega al capacitarlos para declarar el derecho .. 

3 Ibídem. p. 64. 
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1.2. El principio de obligatoriedad de las formalidades procesales. 

El procedimiento penal es el conjunto de actividades y formas regidas por el 

Derecho Procesi;1! Penal, que se inician desde que la autoridad pública interviene 

al tener cónoclmientode que se ha cometido un delito y loinvestigá, y. se 

prolongan hasta el pronunciamiento de la sentencia, donde se obtiene la cabal 

definición de las relaciones de Derecho Penal. La comisión del delito establece 

una relaciónetttre el Estado y el delincuente. Esta relación es principal, cuando el 

Estado para mantener e! orden y restaurar el derecho violado, persigue al 

responsable mediante el. proceso y logra la imposición de la pena y, accesoria, 

cuando el Estado sólo persigue el resarcimiento del daño. La determinación del 

delito,paraCarneluttl. se hace "describiendo el hecho que no debe ser cometido 

y queprecisamE;lnte para que no se cometa, constituye la causa de la pena:4 A su 

vez. la determinación del proceso penal es el resultado de una triple conjunción 

funcional, form¡3\' y orgánica, en que intervienen de consumo, las autoridades 

administrativas y I~s autoridades judiciales. 

Por medio de la preVisión general, el legislador describe los delitos y señala 

las penas. En el proceso, la definición del de rito; frente a un sujeto a quien le es 

impotable, se hace por medio de la inculpación. Esta se divide en inculpación en 

abstracto e inculpación $.n concreto. En el procedimiento penal mexicano la 

inculpación exIste en abstraeto, cuando se ocurre a los tribunales y se consignan 

los hechos atribuidos· a quien se presume responsable, para que mediante un 

juicio regular y formal, se . declare la existencia del delito, se determine su 

pa.rticipClción Ij .se impongan. las penas o las medidas de seguridad que le 

correspondan, Esta relación, vinculada al sujeto a quien se atribuye el hecho, 

consisfe e!1que la responsabilidad penal sea definida de acuerdo con el examen 

integral de lae .pruebaslj que se Imponga. la sanción, después de haberse 

observado las normas procesales. 

4 CARNELum, Franccsoo; L~mn,,5 So!¡f'l! el mcesQ P!IDaL Traducción de Sal1liago Sentís Melendo. 30" 
edición, Editorial. Iurldica-Europa Améri.ca 8Qsch y Cía. Buenos Aires, 1999. p. 208. 

"' 
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Las relaciones que surgen en el desarrollo de los actos procesales, son de 

carácterformal. La formalidad en el procedimiento constituye una garantía para 

los intereses personales del inculpado; es una actividad funcional que impone 

dere<;:hos y obligaciones a quienes intervienen en la relación (Juez, inculpado, 

agente del Ministerio púbHco. tesUgos, peritos, etc.} y el único medio para el 

desarrollo de la relación de Derecho substantivo que el proceso define. Para 

Chiovenda, "e( término procedimiento, no comprende en toda su ampUtudel 

concepto de la disciplina, como estudio científico, ni satisface las finalidades de la 

enseñanza; a su juicio, debería llamarse Derecho Procesal.,,5 Entendemos que el 

procedimiento abarca una idea más amplia y permite distinguirlo del proceso en su 

aspecto funcional. Al Derecho Procesal Penal corresponde establecer las normas 

del prooedimiento.Este se encuentra constituido por un completo de actívidades. 

de actos y formasproC9sales. y resulta inconfundible con .el proceso. En la 

doctrina alemana."Derecho Procesal Penal es la rama del derecho que regula el 

ejercicio y realización práctica de las pretensiones penales d.el estado.',6 

(Mezger). Florfáll define el Derecho Procesal Penal como "el conjunto de normas 

1urídicas que regulan y disciplínanel proceso, sea en su integridad, sea en los 

ac.t05 particutarés que lo integran; representa la posibilidad de relación legal del 

De~echo Penal, la declaración de la existencia del delito y la Imposición de las 

penas o de las medidas. desegurldacL El proceso penal transforma la punibilidad 

en pena. El caudal déadividades mediante las cueles se aplic¡3n las sanciones, 

forma parte del prOCesO de cognición paradiferencíarlo del proceso de ejecución, 

como lo distingue. Carnelutfi, desde tres aspectos;u7 "la comprobación de la 

existencia del delito, la determinCi.ciónde la pena y $U ejecl,Ición; requiere el 

concurso directo . del Juez la indtspensable intervención .de tos órganos 

jurisdiccionales, y, en su materialidad, está constituido por una serie de 

actMdades y de actos procesales que sellan sucediendo y que aisladamente yen 

su. conjunto, se encuentran regidos y diSciplInados por las normas del Derecho 

5 CHIOVENDA, Giusseppe .. ~~~w..¡,~~~!!.>. (;¡a edición, Edítorial Depalma,. Argentina,.1990. p. 
301. 
Ó Ibídem. p. 302. 
1CARi'iELUTII, FraoCJ;lsco. Op. cito p. 209. 
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Procesal Penal."a El Derecho Procesal Penal se ocupa de la determinación 

concreta de la pena y de la imposición de la misma en virtud de un procedimiento 

regular y propio. En el proceso pena! modemo, rigen estos tres principios:nuRa 

poena .slne/ege, nulla poena sIne ¡uditio y nula poena sIne ¡udice. Además, 

no puedenaber proceso sin el reconocimiento del principio de la autonomfa de las 

funciones procesales, es decir, no se puede prescindir de fa intervención del Juez, 

del agente del Ministerio Público, del. inculpado y de la defensa;. sobretodo, la 

intervención del Juez es inexcusable para. la aplicación de la Ley Penal y así [o 

consagra nuestra Carta Fundamental al establecer que la imposición de las penas 

e.s propia y exclusIva de la autoridad Judicial. Hemos dicho que en el proceso 

substantivo que encuentran su definición en la Ley. En estas relacíon9$ 

intervienen el Juez¡ el agente del Ministerio Público, e.1 inculpado, la defensa y 

secundariamente, el directamente ofendido por el delito o tercero coadyuvante. 

Loquedistinglle al proceso penal del proceso civil, es que aquél es 

fundamentalmente· obligatorio; sólo se reconoce un minimode disposición en los 

delitos que se persiguen porquereHa de parte. Ejemplo: el articulo 100 del 

Código Penal previene que el perdón del ofendido o del legitimado para otorgarlo, 

extingue la acción penal respecto de los delitos que solamente pueden 

perseguirse por querella, siempre que se conceda antes de pronunciarse 

sentencia en segunda instancia y el reo no se oponga a su otorgamiento. Al 

hablar de obtrgatoriedad del proceso penal,damos a entender que no queda a la 

voluntad de quienes en él intervienen ponerle término, convencionalmente, ni 

paralizar su desarrollo. Tienen que seguir su curso normal como un imperativo 

para el Juez que lo instruye, que debe terminarlo en un plazo máximo de un año y 

en cuatro mese'S para aqueUos delitos que merezcan una sanción que· no exceda 

de dos años. Sin embargo, como de acuerdo con nuestras garantfas 

constitucionales, éstas son rígidas para e! particular, cuando le beneficien. debe 

darse a las leyes procesales cierto margende extensión, de manera que no dañen 

los intereses del inculpado ni tampooo fos de la sociedad. En cambio, e~ proceso 

'Ibídem. p. 210. 
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civil es ~sencialmentedlspositivo; el Juez no puede, oficiosamente Uevarlo a su 

término sin la. actividad manifiesta de las Partes. En el proceso penal se investiga 

la verdad material yel mismo interés tiene la sociedad que se condene a un 

delincuente, se ha quedado comprobado plenamente su delito y su 

responsabilidad penal, como que se le absuelva.. En el proceso civil campean 

criterios de.convlvencia; las partes pueden convenir en ponerle término, si así lo 

estiman y llevar al Juezerconvenio que hubiesen celebrado. para Que lo apruebe. 

En el proceso penal sólo actúan las jurisdicciones ordinarias, y los sujetos que 

intervíenen no están facultados para escoger a sus jueces, ni pueden recusarlos . . 

sin causa legal. ni éstos pueden excusarse sin fundamento. En el proceso· cívH, 

líbremente se puede escoger al Juez o prescindir de las jurisdicciones ordinarias, 

enconiandando la decisión a los árbitros o amigabres componedores. 

Lo expuesto anteriormente nos permite· apreciar la elevada función que 

desempeña el proceso penal, y definirla como una determinada relación de 

Derecho Penal entre e! Estado y el presunto responsable, y para este fines 

necesario contar con un conJunto coordinado dé actividades procesales; un 

. completo de actos de carácter formal que tienen su definición en la sentencia. 

1.3. Los cuatro periodos históricos del proceso. 

"El estudio del proceso penal en lo que concíerne· a su desarrollo histórico. 

mantiene una estrecha relación con las transformacianas po:litícas y $ocíales que 

se han operado en el mundo. Para comprender su evoluciÓn. es preciso que 

demos a caQs una de sus etapas su exacta interpretación hIstérica. Es sabido que 

el origen de la l;ey es la costumbre; que las: leyas jurídIcas se diferencian de las 

físicas en que aquéllas son mutables y se encuentran limitadas por las 

necesidades que demanda la vida colectiva '1 por las rnadlficacronesque se 

introducen en iaorganfzación estatal de un puebl0 determinado, en el curso del 

tiempo."g 

" COLÍN SÁNCHEZ, Guillermo. QerecboM;xicano dí!" Pmcedimtps. Pwals;s 18' edición, Editorial 
Porro a, México; 200 L p. 83. 
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El proceso pena! ha pasado por cuatro períódos. "El primero qomprende el 

proceso penal de la Antigüedad y encuenlra en lasinstítuciones griegas y romanas 

sus principales exponentes. Después, aparece. el proceso penal canónico, 

crea.ción de la Iglesia, que conserva las peculiaridades del proceso penal antiguo, 

pero contiene substanciales modificaciones. Mástarde aparece el proceso penal 

común o proceso mixto, así llamado por estar constituido por elementos del 

proceso penal romano y del canónico. Por último, el advenimiento del proceso 

penal moderno revive, perfeccionadas, las excelencias del proceso penal antiguo y 

es la consecuencia de lalabar ideológica emprendida portas pensadores que 

precedieron a la Revolución t=rancesa, al consagrar el reconocimiento de los 

postulados democráticos y los derechos del. hombre de la Francia Revolucionarla 

de 1791.,,10 

a) EJ proceso antiguo: 

Al estudiar .Ios orígenes del proceso penal, nos ocupamos, en primer 

término, de las instituciones procesales de la antigiJedad.Es sabido que Grecia 

rindió cultoala elocuencia y que tos negocios judiciales se veian en público y ante 

los ojos del pueblo. No se permitía la intervención de terceros en los Juicios. El 

acusador era el mism.o ofendido y tenía que exponer verbalmente su caso ante los 

jueces griegos. alegando de viva· VOZ, en tanto que el acusado tenía que 

defenderse por sí mismo. Se permitia que los terceros lo auxmasen enls 

redacciÓn de las defensas usando de instrumentos que preparaban, llamados 

logógrafos. "la (unción de declarar el derecho correspondía al Arcontado y al 

Tribunal de las Heliastas, que tomaban sus decisiones después de haber 

eseuchadoel alegato de las partes y de haber residido las pruebas que éstas· 

ofrecían, decretándosela condenación por medio de bolos negros, y la absolución 

por el Elmp[eo de bolos blancos. También existió en Grecia el Anfictionado, pero 

esta institución más bien constituía· una asamblea legíslativa compuesta por los 

IOJbidem.p. 28. 
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representantes populares de las diferentes colonias griegas que reconocían a 

Atenas como sede.,,11 

Realizada la conquista de Grecia por las huestes del Cónsul Flaminio, los 

pueblos sojuzgados por Roma conquistaron al vencedor por su cultura más 

avanzada, y de esta manera se transplantaronal Lacio las instituciones jurídicas 

griegas, y el Foro Romano adquirió la brillantez y el esplendor de las instituciones 

helénicas, perfecclonadas por el fino espíritu latino. "El. proceso penal romano 

supera al griego, a medida que Roma recibe la saludable influencia de sus ilustres 

jurisconsultos. Desaparecido el sistema político republicano en Roma, se intradujo 

un nuevo concepto jurídico en lalegíslación y se reconoció, con el advenimiento 

de las ConsUtuciones Imperiales que precedieron a los Códigos Gregoriano, 

Hermogeniano y Teodosiano, la opinión de los Jurisconsultos Paulo, Gayo, Ulpiano 

y Modestino, que llegaron a tener plena autoridad legal por decreto de Valentiano 

UI en 426. En este periodo la decisión de los negocios judiciales quedaba al 

arbitrio de losjueces.,,12 

Las disposiciones preceptivas codificadas que se conocen en este periodo 

son "lOs dieciséis libros del Código Teodosiano, las novelas de los Emperadores 

Teodosio, Marciano, Mayoriano y Severo; tas institutas de Gayo; los cinco libros 

de las ~entencias de Pauto; algunos títulos de los Códigos Gregoriano y 

Hermogenlano y.fragmentos de .las respuestas. de Papiniano. Se nota en estas 

leyes una marcada confusión entre las normas del Derecho substantivo y !asdel 

Derecho format: t3 

El proceso penal antisuo se estructura en el sistema de enjuiciamiento de 

tipo acusatorio y se distingue por el reconocimiento de los principios de publicidad 

y de oralidad. Los actos procesales se desarrollaban públicamente en la plaza del 

Agora oen el Foro Romano, ante las miradas y los oídos del pueblo; las 

" GONZÁLEZ BustAMANfE. Jqan José. Op. cit. p. 78. 
u FET[T, Eugene. Tratad!} Elemental de Der.echo Romano. 10' edición, Editorial Forrúa, México, 2002. p. 
197. 
13 Enc¡cl6pedia Jurídica Omeba. T. XV. 10" edición, Editorial Dris·kíll, Argentina, 1992. p. 1020. 
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alegaciones se hacian como en Grecia, de manera oral por la vinculación del 

Tribunal con el órgano productor de la prueba, Existían una absoluta 

independencia entre ras funciones exclusivamente reservadas al acusador, que lo 

era el ofendido, y las que cotrespondian al acusado y al Juez. Cada una de las 

funciones efe acusar. defender o decIdir, se encomendaba .a personas distintas e 

independientes entre sí y nopodian reunirse dos en una misma persona; existía 

l.\na completa separación y no era posible que hubiese proceso sin la concurrencia 

de lastres funciones. "La función acusatoria y [a decisoria se apoyan en el ;us 

puníendi; pero se distinguen en que, en tanto que la función acusatoria tienen por 

objeto perseguir a los transgresores de la ley por medio del procedimiento judicial, 

el ;l/S persequendijuditio quod sibi debetur, fa función decisoria, se concreta 

únicamente a decidir sobre una relación dedel'echo penal en un caso 

determinado .,,14 En cuanto a la Técnica de la prueba, en el proceso penal antiguo 

los jueces resuelven los casoss.lJjetos a su decisión según su propia conciencia, 

sin ceñirse a reglas legales. 

Las invaslohes de los bárbaros abren un paréntesis al estudio del derecho. 

Se abandonan los excelentes principios que caracterizan al proceso penal antiguo 

y el derrumbamiento del poderlo rornahO produce un estancamiento en la cultura, 
. . 

que se refugia en los monasterios, hasta el advenimiento del régimen feudal que 

se distingue por el imperfecte fa voluntad omnímoda del señor sobre sus siervos. 

Es el señor feudslel duefio de vidas. y haciendas y la justicia la administra por su 

propia mano si" sUjetarse a formalidades; tiene el derecho de castigar y el de 

perdonar: sus atribuciones son ilimitadas y dispone libremente de la vida de sus 

súbditos. Los procedimientos empleados son secretos y sin derecho de defensa" 

b) El procesocanónieo, 

El proceso penal canónico substituye al proceso penal antiguo, 

distinguiéndose entre el procedimiento empleado por el Tribuna! del Santo Oficio y 

,. BETTIOL. G¡u.ss~ppe, Instituyíones de Derechí!. Penal y Procesal. 26" edición, Editorial Bosch., España,. 
2003. p. 116. 
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el que propiamente constituyeet sistema laico de enjuiciamiento inquisitorio. "El 

decreto del Papa Lucio 111, del año de 1184, llevado al Concilio de Verona, 

félcultaba a los obispos para que en sus diócesis. enviasen comisarios a que 

hiciesen pesquisas y entregasen a los he~}es al castigo seglar. Dichos 

comisarios fueron los primeros inquisidores episcopales. Más tarde. en el Concilio 

de Tolasa •. el Papa Inocencia 11 reglament6el funcionamiento de. la inquisición 

episcopal; compuesta de un eclesiástico designado por los obispos y dos 

personas laicas que se encargaban de buscer y denunciara los herejes.,,15 La 

función de los inquIsidores consisUa en interrogar a los acusados •. en oir las 

declart:lciones . de los. te$tigos y en inquirir, por cuentos medios tuviesen a su 

alcancersobre la .conducla de las personas que eran señaladas de herejía. Se 

admitían testigos que podían ser tachados conforme a las reglas del Derecho 

común; se prohibía la· asistencia de abogados defensores en el sumario y se 

empleaba el tormento en el plenario para arrancar las confesiones.tnowncio IV 

recomendaba· a los· inquisidores que en la aplicación del tormento fuesen 

clementes con aquellos que demostrasen su arrepentimiento por abjuración 

pública a auto de fe. "A los clérigos herejes ya los I~icos relapsos, se lesimponia 

el suplicio del fuego y se les confiscabali sus bienes. Sin embargo, la inquisición 

creada en el siglo XllI,que algunos hacen remontar a la época de Constantino, 

como. institución eclesiástica de defensa contra los herejes albigenses y 

maniqueos, no debe c.onfu,fldirse con la inquisición española del sigloXV, que fue 

una, instituci611· de carácter real, permanente y creada con la finalidad de hacer 

reinar. eldomirno de la fe en las posesiones de los Reyes Católicos.)~16 

El proceso penal canónícode tipo ínquisitoriose distingue por el empleo del 

secreto y la escritura V, por la adopción del sistema de las pruebas tasadas. 

Formando parte del Tribunal de la Inquisición, existía· el Promotor Fiscal 

considerado como el antecedente del Ministerio Público. "En el prOc9$o penal 

canónico el Juez disfruta de amplios poderes para buscar por sí los elementos de 

corwicci6n y está facultado para hacer uso de los procedimientos que mejor le 

" lQidem. ~, 117; 
!61bidem. p.118. 
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parezcan, inclusive el tormento, los azotes y las marcas. Es el árbitro supremo de 

lbS destinos del inculpado, a quien se priva de todo derecho y se le veda el 

conocimiento de los cargos que existen en su contra. Este sistema hermético en 

¡a etapa del sumario, complementado por la confesión con cargos, en que el Juez 

interpretab;a a su modo las contestaciones dadas por el inculpado en su 

interrogatorio. foinvestía de un podeí discrecional y absoluto, aunque se pretendía 

duldficarloen la fase del plenario, reconociendo ciertos derechos de defensa al 

inculpado. En realidad, el Juez disponta de un iHmitadó poder para formar su 

convicción y era la confesión la prueba por excelencía:17 

En el mismo proceso el tribunal desempeñaba las tres funciones que en el 

Antiguo se encuentran diferenciadas. Tenia a su cargo la acusación, la defensa y 

la decisión. Sin embargo, se sostiene que en el proceso penal. canónico existía al 

antecedente del Ministerio Público en la persona del Fiscal. En efecto, en el 

Tribunalde\Santo Oficíofiguraba este funcionario, asrcomo existía el defensor, 

pero ambos fonna,banparte integrante del tribunal y no eran independientes. 

"En el. Concilio de Verona el Papa Lucio ,1/ dispuso que todo obispo hiciese 

visita a lo menos una vez al año, por si .0 por medio de su arcediano, en las 

comarcas en que presumiera haber herejes y obligase, bajo juramento, de tres o 

cuatro hombres probos, a darlos nombre$ de los diversos herejes y de todos los 

que tuviesen reuniones ocultas o separasen del consorcio con los demás fieles, 

. para que. de este modo pudiera llamarlos ante sí y examinarlos el obispo o el 

arce¡jianoen su nombre. Los Tribunales de !a Inquisición estaban formados por el 

Inquisidor General que desempeñaban los dignatarios eclesiásticos más 

distinguidos. !::t Inquisidor General era, a la vez, el Presidente del Consejo de la 

Suprema Inquisición. En las provincias existían los inquisidores provinciales, un 

tribunal provincial en cada una de las p.rovinciasde España y tres en América, 

compuestas de jueces apostóIíCO$. que debian ser expertos en derecho y de 

" PERCY M.J\CLEAN, Esten.ós. El J!to¡;esQ Penal. en el Derecho Col!Íparado. lS' edíción, Editorial Bosch, 
, España, 200Q.p. 280. 
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limpia conducta y probidad. En México y en Perú existían, aliado de los tribunales 

provinciales, dos oidores, y además, los miembros del Tribunal del Santo Oficio 

eran asistidos por calificadores teólogos en virtud y letras.,,18 

Los medios empleados para la iniciación del procedimiento consistlan en 

acusación, delación y pesquisa. "En la acusaciÓn se obl1gaba al delator a probar 

lo que afirmaba, quedando sujeto a la pena del Talión en caso de no aportar 

pruebas, y era al Procurador del Santo Oficio o Promotor Fiscal a quíen 

correspondía formula·r la acusación.,,19 

La pesquisa era el medio más frecuentemente empleado. Se clasificaba en 

pesquisa general y pesquisa especial. La primera se empleaba para el 

descubrimiento de herejes y periódicamente se mandaba hacer por los 

Inquisidores en un obispado o en una provincia, en acatamIento a lo~ acuerdos 

tomados en el Concilio de Tolasa: "En todas las parroquias, se nombrarán dos 

sacerdotes, con do.s o tres seg.lares, que después de juramentarse, harán 

continuas y rigurosas peSqulsas en todas .las casas, aposentos, soberados y 

sótanos, etc., para cerciorarse de que no hay en ellos herejes escondidos:2o La 

pesquisa especial se hacia, sí por fama pública llegaba al conocimiento del 

inquisidor que. determinada persona ejecutaba actos o· tenía expresiones 

contradásala fe.· Acreditada la mala fama del.acusado por mediada declaración 

de testigos, se procedía en su contra. Al acusado se le recibfan sucesivamente 

tres declaraciones ordinárias:desde su ingreso a la prisi6n, y en todas ellas se.1e 

exhortal:ia. a que dijera la verdad,advirtiéndoleque cuanto mejores la confesión, 

tanto m$ssuave ~ la penitencia. En seguida, el fiscal formulaba su acusación en 

términos .concretos y el acusado debla responder, verbalmente, a cada uno de los 

capítulos acusatorios después de haberSE! enterado de los cargos existentes. El 

Promotor Fiscal podía fOrmular nuevas preguntas para que las 1:ontestara el 

inculpado: se recibfan las pruebas sin que el inculpado supiese los nombres de las 

lS Enciclopedia; Jurfdjca Omeba. Op. cito p. 1022. 
1> {bloom. p. lOZ:t 
.0 PERCY MACLEAN, Estenós. Op.cit. p. ZU 
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personas que hablan declarado en su contra, pues sólo se le permitía el 

condcimiento de los cargos y se le vedaba. saber su procedencia. Sólo se le 

autorizaba para careérse con los testigos por medio de Una celosía, y antes del 

pronunciamiento de la sentencia podíaelTribunal emplear el tormento. Dictado el 

fallo, se enviaba al Consejo Supremo de la Inquisición para que lo confirmara o 

modificara. 

el El proceso mixto. 

Sobre las bases de! proceso penal antiguo y del proceso canónico, se 

edificó el proceso penal común o proceso mixto, que conservó, para el sumario, 

los elementos que caracterizan al sistema inquisitorio en cuanto al secreto y a la 

escritura y para el plenario, la publicidad y la oralidad, como én el sistema 

acusatorio, aunque prevaleciendo el inquisitorio y también la dualidad en el 

régimen de pruebas adoptado, pues tanto coexiste en el proceso penal común la 

teoría de las· pruebas a conciencia como la prueba legal o tasada. "Elproceso 

penal común, es fruto de las. investigaciones de los juristas de BoJonia y se 

implanta en Alemania, en la Constitución Criminalis Carolina de 1532 y en Franela, 

en la célebre Ordenanza Criminal de Luis XIV el año de 1670. Los jueces 

disfrutaban del arbitrio Judicial, como justicias del Monarca. En Italia, en el siglo 

XVI. los jurisconsultos MarsHío, Julio Claro, Farinacio y Menoeio, estab!ecieron.las 

normas del Procedimiento criminal y la libertad en la defensa del acusado, así 

como la intervención de defensores. . En el Derecho germánico, el procedimiento 

se distingue por e! forma.lismo del proceso, y se admite al directamente ofendido 

por el delito para darle ímpulso:21 El ofendido por el delito, reclamaba su derecha 

por medio de la venganzs. Se aplicaba el juramento purgatorio, las Ordallas y el ' 

Juicio de Dios y el procedimiento no se iniciaba si el directamente ofendido por el 

delito no lo quería. ExisHauna completa separación entre lasfuncíones 

ínstructorias y las que corresponden al período de juicio. El Juez. que instruye, no 

es el mismo que . falla. En la Ordenanza Carolina, así llamada por habE:¡rla 

ZI CA&"<ELL'TrI, Francesco. op. cito p. 362: 
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decretado el Rey Carlos I de Espal'ia y V del Alemania, se desconOCió a la 

confesión el absoluto valor probatorio que tenía en el proceso penal canónico; SEl 

necesitaba que fuese acompañada de otros medios de prueba. En Francia, el 

Juez. Instructor era el árbitro en los destinos del acusado, y al dirigir y dar forma al 

proceso, al disfrutar de ilimitado arbitrio judicial,establecía los fundamentos sobre 

los cuales se levantó todo el procedimiento, sentenciando al acusado en secreto, 

sin oírlo en defensa, sin hacerle saber el nombre de su acusador, empleando la 

. pesquisa y el tormento como fecundo sistema de intimidación. 

d)EI proceso moderno. 

El proceso penal modemo que hace renacer las magnificencias del proceso 

penar antiguo, después de haberlas depurado y adaptado a las transformaciones 

del derecho, se inspira en las ideas democráticas que substituyen el vielo 

concepto del derecho divino de fas Reyes por la· soberanía del pueblo. "Su 

antecedente es el famoso edicto de 8 de mayo de 1777, que transformó las 

disposiciones codificadas en la Ordenanza de 1670 y suprimió el tormento. 

Uno de los autores de la reforma decia: Nuevas reflexiones nos han 

convencido de los inconvenientes de este género de prueba que jamás. conduce 

de .. una manera segura al conocimiento de la verdad y que, prolongando 

indefinidamente y sin fruto el suplicio de los acusados, puede con frecuencia 

inducíral error a nuestros jueces en vez. de ilustrarlos. ,,22 En el edicto se estableció 

la obligación para los jueces, de motivar sus sentencias. expresando los 

fundamentos jurfdicos que hubieses tenido para admítir las pruebas. Entre las 

feyes expedidas por fa Revolución. la Asamblea Constituyente votála de 9 de . 

octubre de 1789. que fue provisional, y la de 29 de septiembre de 1791 que marcó 

una nuevaoriantac!ón· al ProCedimiento Penal en Francia. Apuntaremos, entre 

otras, las principales innovaciones Que introdujo: 

22 ALCALÁ ZAMORA Y CASTILLO, Niceto:. La Teoría. General del Proceso v la Enseñanza del Derecho 
ProcesaL 27' edición, Editorial, UNAM, México, 2()OL p. 126. 
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a) "Suma de garantías concedidas al acusado; 

b) Derecho inalienable para nombrar defensor desde el momento de su 

consignación; 

e) Publicidad y oralidad limitada en tos actos procesales; 

d) Obligación del Juez para proveer al nombramiento de defensor, cuando 

el acusado no lo hUbiese designado; 

e) Detención precautoria det inculpado siempre que el delito atribuido 

mereciere pena corporal; 

f) Juicio por jurados. La publicidad del procedimiento podía suprimirse, 

cuando se juzgara peligrosa. pero el acusado gozaba de la garantía, 

durante la instrucción, de que el Juez estuviese asistido de dos adjuntos 

legos, nombrados por las MunícipaHdadeso por las comunidades de 

habitantes, como aún se observa en el Escabinado moderno, 

substituyéndose en esta fórma a la publicidad en el período de la 

instrucción."23 

Los principios consagrados en la Declaración de Derechos del Hombre que 

precedieron a la Constitución de 3 de septiembre de 1791 , que se relacionan con 

el Procedimiento Penal, se conservan aún en las constituciones de los pueblOS 

democráticos. Se establecía que la leyes la expresión de la voluntad general y 

que debe seria misma p!lr9 todos, sea que eUa proteja o castigue; que ningún 

hombre puedaseracusado, arrestado ni detenido. sino en los casos determinados 

por la ley y según las formalidades procesales que ella prescriba; que lasque 

soliciten, expidan a realicen órdenes arbitrarias. deben ser castigados; que todo 

ciudadano citado o aprehendido en virtud de la ley, debe obedecer al instante y se 

hace responsable en caso de resistencia; que la ley no debe establecer sino 

. penas estrictas y .evidentemente necesarias; que nadie puede ser castigado sino 

en virtud de una ley establecida y promUlgada anteriormente al delito y legalmente 

aplicada y que todo hombre debe presumlrse que es. inocente, hasta que haya 

sido declarado culpable; que si es indispensable arrestarlo, todo rigor que no sea 

23 lbidem. p. 1;1.7. 
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necesario para asegurar su persona, debe ser severamente reprimido por la ley, 

prevenciones. que aún forman parte del Derecho Público de los pueblas. 

En la actualidad. en Europa se opera una notoria transformación en lo que 

tradicionalmente se han tenido como normas consagradas del Procedimiento. 

"Existe en ciertos paIses una tendencia a revivir las viejas formas que 

caracterizaron al proceso penal de tipo inquisitorio, limitándose las formalidades 

procesales. Escribía Donoso Cortés: Entre todas las instituciones públicas, la de 

la Magistratura es la menos susceptible de este nombre. por que es esencialmente 

. pasiva; órg~mos impasibles, los jueces no hacen más quedeclarar sr la leyes 

aplicable aun hombre osiesaplicable a un hecho."24 En el Derecho Procesal de 

los E.stadoaTotalltarios, se reviven ideas que han sido totalmente abandonadas. 

Gunther KlJchenohff sostuvo "que la voluntad suprema 9sla del Jefe del Estado 

que puede~jercitarra decretando la abolición de un proceso, y ql,le los jueces 

deben estar sometidos ala voluntad de la Ley, como emanací6nde la voluntad del 

Jefe del Estado; que puede aplicar~e la ley retroactivamente, cuando sea en 

interés del Sstado; que no es aceptable el principio de la santidad de, la cosa 

juzgada; que el Jefe del Estado está facultado para derogar .Ia ley. etC.,,25 En 

Franela hasta antes de la invasión nazi. se mantuvo vigente el Código de 

Instrucción Criminal que data der año de 1808 y que ha sufrido diversas reformas. 

pero 'que conserva ra ~struct!Jra. que se dio desde la época napoleónica 

"Alernania ha tenido en vigor las leyes procesales de 1848, 1877 y 1924, 

Posteriormente. el nuevo Código Procesal Penal Alemán, introdujo substanciales 

reformas de acuerdo con los principios que privan en su der~cho público, Austria 
, . 

expidIó suley procesal penal en el año de 1813 y la modificó en el año de 1918. 

encontrándose ahora nuevamente modificada por la legislaciónalernana a raíz del 

predominio del "Arehluss", EN Inglaterra rigen las leyes procesales entre las que 

se destaca, la "Criminal Jusfiee aef'. que se expidió en el año de 1923 

superando a las innovaciones introducidas en cuanto al reconocimiento de tos 

24 CORTÉS,Donoso. El D!¡l!:echo Prqcesal Penal Modemo.29" edición, Editorial Ángel. México, 2001. p. 
211. 
15 Enciclopedia Jurídica Omeba. Op. cito p. 1030. 
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derechos para el inculpado que caracteriza el sistema de enjuiciamiento 

acusatorio:,26Se han expedido además nuevos Códigos como el italiano, el 

portugués; el yugoslavo, el argentino yla novísima Ley Procesaf de la República 

de Cuba de 1936. Posteriormente, ~n la República Argentina se promulgó un 

nuevo Código de Procedimientos Penales para la provincia de Buenos Aires, que 

tiene el mérito· de simplificar el· procedimiento y hacer más accesibles .la5 

formalidades judiciales, excluyendo todo aqueUoque corresponde a leyes 

orgánicas, de Vida transitoria así como formalidades innecesarias que en lugar de 

facilitar dificultan la buena marcha del Procedimiento. 

1,4 •. Consideraciones generales sobre la justicia. 

Han sido muchos los autores y pensadores de todos los tiempos quienes se 

han hecho la pregunta sobre. lo que, es lajusticia pero aún en nuestros días,dicha 

pregunta sigue sin respuesta. 

Rojina ViHegas menciona "que toda la historia del pensamiento jurfdico 

demuestra que no ha podido lograrse una definición o caracterización perfecta de 

[a justicia, entre muchos otros, Platón, Arístóteles, Santo Tomás, Suárez, Kant, 

Hegel; Stammler y Del· Vecchio han tenido aproximaciones más· o menos 

áfortunadas del concepto de justicia, por lo que el autor no tendrá "'a ingenuidad o 

la osa,dia" de definir la justicía."z7 

Por su parte, Friedrich sostiene "que la justicia debe comprenderse como 

una realidad cambiante, y citando a Rosensiock·Hussy afirma que la justicia debe 

realizarse siempre de nuevo y agrega una idea muy interesante en el sentido de 

que es un hecho notabl.e que los sentimientos del hombre vibran másfácilmenle 

frente a la injusticia que ante la justicia.,,28 Cualesquiera que sean las razones 

Z6Ibidem.p.103L 
21 ROJINA VILLBGAS, Rafael. Derecho Civil Mexicano. T. 1 lO" edición, Editorial ['arrua, México, 2003. p. 
65. 
'" FRIEDRICH, Joachim. La FilosQfla del Derecho.Traducido por Margarita Alvárez. 4' edición, Editorial 
FondeCultura Ec"n6mica, MéxicQ, 2002. p.96. 
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psicológicas de esta cuestión, su base ontológica es el sistema de valores al que 

el hombre se adhiere. Así, al verse amenazado determinado valor, la injusticia de 

: la acción amenazadora se dejará sentír con fuerza y, de ser posible, se le opondrá 

resistencia. "Cuando se contemplan desde este ángulo, los conflictos relativos a 

lajusticja que dividen a la comunidad son en realidad diferencias acerca de fa que 

se considera injusto". 

Todo esto lleva a considerar el planteamiento fundamental acerca de lo 

justo y la forma de lograrlo; si puede pensarse en un concepto absoluto, 

permane¡nte eirivarlabledela justicia, o en una noción relativa con contenidos 

diversos que pueden variasen función de circunstancias de tiempo, lugar. 

ideología, tradición, nec.esidades sociales, etcétera. 

Otro aspectO' que se debe considerar es el relativo a la identificación de la 

jUsticíacon el principio de la legalidad y cuestion~r si puede haber derecho injusto 

así la justicia habrá de tograrse con la estricta aplicación y cumplimiento de la ley. 

. En el mismo con"'xto. en la llamada justil Pelllloa. la jusllcia puede I~gar 
a utilizarse como argumenta de defensa de los d~S¡gnios del poder palítico. en que 

las tribunales actúan en apayo de la acción dJI Estado, a cuandO' se praduce, 
I . 

cama afirma Otto Kirohheimer,"et emplea del procedimientO' legal para fines 

palíticos.,,29 : 

De manera adiciana! hay que tener en cuenta las severa abjecianes que se 

han llegado a farmular al derecha, pudiendo señalarse de manera. destacada a 

Novaa Maflreal,quien citandO' a Bodenheimer dice que "el derecha par su propia 

naturaleza es una fuerza estátIca, con tendencia al estancamiento y de índole 

caflservadora":'\o y agrega por su parte: 

29 KlRCHHE.UvUlR, Otto. Justicia Palíti¡;a. Traducido por R.. Quijana, 2' e<,Üción, Editorial UTEI-L'\, México, 
2001, p. ¡¡¡3. 
Ji} Enciclopedia Jurídica Omeba. Op, cit. p.797. 
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"Cada vez se hace más perceptible la desconexión que existe entre el 

derecho y las realidades sociales que hoy vive el mundo ... este cada vez mayor 

alejamiento del dE?recho de fa resUdad social y su renuncia a satisfacer lo que toda 

sociedad alerta a sus propios fines espera de él, no es, sin embargo, su aspecto 

negativo más sanente. A nuestro Juicio la nota más deprimente reside en que los 

preceptos, . esquemas y principios juridicos en boga se van convirtiendo 

gradualmente no sólo en un pesado lastre que frena el progreso social, sino que 

llega, en muchas ocasiones. a levantarse como un verdadero obstáculo. para 

éste:,s1 

Desde luego, existen otros pensadores que en contra de Novoa expresan 

su confianza en el. derecho como apoyo para la transformación de la vida SOciál, 

tal como lo hace Friedmann, señalando "que el derecho es un flexible instrumento 

de orden sOcial, que. depende de los vatores políticos de la sociedad que busca 

gobernar, y agregando que el varar suprémo de ra sociedad occidental sigue 

siendo el individuo . libre y responsable, pero las condiciones jurídicas de esa 

lipertad tienen que ser constarltemente revaloradas en relación con ta cambiante 

estructura sociaL"s? 

Para bien o para mal, el poder creador y moldeador del derecho nunca ha 

sido mayor que en nuestra sociedad, en tal alto grado articulada. Y nunca ha sido 

más importante que los hombres de leyes como legisladores, jueces, maestros o 

abogados enejercíclo sean algo má$ que artesanos bIen adiestrados. 

Por todo lo que llevamos expresado, se estima pertinente hacer un 

recorrido sobre algunas de las concepciones· más importantes que se han· 

elaborado sobre el tema, a efecto de contar con los apoyos más apropiados sobre 

el tema, a efecto de contar con los apoyos más apropiados para el posterior 

desarrollo sobre la justicia del trabajo. 

" Ibídem: p.7t}8. . 
12 FRIEDMACNN, W. El Derecho y la Justicja Procesal. 3' edición, Editorial Tecnos, España, 2001. p. 306. 

-----------------,-,------------------------------~---------------
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Una primera noción de la Justicia, que vale la pena mencionar, es la justícia 

matemática como la califica Verdross, que refiere que Pitágoras, nacido en 

Samas, Asía menor, en el año 582 a,C., "fundó a mediados del siglo VI en 

Crotóna,al sur de Italia, una asociación de jóvenes para educarlos en una estricta 

dIsciplina y prepararlos para que llevaran una vida Justa y armoniosa, siendo las 

enseñanzas que recogieron sus alumnos la única fuente pc;tra reconstruir su 

pensamiento. 

Así, se conoce su idea básica de que el número es la esencia de todas las 

cosas. Erícuanro a la Justicia, señalaba que consiste en "la igualdad de lo igualo 

en el número cuadrado, porque éste recompensa IguaJmente a lo igual", de ahí 

que los pitagóricos llamaran al número 4, que es el primer número cuadrado, o al 

9, opúesto ala cuadrado, la Justícia.»33 

Otra com.:epcióninteresante la incluye Verdross como la doctrina del 

supuestodereGho natural del más fuerte (Calicles), señalando que la doctrina del 

derecho del más fuerte se remonta a Gorgias .el sofista, quien afirmó "que existe 

una ley de la naturaleza, según la cual el fuerte no debe ser esto.rbado por el débil, 

sino que éste debe sergobemad<l ydirígído por aquél, ya que está en el orden de 

Is.naturaleza que el fuerte marche delante del débil. Esfa idea fue desarrollada 

. pOr Calicles, alumno de aquél, como lo dejó establecido Platón en su Diálogo 

Gorgias.,,34 

En este diálogo, como lo refiere García Máynez, Calides precisa su 

posición así: 

"La naturaleza demuestra, a mi juído, que es justo que el que vale más 

tenga más que otro que vale menos, y el más fuerte más que el débil. Ella hace 

ver en mil ocasiones que esto es lo que sucede, tanto respecto de los animales 

33. VERDRoSS, Alfred. La FilQsofia del Derecno d¡}t Mundp Occídental. 3" edición, Editorial UNAM, 
Méx:¡co,1999. p. 22. 
CH'¡\;ldem. p. 23. 
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como de los hombres mismos, entre los cuales vemos Estados y naciones enteras 

donde la regla de lo justo es que el más fuerte mande al débil, y que posea 

más •. :,35 . 

La réplica de Sócr.ates obltga a CaNeles a dar un matiz importante a su 

postura. En efecto, el maestro de Platón argumenta que "si la justicia exige que 

los fuertes tengan la supremacfa, habrá que admitir que el orden de la naturaleza 

no se opone a la de ha ley, ya que tos débiles, unidos, son más fuertes que unos 

cuantos superhombres. Y si las leyes de la mayoría son las de los más 

poderosos, tendrá también que aceptarse que son justas y buenas. Ante esto, 

Calie/ss se ve obligado a modificar su tesís Y decir que los más poderosos no son 

los que poseen mayor fuerza fisica, sino los mejores y más sabios.,,36 

A manera de resumir se puede decir; tomando. en cuenta la concepción 

romana del Derecho yde la Justicia que constituye el concepto clásico y quizás el 

másaceptado·y dífundidopero quizás el más controvertido, el Derecho es el arte 

de laque es bueno y eq uitatillo , y lastres preceptos que lo fundamentan son vivir 

honestamente, no dañar a otro y dar a cada quien lo suyo. De jus se derivan 

Justicia y Jurisprudencia. Esta últIma es la ciencia del derecha, de lo justo y de lo 

injusto, en tanto. que la Justicia es la cualidad del hombre justo. la constante. y 

perpetua voluntad de dar acada quien fe Suyo. Así, no basta ser justo en un .. . 

momento determinado, sino que se necesita conformar la conducta a! derecho sin 

rebéld!a. 

1,5. El ideal democrático de la juaticia. 

Al pronunciarse Hans Kelsen por una justicia relativa, lo· hace de manera 

enfática por la de la libertad, fa paz, la democracia y la tolerancia. Sostiene el 

autor de la Teoría pura de1 derecho "Que elprinc!pio mora! especfflco de una teoría 

relativista de .la Justicia es el de la tolerancia, que supone comprender las 

ss GARcÍA MA'(NEZ, EduardQ, Ética:. 2"edicíón, Editorial Porroa, México, 2002. p, 62. 
36 !hidem. p. 63. 
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creencias reUgiosas: o poUticas de otras: personas sin llegar a aceptarl.as, pero 

tampoco a evitar que se expresen libremente. Afirma que si la democracia es una 

fqrma justa de gobierno, (o es porque supone libertad, y la libertad significa 

tolerancia:,31 

En la leeria de ta Justicia de Raw/s, al partir de la idea de la justicia como 

imparcialidad, la funda en los principios de libertad y de igualdad democrática. Por 

su parte, Fríedmann afirma "que un ideal c:femocrático de justicia debe sustentarse 

en la igualdad,. la Ubertad '1 el control definitivo del gobierno por el pueblo, .aun 

cUando resulta difícil dar un contenido específico a esos conceptos."38 

En cuanto a la Igualdad, hace notar que ningún Estado democrático ha 

tratado de traducir ese ideal en la igualdad absoluta de todos. El principio 

aristotélico de la Igualdad en el sentido de tratar igual a los que son iguales ante la 

ley, sigue siendo poca preciso. Si acaso pudiera concretarse señalando que el 

ideal democrático de justicia requiere que las desigualdades lo sean de función '1 

de servicio, pero no derivadas de diferencias ba.sadas en la raza, la religión u otros 

atributos personales. 

En cuanto. a la libertad, no resulta. más fácildefinlrla, de acuerdo con un 

ideal democrátiCo de Ju¡ticia, libertad significa ciertos derechos de libertad 

personal que deben estar garantizados contraintrorrllsión del Estado. 

El principia del control por el pueblo implica que el derecho debe ser de la 

responsabflidaddelos representantes elegidos por el pueblo. El imperio del 

derecho en una sociedad democrática exige el establecimiento de un sistema 

organiza(io para el<presar la voluntad del pueblo por medío de órganos 

representativos de gobiemo. Al respecto, hace notar el grave riesgo para los 

prlnciplóS de la dernocraciarepresentativa,. que deriva de la decadencia de la 

37KELSEN, Haru¡. ,Qué es Justíci@3' edición, Editorial Planeta, México, 2000. p. 61. 
3.l!FRllIDMAl\;'N, W. Op.clt. p. 76; 
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participación cívica activa. Solamente una sociedad cuyos individuos están 

imbuidos de un sentido personal deresponsabiIldad puede garantizar la vigencia 

de un Estado de derecho. 

Es interesante comentar lo que Radbruch sastiene respecto de la igualdad 

como para fundamental de la justicia. Ésta, dice, "entrana una tensión 

incancelable:. su .esencia es la igualdad; es general, pero aspira permanentemente 

a cónsiderarelcaso concreto, aun indlvíduodeterminada. La idea de la justicia es 

una idea farmal, supone trato igual para los iguales y desigual para los desiguales, 

pera sin poder.contestar das preguntas básicas: a quién ha.de considerarse igual 

y quién desigual y cómo deberán tratarse los ígualesy los desiguales. La 

justicia es siempre la abstracción de la desigualdad existente. Así, se puede 

cone/uir que,la justicia únicamente pud.e determinar la forma de la ley: que sea 

igual para. todos los considerados coma iguates y. sea, en consecuencia, general. 

En cambia:, no está en aptitud de aclarar el contenido de tales leyes generales, 

que' vaten por igual a.todos los equiparados como Iguales:39 

; :; 

De todo lo que Se ha expresado acerca de la Justicia y particularmente de 

Su ideal democrátioo, cabe derivar que la definición fundamental del Estado de 

derecho y de laque constituya el contenido de.la]usticia, hade desprenderse de 

las necesidades sociales de cada pueblo. ancada lugar y en un momento 

determinado. 

1.6. Las elementos del proceso de la justicia en relación a la pregunta 

de l.qué esjustiC'ia? 

Ya se mencionó que en cuento al ser de la justicia se piensa que es un 

v.alor absoluto ,tanto coma que su idea depende de circunstancías de tiempo, de 

lugar, de ideologías, etc., y tiene, por tanto, un significado relativo. 

191bidem. p. 39. 
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Sin embargo. a pesar de no haber una idea generalizada de la justicia, sí se 

dc:l. con reiterada insistencia, un permanente reclamo de justicia, cualquiera que 

sea el concepto doctrinario que se adopte. 

Fríedrich hizo notar que "los sentimientos del hombre vibran más fácilmente 

frente a la injusticia que ante la Justicia. y señaló que es más convel1iente 

interpretar la justicia como un estado al que está orientada como aproximación la 

está dominado por fuerzas que luchan dentro del marco legal del orden polítíco.,,40 

Entonces, quizá resulta más práctico preguntarnos cómo satisfacer esa 

demanda insatisfecha de justicia o, mejor, de qué manera se puede llegar a la 

justicia; más aún, qué requisitos han de cumplirse para tener acceso a ese. ideal 

aparentemente inaccesible. 

Con apoyo. en lO que los pensadores han aportado a la discusión sobre la 

justicia, es posible derivar una serie de elementos que, unidos secuendalmente, 

permitan vislumbrar un camino posible para llegar a ella. A esto, valga la licencia, 

le' llamaré los elementos del proceso de la justicia, a saber: 

1. Lajustícia es inherente a la relación entre individuos. Así como en el 

derecho no puede concebirse un planteamiento de justicia fuera de la 

vida social. 

2. Requiere la existencia previa de. un derecho, la fijación de un deber o el 

establecimiento de una atribución. Esto es, resulta necesario tener una 

idea anterior de lo que a cada quien le corresponde. 

Asumo la posición de que si bien la Justicia puede considerarse como un 

ideal que se deba seguir, es menester darle contenidos específicos que 

dependerán de la época, del lugar, de las necesidades sociales y de las 

posiciones ideológicas, 

4CFRIEDRICCH,Joacl1im. 01'. cit. p.275. 
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No pretendo acercarme a la tesis del positivismo jurídico, que identifica fa 

lagaltdad con la justicia y sostiene. que sólo es justo el derecho vigente. Sin 

embargo, la justicia no puede sustraerse de un marco jurídico de referencia, 

aunque puede haber derecho injusto y leyes que no cumplan con la exigencia de 

I¡:¡ justicia .. 

Por eso, el conjunto de nOllÍlas que rijan en un momento dado debe ser un 

reflejo fiel de las convicciones y. de las aspiraciones de la sociedad a que están 

dirigidas. Pero, al mismo tiempo, tienen que existir las posibilidades de modificar 

fa regulación jurídica y adecuarla a las transformaciones de la vida social. 

Tal es el caso. por ejemplo, de las normas del derecho ecológico, que 

surgen ante el imperativo de preservar el ambiente, o de las normas del derecho 

inforl11ático, que nacen de la necesidad de regular adecuadamente todas las 

actividades relacionadas con el uso de las computadoras. 

La dinámica del derecho debe incluir inclusive el cambio radical de normas 

que ya no respondan al ideal de justicia que animó su expedición. 

Dicho en otros términos, un segundo elemento de! proceso de la Justicia ha 

de encontrarse en el conjunto de normas que configuren el orden jurídico nacional 

y del que se desprendan fas definiciones fundamentales del país de que se trata y, 

a partí r de ellas, el confunto de derechos" obligaciones. y atribuciones para todos 

sus· habitantes. 

Así, en México, como sabemos, las grandes definiciones sobre la liación se . 

encuentran en el texto constitucional, particularmente en fos artículos 39, 40y 41, 

para dar respuesta a las siguientes interrogantes: 

• La soberanía nacional reside. esencial y originariamente en el pueblo. 

Todo. poder público dimana del puebfo y se ínstítuye para beneficio de 
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éste. El pueblO tiene, en todo tiempo. el inalienable derecho de alterar o 

modificar la forma de su gobierno. 

• El pueblo eJerce su soberanía por medio de los poderes de la Unión, en 

los casos de ra competencia de éstos, y por [os de los estados, en lo 

que toca a sus regímenes interiores. 

• Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una. república 

representativa, democrática, federal,compuesta de estados ¡ibres y 

soberanos. 

Al mismo tiempo, la pfopra Constitución prevé la forma de preservar el 

Estado de derecho: 

a) Prohibiendo la justiCia por propia mano y la violencia para reclamar tos 

derechos; 

b) Estableciendo la congruencia del orden jurídico, al estipular que .la 

Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y 

todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que 

se celebren por el Presidente de la República, con la aprobación del 

Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. 

e) Permitiendo las reformas yadiciones a la Constitución; y 

d) Estableciendo la inviolabilidad de la ConstituciÓn. 

Con todos estos parámetros, cabe derivar toda la gama de ordenamientos 

que fija" dereChos, obllgaciones o atribuciones y que habrán de ser elemento 

básico en .elproceso de la justiCia. 

En la medida que haya claridad en las disposiciones y una difusión 

suficlente para todos sus destinatarios, este elemento. tendrá una mayor fuerza y 

será mejor sustento en el camino hacia la verdadera consecución de la justicia. 

3. Por ta característica de la bllateralidad del derecho, es necesario que 

exista otra persona ante quien se pueda hacer valer el derecho, o que. 
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pueda exigir el cumplimiento de la obligación, o respecto de quienes se 

. ejerza la atribución. 

Es decir, el derecho, el deber y la atribución tienen que ser oponibles a los 

demás que, como contrapartida, tendrán una obllgación, una facultad o la 

posibilidad de exigir el ejercicio de una atribución o, en su caso, el sometimiento a 

ésta. 

4. Sín embargo, a mí juicio, el elemento fundamental que da razón de ser 

a la justicia es la existencia de conflictos de intereses. Cuando cada 

quien está satisfecho con lo que tiene o considera no requerir nada 

más, no es factible que su~an disputas y no se cuestionará lo que 

pueda o no ser lo justo. En la vida social, en la realidad de la vida 

cotidiana, esto es impensable. Se señala con frecuencia que el 

derecho, inclusive la I1bertad, de una persona termina donde comienza 

la de los demás. 

Así, hablar de armonía social implica buscar conciliar los diversos intereses 

que concurren en la convivencia, los individuales entre sí, los individuales y los de 

grupo, etc., es decir, ajustarlos, hacerlos justos, mediante la solución de cada 

conflicto que se presente para dar a cada quien lo que le corresponde con forma al 

orden jurídico. 

5. Dada la complejidad o especificidad que pueden llegar a tener los 

conflictos, se necesitan algunas reglas que faciliten la tarea de definir a 

cuál de los contendientes le asiste la razón. Así, por ejemplo, en el 

derecho civil está ~tipulado qUe las controversias del orden civil deben 

resolverse conforme a la letra de la ley o su interpretaciónjlirídica ya 

falta de Jey, conforme a los principios generales del derecho. 

En este sentido, cabe volver a mencionar la disposición del articulo 17 de la 

Constitución Política de tos Estados Unidos Mexicanos, que contiene dos aspectos 

básicós: 
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Primero, la prohibición de buscar la justicia por uno mismo y la de ejercer 

violencia para reclamar su derecho. 

Segundo, elestablecimienlo del derecho de toda persona a que se le 

administre justicia por tribunales, que estarán expeditos para Impartirla en los 

plazos y términos que fijen las leyes, debiendo emitir sus resoluciones de manera 

pronta. completa e imparcial. 

El mecanismo más generalizado y de .importancia primordial en todo Estado 

de derecho es la impartición de la justicia penal mediante tribunales previamente 

establecidos.. Sin embargo, caben otras posibilidades como laconcíliación •. la 

transacción y el arbitraje. 

6. En estrecha \/incul.ación .con. el punto anterior, se requiere una autoridad 

o una instancia que esté facultada por la ley o autorízadapor fas partes, 

para utíllzar un determinado mecanismo de solución. 



CAPÍTULO SEGUNDO 

DEL JUEZ EN GENERAL 
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Como.su nombre lo indica, en.sstecapltulo se hablará de manera general 

sobre lo relacionado a los antecedentes de! Juez desde el Derecho Romano, 

FranCia y el Derecho Anglosajón. Para así poder entender su evolución y 

trascendencia, no sólo en el Derecho Procesal Penal, sino en otros 

procedimientos no menos importantes. 

Por lo antes citado,será conveniente hablar primeramente de los 

antecedentes del Juez. ya que éste debe entenderse como la persona designada 

por el Estado para administrar justicia, dotada de jurisdicción para decidir un litigio. 

2.1 •. Antecedentes históricos del Juez en Roma, Franela y en el 

Derecho Anglosajón. 

En el Derecho Romano, se decía que "El Juez para serlo, debería ser más 

que hombré: un .hombre que se aproximara a Dios. De esta verdad conserva un 

recuerdo la historia al mostrarno~ una primitiva coincidencia entre el Juez y él 

sacerdote, que pide a Dios y obtiene de Dios una capacidad superior a la de los 

demás hombres .. Aun hoy todavla si el Juez, pese al desprecio hacia las formas y 

losslmbolos, gueea uno de los caracteres peyorativos de la vida moderna, lleva el 

hábito solemne que llamamos toga, ello responde a la necesidad de hacer visible 

la majestad; y ésta es un atributodivino.4
! 

Pero ¿dónde encontrar un hombre que sea más que hombre? El problema 

del proceso, bajo este aspecto, parece un rompecabezas. Probablemente las 

sófuciones, en el plano lógico, .son dos, dependiendo de Jos dos conceptos de la 

cualIdad y de la cantidad. Desde el punto de vista cualitativo aflora nuevamente la 

coincidencia originaria entre el Juez y el sacerdote. Bajo el aspecto hombres a la 

Fráncesco. Las MJWias del PrQglso Penal. 2" edición,· Editorial Tnbunal Superior de 
Justicia del Distrito Federal. México. 2002. p. 409. . 



vez; éste es el principio del colegía judicial o del Juez colegiado; en sus orígenes, 

Juez, particularmente en los procesos penales, era todo el pueblo. Toda la obra 

de fa humanidad en orden a la elección del Juez, se realiza a fa luz de estas ideas. 

Todos están de acuerdo en reconocer que debiera ser Juez el mejor; pero 

?cómo se encuentra al mejor? Cuando el derecho se ha separado de la relígióny 

el proceso ha venido perdiendo su carácter sagrado, ei problema de la elección 

del Juez, en su aspecto cualitatívo, ha pasado a ser el problema del órgano de la 

elección: el mejor debIera buscarlo el qUe tuviera la capacidad para elegir. Hoy la 

regla es que el Juez es elegido por el Estado, es decir, por ciertos órganos del 

Estado, según ciertos dispositivos que se conceptúan idóneos para hacer la 

elección. Estos dispositivos son de dos tipos, según que la elección se haga 

desde arriba o desde abajo, por decreto o por elección: en Italia no existen 

actualmente jueces electivos; pero los hay por ejemplo, en lavecina Suiza. Una 

forma de inveetidura electiva se puede contemplar en el arbitraje, en cuanto se 

consli3nte dentro de ciertos límites que provea al proceso civil un Juez elegido por 

acuerdo entre las partes: y no hay que creer que con ello, se: sustituya a la justicia 

del Estado por una justíciaprivada; al contrario, tanto el proceso penal como el 

proceso civil constituyen siempre una función del Estado, precisamente porque 
I 

tanto el delito como el litigio interesan al orden social, y el Estado no puede nunca 

permanecer indiferente respecto de él; pero en ciertos casos también el ejercicio 

de esta función pública se puede conferir a un particular, que está no obstante 

sometido de varias maneras a la autoridad del Estado. Con este límite o si se 

quiere con esta excepción, el Juez es elegido por el Estado, en los Estados 

modernos; incluso, a fin de garantizar mejor su idoneidad, es unfttncionario del 

Estado vinculado al Estado por una relación de ejemplo, en virtud del cual queda 

investido de pOderes y gravado con obligación determinada, como medios para el . 

,fin del cumplimiento de'su,altísima función. 

"La intuición originaria, según la cual, para poseer el juicio necesario para 

hacer justicia es preciso sumar varios hombres a la vez, conserva su valor a un 

después de que se ha constituido poco a poco una técnica y sobre ella una ciencia 
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d~1 prQceso: el llamado colegio judicial o Juez colegiado es, aún en el dia de hoy, 

un tipo de Juez que existe, más que aliado, por encima del Juez singular. en el 

sentido de que se considera que ofrece mayores garantías de feliz cumplimiento 

de su oficio; sólo en razón del mayor costo, para los procesos penales o civiles de 

menor importancia, se prefiere el Juez singular al colegíado.'042 En el fondo. fa 

constitución colegial del Juez se explica por lallmitacíón de la mente humana por 

un lado, y por su diversidad por el otro: poniendo varios hombres juntos se 

constgue,o se espéra conseguir-por lo menor, la construcción de una. especie de 

superhombre, que debiera poseer mayores aptitudes para el juicio de los que 

posee en singular cada uno de los que lo integran: el fenómeno es el mismo que 

aquel por el. cual se unen al arado una o más yuntas de bueyes en vez de un solo 

buey. pero cualquiera se hace cargo de que el mayor rendimiento de la yunta está 

condicionado por el trabajo efectivo de cada uno de sus miembros, y no esfácll, 

por exigenciastéchicas.además de por razones psicológicas. obtener de todos los 

miembros del colegio judicial una participación igual en el trabajo común. 

"La figura más interesante de la forínación colegiada.del Juez en Francia es 

la que toma el nombra de colegio heterogéneo, en razón de que no todos los 

jueces reunidos en! el colegio tienen una mismapreparacíón técnica: compárese, a 

este respecto. la composición de una Corte de apelación o deJa Corte de casación 

con la de la Corte· ele Assises: en· ésta, además. de los jueces técnicos, O sea de 

los jueces que son técnicos del derecho, sesionanpredominantemente los 

Hamados. jueces populares o legos, llamados así por cuento se prescinde en su 

elección de un tipo específico de cultura:>43 Esta formación mixta del colegio 

encuentra su razc6n profunda, no sótoen la necesidad de la más diversa 

experiencia de la vida, en cuando al conocimiento del derecho para juzgar bien, 

sínotambién en el peligro de que la costumbre de juzgar determine una especie 

de deformación profesionalque termine por embotar la sensibllldad del Juez y con 

eUa su capacidad de apreciar intuitivamente los valores humanos. Hemos 

'esbozado así el planteamiento de un problema muy grave, del cual la naturaleza 

Ibídem. p, 404. 
"3 [bidem. p. 405, 
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de estaslecclones no. nes permite una adecuada profundización y para reselverle 

se han intentado. en el curse de la historia etías soluciones: les menos jóvenes 

entre quienes me escuchan recordarán que en un pasado. no muy remate la Corte 

de Assfses ha experimentado una impertante transformación en el sentIdo de que 

en otro tiempo. les jueces pepulares participaban en el juicio con funciones 

distintas de los jueces técnicos, ya que sólo. se les encomendaba a elles la 

cemprobación de les hechos, ai paso que se reservaba a los técnicos la aplicación 

del derecho; ahora en cambie, los juecespepulares y los jueces juristas concurren 

con iguales poderes tanto ala comprobación de la culpabilidad como al castigo del 

culpable; y no se puede decir que la reforma haya satisfecho gran cosa a las 

exigencias .. de Justícía en erden a las que los franceses llaman les grand,s 

cr;mes. los grandes delitos. 

Ciertamente, una colaboración de los legos con les técnices del derecho. es 

necesaria tamo para resolver preblemas técnices distintos de los que se refieren al 

derecho (para indagar, por ejemplo, las causas del derrumbamiento de un edificio 

o de la. muerte de un hombre), como también para suministrarle un crilerio de 

justicia inmediato e independiente de los esquemas de la ley, los cuales a menudo 

se adaptan mal a la individualidad del case; pero a esta necesidad, mejor que [a 

introduccióJl del lego· en el celegio judicial, responde su asistencia al Juez jurista 

en concepto de consultor: en el lenguaJe cerriente se continúa hablando., en este 

. sentido, depertcia y de perites, pero esta fórmula no expresa tan exactamente 

como la otra la idea. del consejo y del consejero, con la cual se transfiere 

simplemente al proceso una práctica muy útil y difundida en la vida: quien tiene 

que resolver en cuestiones. de granimpertancia, pide consejo a uno e más 

hombres. cuya experiencia y prudencia estima, sin que con ello delegue en elles su . 

juicio, sino que $El. sirve de 10$ mismos· come se servirla de un apoyo en un paso 

peligroso de su camino. 

La aslslencfa del consultor, o perito, como se quie.ra decir, no es la única 

necesaria aJ Juez en su difícil actuación, e incluso es una asistencia de la cual no. 

siempre tiene necesidad, mientras queesconstan1e la exigencia de que sea 
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ayudado por otros en orden a las formas de actividad inferior que responden a las 

funciones de orden, según la terminología burocrática. Así vemos en primera 

línea, al lado de él, dos figuras bien conocidas, que son la del secretarío y la del 

oficial judicial, adscrito el primero particularmente a la documentación de los actos 

del proceso, esto es, a formar los documentos qua constituyen la prueba de él, yel 

segundo a la notificación, o sea, a suministrar las noticias que son necesarías para 

procurar al.Juez la presencia y colaboración de personas respecto de las cuales, o 

en concursó de las cuales, tiene él que actuar. 

El Juez; singular o colegiado en el Derecho Anglosajón,juntamente con el 

secretario y el oficialjudicial. son las figuras principales que constituyen un grupo 

de empleados del Estado que, por la estabilidad de sus cometidos, se llama oficío, 

y por el carácter especifico de los mismos, se denomina oficio judicial. "Salvo los 

casos de ordenamientos relativos a unidades políticas de las menores 

dimensiones (como seria, por ejemplo, la Repúblíca de San Marino. o alguna que 

otrocant~.n de la Cónfederaci6n Helvética), un solo oficio judicial serTa insuficiente 

para todo el territorio del Estado: y por otra parte un Juez, singular o Colegiado, un 

secretario o un oficial ludicial, no bastarían para constituir un oficio que tiene que 

proveer, no a un . solo proceso, sino a todos los procesos necesarios para 

administrar la Justicia en ordei1 a fas extgencias de un determinado núcleo de 

población; de ahí que veamos que en Italia hay diversos tribunales constituidos en 

las diversas capitales de departamentos, y que. por otra parte, de cada tribunal 

formanparteJueces, secretarios y oficiales judiciales en número superiora los que 

bastarían para la gestión de un procesosingular.'>44 

Por otra parte, en el conjunto de los oficios se dejan sentir las exigencias de 

la especialización ~n orden a las dIversas materias de los asuntos y de los litigios 

que se . presentan al juícioy también de las diversas funciones que respecto de ello 

se ven llamados los jueces a ejercer, al punto de que entre los varios oficios deben 

distribuirse 10$ cometidos según un plano que da lugar al instituto de la 

44 CASTRÓ,. Máximo. Curso. de PrQc!!iiimientos P$n!le~. 15" edición, Editorial Trillas, México, 2000. p. 121. 
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competencia judicial; si al conjunto de los asuntos y de los litigios se atribuye un 

. cierto voIt,.lmeo, fácíl es ver que la distribución se hace en sentido horizontal y en 

sentído vertical, esto .es, principafmente en razón del territorio o en razón de la 

función; así se distinguen, por ejemplo, el tribunal de Roma del tribunal de Nápofes 

o de Milán,ypor otra, en la circunscripción de Roma el tribunal se distingue de la 

Corte de apelación o d~ la Corte de casaciÓn, e igualmente el tribunal de menores 

el tribuna! militar se distinguen del tribunal ord1nario. 

2.2. El Juel.,su fun.ción jurisdiccional y administrativa. 

La función judicial, la delega el Estado en el-Juez, éste es el subórgano de 

que se vale para llevarla a cabo; es un sujeto deprimordíal importancia en la 

relación procesal; "es el representante monocrátlco" o colegia! del subórgano 

judIcial del Estado, encargado de ejercer la funci6n soberana de aplicar el derecho 

en un determinado proceso penal. 

"El Juez, es un representante del Estado que le otorga a un hombre o una 

mUjer poderes excepcjonales para lasque se someten a él, siempre y cuando 

exístalacompetencia y demás requisitos previstos por ellegislador.,,45 

Es, por lo tanto, Subórgano jurisdiccional, la persona investída legalmente, 

para que a nombre de! Estado declarare el derecho en cada caso concreto: es 

decir,por m~io de lajurísdicción se manifiesta la actividad judicial. 

El Juez, además, tiene imperio, por eso es autoridad: a los árbitros, en 

cambIo (en materia civH), sólo se .Ies confiere la jurisdicción y no el imperio~ por 

ende, no son autoridades. 

Frecuentemente, la administración se asocia al concepto jurisdicción, y bajo 

esa base alude a la administración judicial, de ahí que, al decir de FrosaJí. en 

4S DE PINA, Rafa1eL. Picclonario dI! D\tr>i¡¡hg.lO· edición, Editorial POrfÚa, México., 2002. p. 68. 
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sentido particular p!Jdiera designarse jurisdicción judicial, para distinguirla del 

concepto amplio "potestad estatal" de manifestar la voluntad para ser obedecida. 

El problema de la distinción,entre Jurisdicción y administración, en 

apariencia es simple, pero doctrinariamente, ha originado innumerables 

discusiones; por ejemplo, . Carré de MaJberg, afirma: "Serán actos jurisdiccionales 

lasque están .encomendados a la judicatura y administrativos los atribuidos a 

funcionarios de ordengubemativo.,,46 

Nicelo Alcalá Zamora, objeta esta tesis, fundándose en que conforme a 

ella: "un mismo acto cariaría de naturaleza según el órgano que de él conozca; 

por' ejemplo, el matomonio cM! sería de índole jurisdiccional en España, puesto 

que lo autoriza el Juez municipal, y administrativo en Francia, donde se celebra 

ante el alcalde, y . en la Argentina, donde tiene lugar ante el ofici al público 

encargado del Registro ClviJ.,,47 

Para Manzini, la jurisdicciÓn: "es su manifestación más característica, o sea 

en la decisión del Juez, se distingue de la administración activa en que en los 

actos administra.tivos prevalece el elemento de la voluntad mientras que en los 

actos Jurisdiccionales, prevalece el elemento del juicio.i>48 

Así pues la función administrativa no supone la preexistencia de un conflicto 

y en consecuencia su intervención no implica como fin la restauración del orden 

jurídí~o quebrantado, aunque indica que a través de la fun~ión admi.nistrativa es 

posible prevenir los cbnflictos por medro de un organismo instituido legalmente 

para.elto llamado panda, Aspecto muy distinto será si se trata del conflicto en sí 

porque Quandoéste se manifieste será necesaria la Intervención de una autoridad 

con caracteres y facultades distintas, es decir, del Juez, quien realizará la función 

juridica. 

«; Cit por COLÍN sANCHEZ, Guillermo .. Op. cit. p. 169. 
41 ALCAi.,Á ZA:\10RA YCASTILLO, Niceto. Op. dt. p. 268. 
48 MANZINI, Vicenzo. 3' edición, Editorial Fondo de Cultura Económica, México, 
2001. p. 127. 
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A nuestro juicio, jurisdicción y administración son funciones, íntimamente 

relacionadas, una con otra; tanto la administración como la jurisdicción,se 

encaminan ala aplicación del Derecho, independientemente, de que la forma de 

realiZarloseadistinta. Para que la jurisdicción, en el Derecho de Procedimientos 
: '. . 

Penales cobre vida, se requerirá que un sujeto se ubique dentro de (a hipótesis de 

la norma penal sustantiva y, previa satisfacción de los requisitos legales, se 

ejerqfte la acción penal correspondiente; situación que no ocurre, tratándose de la 

administración in. genere, porque ésta, en la aplicación del Derecho sólo 

encontrará justificación en la satisfacción de tos intereses generales que tutela. 

Durante el desenvolvimiento del proceso penal, la actividad del Juez, 

fundamentalmente se circunscribe a pronunciar los actos de decisión; sin 

embargo, debido a exigencias procedimentales, lleva él cabo algunas de carácter 

Iildrninistrativo, por ejemplo: cuando decreta una medida de seguridad o un 

correctivo disciplinario; tal es el caso del contenido en los articulos 1.8 y 19, del 

Código de Proceqimientos Penales para el Distrito Federal, en los cuales, se 

índica: los fribunales y los Jueces tienen el deber de mantener el buen orden y de 

exigir que se les guarde, tanto.a ellos como a las demás autoridades, el respeto y 

la consideración debidos, aplicando, en el acto por tas faltas que se cometan f las. 

correcciones disciplinarias que este código señala. 

Los tribunales '1 los Juec~s podrán imponer fas correcciones disciplinarias 

que procedan, tanto por las faltas que, en general cometiere cualquier persona, 

como por las que en el. desempeño de sus funciones cometan sus respectivos 

inferiores, los abogados,apederados y defensores ... 

2.3. Subórganos judicialeS en México. 

En los Estados Unidos Mexicanos, la función judicial está a cargo de 

subróganos específicamente determinados. 

a) En el Distrito Federal, se ejerce: 



l. Parlas Jueces de Paz del Orden Penal; 

11. Por los Jueces Penales; 

111. Por el Jurado Popular; 

IV. Parlas Jueces Presidentes de Debates; 
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V. Por el Tribunal Superior de Justicia; y "Por los demás servidores 

públicos y auxiliares de la Administración de Justicia, en los términos 

que establezca esta Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del 

Fuero Común del Distrito, los Códigos de Procedimientos y Leyes 

Relativas'.'. (artículos 619, del Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal, 2", Y demás relativos, de la Ley Orgánica de 

los Tribunales de Justicia, del Fuero Común, del Distrito Federal). 

Los Jueces de pat del Orden Penal, del Distrito Federal, designados por 

los integrantes del Consejq de la Judicatura, "con el personal que . señalen los 

presupuestos respectivos",estarán ubicados en las diversas circunscripciones 

políficocadminlstralivas del Distrito Federal. 

Sus atribuciones, son: 

l. "Conocer de los procesos del orden penal, según competencia que 

les fija la ley; y 

11. Practicar las diligencias que le encom¡endan los JueceS de Primera 

Instancia, menores y penates de sus respectivos partidos, que deban 

verificarse dentro de su respectiva jurisdicción territorial" (artículos 

628 y 629, del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal). 

Tomando en consideración la división del Procedimiento Penal, en ordinario 

y sumario, conocerán en materia penal. únicamente en procedimiento sumario,. de 

los delitos que tengan como. sanción: apercibimiento, caución de no ofender, multa 

(independientemente de su monto), o prisión, cuyo máximo sea de dos años. 
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Tratándose de acumulación· se estará a la penalidad máxima del dento 

mayor,sih perjuicio de que impongan Una pena superior en virtud de las reglas 

contenidas en los artlculos 64 y 65, del Código Penal para el Distrito FederaL 

Debe advertirse que, lo anotado hasta el momento, es sin perjuicio de los 

casos de competencia del jurado, señalados en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, 

Para fijar la competencia. cuando deba tener por base la sanción que la ley 

señale; se atenderá a lo siguiente: 

"f. A la sanción correspondiente al delito mayor en caso de acumulación; 

!tI. A la suma de los máximos de las sanciones corporales, cuando la ley 

disponga que a la correspondiente a determinado delito se agreguen 

otra u otras de la misma naturaleza; y 

IV. A la sanción corporal, cuando la ley imponga varias de distinta 

naturaleza". (artículos 10 y 11, del Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal): 

Los Jueces Penales, son designados por los integrantes del Consejo de la 

Judicatura. Para un meJor control, . en caso de existir dos o más Jueces, estarán 

numerados progresivamente. 

El desempeño de las funciones de estos jueces, implica que cuenten con el 

personal necesario: secretarios, numerados progresivamente, mecanógrafos o 

escribientes, y comisarios. 

Para el cumplimiento de las labores, los secretarios se avocan al despacho 

de las promociones del caso, dando cuenta al Juez, para que sobre las mismas 

recaigan los acuerdos respectivos; también llevan a cabo las. notificaciones, el 

trámite y la práctica de las diligencias autorizadas en la ley. 
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El primer secretaría,. es el jefe inmediato administrativo del Despacho; dirige 

las. labores interiores de la oficina, atendiendo a las instrucciones del Juez; 

distribuye entre los demás secretarios las consignaciones que se hagan al Juez, y 

"lleva" los libros de la oficina. 

Parlo que toca a las consignaciones realizadas por elagente del Ministerio 

P~bHcot éstas se hacen ante el Juez en turno, para que sea éste quien realice la 

instrucción del proceso porrespondiente, hasta sentencia. 

No escapa a mi atención que, con motivo de la fiebre reformista o 

reformadora de estos últimos años, se ha dejado sentir, a manera de remedio 

eficaz para curar las. ancestrales llagas de la jugticia, copiosísimas modificaciones 

a nuestra ley procesal, y se han llevado a cabo en forma tan rápida, ligera y 

descuidada que, no solamente han creado contradicciones y dudas de unos 

preceptos, en relación con otros, sino también han destruido la primera sistemática 

y jerarquiaque caracterizaba a la ley de referencia; por eso, ya no extraña a nadie 

que etregular, v.erbi grac;a, la competencia, s.e princípie por los Jueces de Paz y 

que, posteriormente, por exclusión, se agregue: "Fuera de la competencia. a que 

se refiere el párrafo anteri6r, los Jueces penales conocerán tanto de los 

procedimientos ordinarios como de los sumarios". (artículo 10, del Código de 

Proqedimientos Penales para el Distrito Federal). 

El Jurado Popular, "es un cuerpo colegiado encargado de resolver por 

medio de un veredIcto. los procesos que con arr&910 a la ley, la someta el 

Presidente de Debates,,,49 Este tribunal conocerá. de los delitos cometidos por 

medio de la prensa contra el orden público o la seguridad exterior o interior de la 

nación. 

los Jueces PresIdentes de Debates, tienen como misión, llevar a jUrado, 

dentro de un mes de tafecha en que les sean turnadas las causasque sean de la 

49 CAMPILLO SAINZ, José •. Dignidad del Abogado. 29" edición, Editoria! Porrúa, México, 2001. p. 127 . 

... 
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competencia de aquél; y, además, dirigir los debates del jurado, proponer o dictar 

los fallos que correspondan, con arreglo al veredicto del Jurado (artículo 644, del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal). 

El Tribunal.$upGrior dG Justícia del Distrito Federal, está integrado por 

49 magistrados y funcionará. en pleno y en salas. 

Uno de estos magistradas será el presidente y no integrará sala. El pleno 

del tribunal es el subórgano máXimo de éste, en el Distrito Federal, y estará 

formado por los magistrados y por el presidente de este cuerpocolegíado. 

. . 
Para que funcione el tribunal en pleno se necesita la concurrencia de 

cuando menos las dos. terceras partes de los magistrados que lo integran y las 

reso{uciones. se toman pur unanimidad o mayoría de votos de los magistrados que 

estén presentes.. En caso de empate si presidente del tribunal tendrá voto de 

calidad. 

Las sesiones del tribunal en pleno se dividen en ordinarias y 

extraordinarias, yen ambos casos pueden serpúbllcas o privadas. Son facultades 

de los integrantes del tribunal en pleno: Elegir al Presidente del Tribunal Superior 

de Justicia del Distritó Federal; conocer y resolver sobre la calificación de la. 

recusación de dos o tres magistrados integrantes de una sala; resolver sobre las 

contradicciones d!3críterios gen!3rales sustentados por magistrados y entre las 

salas d!31 tribunal; solicitar at Consejo de la Judicatura, el cambio de adscripción d!3 

jueces y, en su caso, remoción del cargo por causa Justificada; d!3terminarla 

materia de las salas del Tribunal Saperlorde .Justicia; caUficar las excusas o 

impedimentos que sus miembrQ$ presenten para conocer de determinados 

asuntos, asl como d!3 las recusaciónes qU!3 se promuevan en contra de los 

magistrados, en negocios de la competencia del pleno; conocer de las quejas que 

se presenten en contra de su presidente; proponer al Consejo de la Judicatura, a 

través de su presidente las adecuadciones administrativas tendientes a simplificar 

y efrcieníar tos procedimientos de registro, cqntroJ y seguimiento de los· asuntos 
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que sean tramitados ante los Tribunales del Fuero Común y del Tribunal Superior 

de Justicia, procurando en todo caso, y en la medida de lo posible, la 

incorporación de los métodos más modernos de sistematización y computarizaclón 

para la más expedita, eficaz y transparente administración de justicia; etc. El 

Presidente del Tribunal Superiar de Justicia del Distrito Federal, durará en su 

cargo 4 años y no podrá ser re.electopara el período inmediato. 

Son atribuciones del Presidente: Representar al Tribunal Superior de 

Justicia en los actos oficiares; lIevarel tumo de los magistrados que se excusen de 

canocerde alguno de los asuntos de su competencia o que sean recusados, para 

supllrlos conatros magistrados; llevar. una tista de excusas, recusacianes, 

incompetencias y sustitucianes que estará a disposición de los interesados en la 

Secretaría de· Acuerdos correspondiente; sugerir al Juez correspondiente, 

rogatorias, suplicatorias, requisitorias y despachos de acuerdo con el turno que al 

efecto se lleve; recibirquejas sobre demoras, excusas o faltas en el despacho' de 

los negocios, turnándolas, en su caso, a quien corresponda; presidir las sesiones 

que se lleven en dichotríbunal;convocar a sesiones ordinarias y extraordinarias; 

dirigir los.debales y conservar el arden durante las sesianes; y, proponer. al 

tribunal en pleno los acuerdos que juzgue conducentes para el mejar desempeña 

de Ié'!funcíón judicial. 

Las Salas de! Tribunal se integrarán, cada una, por 3 magistrados, y serán 

designados por número. ordinal; las magistrados integrantes de las mismas 

actua.rán en forma unitaria a calegiada en los términos establecidos por la ley. 

correspondiendo al pleno la determinación de las materias de las salas. 

Los magistrados de cada sala, elegirán anualmente un presidente que . 

durar~ en su carg.o un año y no podrá ser reelecto para el período siguiente. A los 

magistrados de .Iasala incumbe desahogar semanariamente, por orden progresivo 

y en forma equitatiVa, todo el trámite de segunda instancia. 

, ""'1 .... 
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<lA los integrantes de las salas en materia penal corresponde conocer; de 

los recursos de apelacIón y denegada apelación que se interpongan en contra de 

las resoluciones dictadas por los jueces del orden penal del Distrito Federal, 

incluyendo las resoluciones relativas a incidentes civiJes que surjan en íos 

procesos; de la revisión de las causas de la competencia del jurado popular; de las 

excusas y recusaciones de los jueces penales del Tribunal Superior de Justicia; 

del conflicto competencial que se suscite en materia penal entre las autoridades 

judiciales del Tribunal Superior de Justícia del Distrito Federal, así como de las 

contiendas de acumulación que se susciten en materia penal, entre las 

.. autoridades .queexpresa la fracción anterior; etc.,,50 

En cuanto al Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, éste es un 

subórgano integrado por el Presidente del Tribunal Superior de. Justicia, que 

también lo será del Consejo de la Judicatura de sus Comisiones; por un 

Magistrado,. un Juez: de Primera Instancia, y Un Juez de Paz. 

Para la elección de éstos, se realizará una insaculación entre magistrados y 

jueces ratificados, con consejeros designados por la Asamblea de Representantes 

y uno por el Jefe del Distrito Fer;leraL Los tres últimos deberán ser personas que 

se hayan distinguido por su capacidad, honestidad y honorabilidad en el ejercicio 

de las actividades· jurídi9as. Los consejeros deberán reunir los requisitos 

señalados por estafey para ser magistrado y durarán 5 aFíos en su cargo, no 

pudiendo ser nombrados para un nuevo período. 

En el orden federal. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, la función judicial se ejerce: 

"l. Por la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

u. Por los Tribunales Colegiados de Circuito; 

111. Por [os Tribunat~s Unitarios de Circuito; 

se COLÍl'< SA.NCHEZ, Guillermo. Op. cit. p. 273. 

-----------""-----~------------~., 
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IV. Por los Jueces de Distrito; 

V. Por el Jurado Federal de Ciudadano, y 

VI. Por 10$ Integrantes de los Tribunales de los Estados y del Distrito 

Federal en los ca$os previstos por el artículo 107, fracción XII de la 

Consti.tuolón polltica de los Estados Unidos Mexicanos, y en los 

demás en qoe, por disposiciones de la ley deben actuar en auxilio de 

[ajusticia. federal". 

Suprema Corte dé Justicia··de la Nación. El pleno se . integrará por 11 

magistrados, pero bastará la presencia de? de ellos para que pueda funcionar, 

hecha excepción de los casos previstos en los artículos 105, de la Constitución 

Política de los EEstadosUnidos Mexicanos, fracción 1, Penúltimo Párrafo y fracción 

lI,en los que se requerirá la presenciade al menos 8 ministros. 

Los integrantes de la. Suprema Corte de Justicia conocerán funcionando en 

pleno: "De las controversias constitucionales y acciones de inconstitut<ionalidad a 

que se refieren las fracciones I y 11, del articulo 105, de la Constitución Políticade 

lOs. Estados Unidos Mexicanos; del recurso de revisión contra sentencias 

pronunciadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito o los 

Tribunales Unital"ios del Distrito, en loS siguientes casos: 

a} Cuandosub$ista.en el recurso el problema de constitucionalidad de 

normas generales, si en la demanda de amparo se hubiese impugnado 

una Ley Federal, Local, del Distrito Federal, o un Tratado Internacional, 

por estimarlos dif(~ctamente violatoríos de un precepto de la Constitución 

PoJít!ca de los Es1:¡¡dos Unidos Mexicanos; 

b) Cuando. seejerclte la facultad de atracción contenida en el Segundo 

Párrafo del. inciso b) de la fracción VIII del articulo 101, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para seguir 

conociendo de Un amparo en revisión que por su interés y trascendencia 

asl lo amerite, y 
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e) Cuando se trate de Los casos comprendidos en las fracciones Ily 111 del 

artículo 10.3, de la Constitución Política de los Estados Unidas 

Mexicanos, sin que baste la afirmación del quejoso sobre la existencia 

de un problema de esa. naturaleza: del recurso de revisIón contra 

sentencias que en ampara directo pronuncien los Tribunales Colegiados 

de Circuito, cuando habiéndose impugnado la inconstítucionalidadde 

una Ley Federal, Local,del Distrito Federal, o de un Tratado 

Internacional, o cuando en los conceptos de violación se haya planteado 

la intérpretacióndirecta de un precepto de la Constitución Polftica de los 

Estados Unidos Mexicanos, dichas sentencias decidan u omitan decidir 

sobre. tales materias, debiendo .limitarse en esos casos la materia del 

recurso a la decisión de las cuestiones propi.amente constitucionales; del 

recurso de queja Interpuesto en el caso a que se refiere la fracción V, 

del articulo 95 de la Ley de Amparo, siempre que el conocimiento de la 

revisión en el juicio de garantías en que la queja se haga valer le haya 

correspondido al pleno de la Suprema Corte de Justicia; en los términos 

del artículo 99, párrafo!!, de la misma ley; del recurso de reclamación 

contra las providencias o acuerdos del Presidente de la Suprema Corte 

de Justicia, dictados durante la tramitación· de los asuntos 

jurisdicCionales .de la competencia del pleno de la Suprema Corte de 

Justicia; de las excusase impedimentos de los ministros, en asuntos de 

la compete("\cia de la Suprema Corte de Justicia funcionando en pleno; 

de la apli~ac!61i de la fracción XVI, del artíCUlO 10.7, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; de las denunciasen 

contradicción entre tesis sustentadas por las salas de la Suprema Corte 

de Justicia, o por los Tribunales Colegiados de Círcuito o cuando. se 

trate de asuntos que por razón de la materia noseande la competencia 

exclusiva (Íealguna de las salas; de los conflictos de trabaJo suscitadOS 

con sus propios servidores en términos de la fracción XII, del apartado 

B,del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, a partír del dictamen Que le presente fa COMISIÓN 
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SUSTANCIADORA UNIDA DEL PODER JUDICIAL DE LA 

FEDERACiÓN, en términos de los articulos 152a 161 de la Ley Federal 

de los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado 

8, del artículo 12.3 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en lo conducente: etc. 

Los Tribunales Unitarios de Circuito, están integrados por un magistrado 

y el número de secretarios, actuarios y empleados que determine el presupuesto. 

Estos tribunales tienen competencia para conocer: De los Juicios de amparo 

promovidos. contra actos de otros tribunales unitarios de circuito, que no 

constituyan sentencias definitivas, en términos de lo previsto por la Ley de Amparo 

respecto de los Juicios de amparo indirecto promovidos ante el Juez de Distrito. 

En estos casos el Tribunal Unitario competente será. el más próximo a la 

residencia de aquél que hayaemftido el amparo impugnable; de la creación de los 

asuntos conocidos en primera instancia parlas Juzgados de distrito; del recurso de 

denegada apelación; de facaHficación de impedimentos, excusas y recusaciones 

de los jueces de distrito, excepto en las juicios de amparo; de las controversias 

que se susciten entre los jueces de distrito suletos a su jurisdicción, con exceoción 

de los juicios de amparo; y delos demás asuntos que le encomienden las leyes. 

Los Tribunales Colegiados de Circuito, se integran con tres magistrados, 

un secretario de acuerdos y el número de secretarios, actuarios y empleados que 

se determine en el presupuesto. 

Los magistrados que he. mencionado tienen ,competencia para conocer de 

lo siguiente: "De los juicios de amparo directo contra sentencias definitivas, Jaudos 

o contra resoluciones que pongan fin al juicio por violaciones cometidas en eflas o 

durante la secuela del procedimiento, cuando se trate: 

a} En materia penal, de sentencias o resoluciones dictadas por 

autoridades judiciales del orden común o federal, y de las dictadas en 
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incidente de reparación del. daño exigible a personas distintas de los 

inculpadO$, o en los de responsabifidad civíl pronunciadas por los 

misrnos tribunales que conozcan o hayan conocido de los procesos 

respectivos. o por tribunales diversos, en íos juicios de responsabilidad 

civil, cuando la acción se funde en la comisión del delito de que se 

trate y de las sentencias o resoluciones dictadas por tribunales 

militares cualesquíera que sean Las penas impuestas; 

b) En matéria civil o mercantil, de sentencias o resoluciones dictadas por 

Tribunales Administrativos o Judiciales, sean locales o federales; 

e) En materia civil o mercantil. de sentencias o resoluciones respecto de 

las quena proceda elrecúrso de apelación, de acuerdo a las Jeyes 

que las.rígen, o de sentencias o resoluciones dictadas en apelación en 

juicios del orden común o federal. y 

d} En materia laboral, de laudos o resoluciones dictadas por juntas· o 

Tribunales Laborales Federales o Locales; de los recursos que 

procedan contra los autos y resoluciones que pronuncien ros Jueces 

de Distrito, Tribunates unitarios de circuito o el Superior Tribunal 

responsable. en los casos de las fracciones f. II Y 111 del artículo 83 de 

la Ley de Amparo; del recurso de queja en !os casos de fas fracciones 

V a XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 

99 de fa misma. ley; del recurso de revisión en contra la sentencia 

pronunciadas en la audiencia constítucfonat por los Jueces de Distrito, 

tribunales unitafÍó$ de circuito o por el Superior del Tribunal 

responsable en los casos él. que se refiere el artículo 85 de la Ley de 

Amparo, y cuando Sé reclame un acuerd.o de extradición dictado por le 

Poder .. EJecutivó. a petición de un Gobierno extranjero, o cuando se 

trate de los C<ilSOS en que el plena da la Suprema Corte de Justicia 

haya ejercitado la facultad previstaan el sexto párrafo del artículo 94 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ... 51 

51 Ibidem. p. 274. 
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Los Jueces de Distrito en Materia Pe.,a) conocen: 

l. De 10$ juicios deampaío que se promuevan contra resoluciones 

judiciales de! orden penal; contra· actos de cualquier autoridad que 

afecten la libertad personal. salvo que se trate de correcciones 

disciplinarias o de medios de apremio impuestos fuera de 

procedimiento penal y contra los actos que importen peligro de 

privación de la vida. deportación, destierro o alguno de los prohibidos 

por el artículo 22 de la Constitución Politica de los Estados Unidos 

Mexicanos; 

11. De los juicios de amparo que se promuevan conforme a la fracción VII 

del artículo 107, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en los casos en que sea procedente contra resoluciones 

dictadas en los incidentes de reparación del daño exigible a personas 

distintas. dé los inculpados, o en los de responsabilidad civil, par los 

mismostribtmaleS, que conozcan o hayan conocido de los procesos 

respectivos, o por lo tribunales diversos, en los juicios de 

responsabmdad civil, cuando la acción se funde en la comisión de un 

delito; y 

111. De los juicios de amparo que se promuevan contra leyes y demás 

disposiciones de observancia general en materia penal. en los 

términos de la ley de Amparo, (articuFo 51, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación), 

En la nueva Ley Orgánica de~ Poder Judicial de la Federación, ya no se le 

denomina simplemente Jurado Popular, sino que ahora el nombre es Jurado 

Federal de Ciudadanos. 

Este Subórgano Judicial es competente para conocer de los delitos 

cometídos por medio de la prensa y contra el orden público o la seguridadexterior 

o interior de la nación, y los demás iIIcítos que detenminen las leyes, Se integrará 



~-l, 

50 

con 7 ciudadanos designados por sorteo, en los términos que establece el Código 

Federal de Procedimientos Penales. 

Tribunales Colegiados de Circuito. Los recursos de revisión que las 

leyeseslablezcan en términos de la fracción l-B del artículo 104 de la Constitución 

Polítiéa de los Estados Unidos Mexicanos; de los conflictos de competencia que 

se susciten entre Tribunales Unitarios de Circuito o Jueces de Distrito de su 

jurisdicciÓt'l, conocerá el Tribunal Colegiado que tenga jurisdicción sobre el órgano 

que previno; de los impedimentos y excusas que en materia de amparo se 

susCiten entre Jueces de Distrito, y en cualquier materia entre los Magistrados de 

los Tribunales de Circuito,.o las autoridades a que se refiere el artículo 37 de la 

Ley de Amparo. En estos casos conocerá el Tribunal Colegiado de Circuito más 

cercano. 

En el Fuero de Guerra, la función judicial se ejerce: 

"1. Por el Supremo Tribunal Militar; 

11. Por los consejos de guerra ordinarios; 

lit Por los consejos de guerra extraordinarios; 

IV. Por los Jueces" (articulo 10
, del Código Mexicano de Justicia Militar). 

El Supremo Tribunal Militar, está integrado: por un Presidente General de 

Brigada Militar de Guerra y cuatro Magistrados Generales de Brigada de Servicio o 

Auxiliares; funciona en pleno y basta la presencia de tres Magistrados para que 

pueda constitúirse. 

Los Consejos de Guerra Ordinarios, están integrados por un Presidente y 

cuatro vocales,siendo el primero de ellos General, y los segundos, de este mismo 

grado o deCoronet. En la capital de la República, habrá dos Consejos de Guerra, 

y en cada plaza, en donde existan Juzgados Militares Perma.nentes, habrá uno, el 

cual funcionará por semestres. 

4iW\ 
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En las entidades federativas. La función judicial común, en las entidades 

federativas, está a cargo del personal del Tribunal Superior de Justicia del Estado, 

de los Jueces Mixtos o Unitarios de Primera Instancia, de los Jueces de Paz, 

M~nores o Conciliadores, y de los Tribunales para Menores. 

El Tribunal Superior de Justicia, generalmente está integrado por un 

Presidente, que no forma Sala, 'l dos o tres Salas, con tres Magistrados cada una, 

destinándose una para lo penal Y, las restantes para lo civil. 

En cada Distrito, existe un Juez de Primera Instancia, que como se indicó 

en líneas anteriores, puede ser mixto, o, únicamente, actuar en materia penal, y su 

competencia comprende la circunscripción territorial del Distrito político de que se 

trate. 

Para aquellos delitos, cuya pena es alternativa o mínima, son competentes 

los Jueces Menores y de Paz, o los Jueces Conciliadores de la cabecera distrital. 

2.4. De la capacidad del Juez. 

Para que la función judicial puede llevarse a cabo, es indispensable que, a 

la persona a quien se le e~comienda, tenga la potestad y la capacidad, en sentido 

general, misma que es el conjunto de atributos señalados en la ley para poder 

ejercer el cargo. 

a) Clasificación. La capacidad, en el ordem procedimental penal, abarca 

diversos aspectos. razón por la cual la clasifico en subjetiva y objetiva. 

La primera, se divide a su vez, en capacidad subjetiva en abstracto y 

capacidad subjetiva en concreto; y la segunda, concierne a la 

competencia. 

b) Capacidad subjetiva en abstracto. "En el conjunto de requisitos 

indispensables que debe reunir el sujeto para que te sea conferida la 
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potestad de aplicar el derecho; es decir, todos aquellos elementos que 

habrán de satjsfacerse para ser designado Juez."S2 

e) Capacidad subjetiva en concreto. "Se refiere a que el Juez no esté 

impedido por alguna causa o circul1stanciapara poder juzgar 

imparcialmente. 

Si la jurisdicción es 'la potestad para declarar el Derecho, esto no significa 

que su ejeroicio sea ilimitado, porque un Juez no puede conocer de todas las 

materias jurídicas previstas en los preceptos legales, ni tampoco con 

independencia del lugar en donde se haya ,dado el asunto sometido a su 

consideración; esto es así, por razones, no sólo de soberanía, sino también de 

carácter prácti,co;por eso" se establecen limitaciones a la potestad a la que me he 

referido y que me. conducen al estudio de la capacidad objetiva: competencia."s3 

Tradicionalmente, se ha dicho: la competencia es la medída de la 

jurisdiccíárL 

En reladón con lo afirmado, Hugo Alsina, comenta: "Los jueces deben 

ejercer su jurisdicción en la medida de su competencia y la competencia fija los 

límites dentro de. les cuales, el Juez, puede ejercer aquella facultad. De ahí que 

puede resumirse la competencia con la aptitud del Juezparaelercer su 

jurisdicción en un lugar determinado:054 

Rafael de Piña, afirma: "La competencia es la medida de la jurisdicción, la 

capacidad para ejercer el poder Jurisdiccional en un caso concreto, .. 55 

Florián y Franco Sodi, "señalan: en contraposición a la capacidad subjetiva, 

la capacidadobJetíva; de tal manera que, si la primera se refiere a los requisitos 

52 BONlFAZ ALFONSO, Letida. 5' edición, Editorial POrTÚa, 
México, 2003. p. 216. 
" Ibídem. p. 217. 
14 ALSINA, Hugo. Tratago TécQico Práctico de Derecho Procesal. 2' edición, Editorial Ut.eha, Argentina, 
1990. p. 271. 
55 DE PiNA, Rafael. Op. cit. p. 57. 
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legales y a la idoneidad del Juez, para conocer del proceso, la segunda, se dará 

en razón de una cuestión práctica. debido a que, si bien es cierto, el Juez tiene 

capacidad para aplicar la ley aquélla no podrá hacerse extensiva a todos los 

casos, porque el· cumplimiento de sus funciones resultaría imposible, ya no por 

raZOnes de tiempo, sino también por lo que toca al conocimiento de .Ias materias, 

que no seria posible la abarcará una sola persona: por esto, en las leyes se 

delímitanlas facultades de los subróganos jurísdiccionales.,,56 

Lo apuntado, me conduce a concluir: jurisdicción y competencia, son 

conceptos. que no deben confundirse, debido a que, se puede tener jurisdicción, 

mas no competencia; la primera, implica el deber jurídico para declarar el derecho 

y; la segunda, para precisar la fama del Derecho o el ordenamiento jurídico sobre 

la que se tendrá dicho deber lurídico. 

Es una u Qtra forma, lo cierto es que la capacidad del Juez habrá de 

referirs.e siempre alas dos cuestiones que han venido ocupando mi atención y que 

habrán de darse plenamente una y otra para que bajo ese supuesto exista 

capl'icidad integral. 

La competencia, se ha clasificado en diversas formas; la más reconocida, 

tanto en la doctrina como en la legislación, es en razón de la materia, del territorio, 

del grado y la cuantía. En eJ Derecho Mexicano, se determina en razón de la 

matería, de la persona, del lugar y como excepción a las reglas generales, en 

función de conexidad. 

De acuerdo con lo indicado, por lo que toca ala materia. la competencia, se 

determina atendiendo a la distinción hecMpor el. legislador en cuanto al orden 

común, federal, militar, etc.; por ejemplo, corresponderá conocer a los titulares de 

los Tribunales Penales, del fueron común. todos aquellos delitos que así han sido 

considerados;. empero, a pesar de 10 que se dice en el texto dé el primer párrafo 

56 Cit. Por SILVA SILVA, Jorge Alberto. Derecho Procesal renaL l' edición, Editorial HacIa, México, 2000. 
¡:i.193. 
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elel artícuto 12 del C6digode Procedimientos Penales, con motivo de la reforma a 

estas disposiciones, Hevadas a cabo en 1993, la competencia resulta que ahora es 

prorrogable. 

En el articulo 10, párrafo segundo del Código mencionado. Se lee a la 

letra: .. .también será competente para conocer de un asunto, un Juez de distrito 

dIstinto al del lugar de la comisión del delito, si por razones de seguridad en las 

prisiones, atendiendo a las características del hecho imputado, a las 

circunstancias personales det inculpado y a otras que impidan garantizar el 

desarrollo adecuado del· proceso, el Ministerio Público Federal considera 

necesario .lIevarelejerqicio de la acción penal ante otro .Juez. Lo anterior es 

ig.ualmente aplicable para los casos en que, por las mismas razones, la autoridad 

judicial, de oficio o a petición de parte, estime neCesario trastadas a un procesado 

a algún centro de reclusión de máxima seguridad en los que será competente el 

tribunal del lugar en que sé ubica dicho centron
• 

Como consecuencia de tal disposición el agente del Ministerio Pública 

Federal, puede abocarse aJ conocimiento (je las conductas o hechos del fuero 

común, todo esto en razón del concurso de delitos por razón de la conexidad que 

tengan con los del orden federal y por ende, los subróganos judiciales federales 

serán competentes para conocer de ellos y juzgarlos. 

A mi juicio. $emejante reforma entraña la federaliza·ción de conductas o 

hechos tipificados como del orden común por el simple hecho de la vinculación o 

conexión; además, el principio 10008 regit aatumcae por tíerra estruendosamente 

aunque se argumenten Urazones de segurídad en las prisiones. 

Todo está va en detrimento de la competencia del Juez de la causa y se 

traduce en que conocerá de la. misma un Juez incompetente en razón· de la 

materia; sIn olvidar que ahora el personal del Ministerio Público tendrá oportunidad 

de escoger al Juez ante el cual deba llevar a cabo el ejercicio de la acción penal. 



55 

Las bases de sustentación de semejante proceder, no dejan de ser muy 

subjetivas y hasta superficiales, como lo es entre otras la conclusión de si un 

reclusorio es de máxima o mínima seguridad, en su caso. 

Adviértase que semejante disposición tendrá efectos considerabtes en los 

casos de los mal llamados conflictos de jurisdicción y acumulación de procesos. 

la competencia en razón de fa persona, al decir de Carlos Franco Sodi: "riñe, en 

principio, con la regla de igualdad entre los hombres ante la ley, pues implicó 

antes,una distribución entre clases y ahora una diferenciación profesional que 

sólo se lustificapara Garraud, frente a los delitos militares.u57 

Pese a ese punto de vista, considero que: los mllitares no tienen un fuero 

formal, en la ley que .10s rige se protege la disciplina del Ejército. Sólo están 

sujetos a ese régimen, los militares. por ser los únícosa quienes afecta tal 

dh3ciplina, . por eso,. no me parece correcto el criterio transcrito, porque esta 

competel1cfa, en esas condiciones, no es únicamente por razón de ta persona, 

sino también en función de la materia. 

En general, es pOSible afirmar que esta competencia tiene su Justificación 

en la necesidad de tomar en cuenta derías cualidades profesionales del sujeto. 

la competencia en cuanto al territorio, se ha establecidO por razones 

prácticas, para que la administración de justicia pueda Hevarse a cabo en forma 

expedita, de tal manera que, tomando también en cuenta nuestra organización 

política y fas facultades que, se otorgan en la Constitución PolItica de los Estados 

Unidos Mexicanos, a las Entidades Federativas ha sigo admitida una regla que, 

bien puede afirmarse, rige universalmente: la que declara Juez competente, al del 

lugar en dOnde se cometió el delito; empero, cuando existan varios jueces, de una 

misma categoría, en el lugar, será competente el que haya prevel11do, asimismo, 

cuando se trate de delitos continuos. 

57 FRANCO som, Carlos. Procedimiento Penal Mexicano. 4' edición, Editorial Porrua, MéxIco, 2002. p. 78. 
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Porlo que toca a la competencia por ccínexidad, ésta viene a derogar, en 

parte, tos principios referentes a la materia yal lugar, y para fijarla, deberá tenerse 

presente. tanto la ejecución del deUto como su consumación. 

2.5. La funciÓn dE/los subróganosJudiciales. 

Precisado cuáles son los subróganos judiciales, . puntualizará las funciones 

de éstos; ya se trate del Juez instructor y de sentencia, colegiado, unitario, o del 

magistrado. 

Las funciones que les corresponden, son: aplicar estrictamente las leyes, 

instruir Jos procesos en contra de los infractores de los dispuesto en las normas 

penales, y aplicarlas penas o las medidas de seguridad. 

En la aplicaciÓn de lo contenido en la ley, es comúnmente aceptado, que el 

Juez Penal, en ningún momento se constituya en un creador de lo indicado en la 

norma jurídica, porque, los principios: nullum crimen nuJla poana sine lega, nufla 

poana sine indicio, fiQuran en todas las legislaciones; en cambio, si debe 

desentrañar la voluntad dellegisJados. 

La interpretación de la ley, es una tarea obligada y para llevarla a cabo, se 

tomarán en cuenta las neceSIdades y demandas del momento en que fue dictada, 

el bien o bienes jurídicos tutelados, las clrcunstanclassociales imperantes al 

aplicarla, etc., por eso, es importante que el Juez, como intérprete, sea conocedor 

de la dogmática jurídico-penal. 

En la práctica de la Instrucción procesal. deberá realizar los fines 

específicos del proceso; es deCir, conocer la verdad histórica y la "personalidad del 

delincuente", lo que podrá lograr acatando lo dispuesto en las normas jurídicas, 

con·fa cooperación de sus auxiliares y muchos otros elementos. 
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En cuanto a la aplicación. de la pena, partirá de un arbitrio sufIcientemente 

amplio, para así determinar el qUBcntum, correspondiente a cada conducta 

encuadrableen cada tipo legal, para ello respetará fa contenido en la ley, se 

conducirá humanamente y con ecuanimidad, para aSf, como lo señalaba con 

profunda emoción Raúl Carrancá y Trujillo, no se aparte de la realidad, puesto 

que: "las solas técnicas no son suficientes; cuando la técnica no esta .al servicio 

de un ideal moral, conduce inexorablemente a la barb?lrie; es necesario que el 

hompre que juzga a otros hombres, tenga presente a cada instante que la ley no 

puede exigir de los hombres que sean héroes o santos; los considera hombres 

nada más, con sus grandezas y sus miserias, con sus afanes. sus cuidados y sus 

apetitos normales".:5S 

Durante la ejecucIón de las penas, en el medio mexicano, el Juez no tiene 

asignadas atribuciones específicas, esa tarea corresponde al titular del Ejecutivo 

Federal como lo establece el articulo 575, del Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal; y 529, del Código Federal de Procedimientos Penales; sin 

embargo, adviértase que, la. función del Juez no termina con la sentencia, va más 

allá. interviene en el tratamiento, que se proporcione al reo para sO readaptación 

social. Para esos fines. obtendrá la información que le facilite la adopción o el 

cambio de! "tratamiento" que el sujeto amerite. Esto requiere vigilancia y el auxilio 

q~e coadyuven al cotlocimiento del estado peligroso máximo, medio o la ausencia 

del mIsmo. 

En cumplimiento de sus funciones, los jueces llevan a cabo un conjunto de 

actos. procesales llamados resoluciones judiciales, cuyas formas varían según el 

momento procesal de que se ~rate. Las· resoluciones judiCiales son los medios 

establecidos por la ley para que los subróganos jurisdiccionales resuelvan una 

determinada situadónjurídíca. 

BARRANCA Y TRUJILLO, Raúl. Teorla del Juez. Penal Mexícano. 6' edición, Editorial Trillas, Mé;dro, 
2000. p. 199. 
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2.6. Los medios existentes en la actualidad para dar a conocer las 

resoluciones judiciales. 

El desenvolvimiento normal del proceso,· no podría llevarse a cabo, si tan 

sólo se pronunciaran las resoluciones judiciales y no se diera a conocer a los 

interesados; de tal manera que, salvo excepciones, esto se realiza por medio de 

las notificaciones. 

La notificación, es el medio señalado en la ley para enterar a los 

intervinlentesen el proceso, del contenido de las resoluciones judiciales. 

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, está previsto 

que: "todas las resoluciones apelables deberán ser notificadas al Ministerio 

Público, al procesado, al querellante, en su caso, y al defensor o cualquiera de los 

defensores si hubiere varios". 

Enrecieníe reforma al texto del articulo 83 (1" de febrero de 1991), se lee: 

los funcionarios a quienes la rey encomiende hacer las notificaciones, las 

practicarán personalmente, asentando el dia y hora en que se verifiquen, leyendo 

íntegra. la resolución al notificarla, yasistiéndose del traductor si la persona por 

notificarse no habla o no entiende suficientemente el idioma castellano. Se dará 

copia de la resoll.lcioo al interesado, si/a pidiere. 

En el Código Federal, se indica: "Las resoluciones contra las cuales 

proceda el recurso de apelación, se no·tjficarán personalmente a las partes, y se 

agrega: Las demás resoluciones con excepción de los autos que ordenen 

aprehensiones, cateos, providencias precautorias, aseguramiento y otras 

diligencias análogas respecto de las cuales el tribunal estime que deba guardarse 

sigilo para el éxito de la investigación se notificarán al detenido o al procesado 

personalmente, y a los otros interesados en la forma señalada en el artículo 107 

de este código. 
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De lo anterior, se colige: . las resoluciones judiciales, en el Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, se hacen saber al agente del 

Ministerio Público, al procesado y al defensor, independientemente, de que sean 

apelables, o no. 

Enel Código Federal, tomando en cuenta la naturaleza. especial de algunos 

autos: órdenes de aprehensión, cateos, etc., se estabfeceque sólo se den a 

conocet al agente del Ministerio Público, porque seria absurdo notific¡¡¡.r a quien se 

desea aprehender, que existe una orden en su contra, dando con ello margen a 

que eluda laaoción de la justicia. 

De ambos ordenamientos, también es factible establecer que ,al procesado 

se le notifican las resoluciones en forma personal, tratándose del auto de formal 

prisión de la citación para la vista del proceso. y de la sentencia, 

independientemente, de que haya autorizado a su defensor para esos fines 

(articulo 85, del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal). 

En el Código Federal, concretamente se indica, que las resoluciones 

apelables deben· notificarse de manera personal a las partes; por ende, 

comprende la. enumeracíón.contenlda en el Código del Distrito, porque.ef autode 

formal prisión, la citación para la vístay la sentencia definitiva,siempre son 

apelabres y, por eUo, deben notificarse, al agente del Ministerio Público, al 

querellante y al defensor, según lo contenido en el artículo 80, del Código de 

Procedimi.entos Pénales para el Distrito Federal.. 

La forma de llevar a cabo las notificaciones, es semejante, en ambos 

qrc!enamientos, de manera que, para estos efectos, las notificaciones personales 

se dan a conocer al notificado en el tribunal o en el domicilio designado, puesto 

que todas I.as personas que intervienen en estos hechos, por mandato expreso de 

la ley, deberán. sei'lalar, desde la primera diligencia judicial, un dQmicilio para 

recibirlas (artículos 82 y 108, de !os Código de Procedimientos Penales para el 
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Distrito Federal); cuando no esté en él, se le dejará una cédula con el contenido 

de la resolución, a cargo de las personas que habiten en ese lugar. Esta cédula, 

contendrá: denominación del tribunal qlje manda practicar la diligencia, la causa 

en la cual se~icta; transcripción, en lo conducente, de la respJuclón que se le 

notifica; día y \lora en que se hace dicha notificación y persona en poder de la cual 

se deja, expresándose, además, el. motivo por el cual no se hizo en persona al 

interesado. 

Si el que deba ser notificado se niega a recibirla del funcionario en cargado 

de hacer la notificación, o las personas que re.sidenen el domicHio se rehúsan a 

recibir la cédula' o no estlil nadie en el lugar, se fijará la cédula en la puerta de 

entrada (artículo 109, del Código Federal de Procedimientos Penales). En est.;> 

punto, en el Código del Distrito, se advierte menos minuciosidad,. aunque a 

grandes rasgos, se hace referencia también a lo señalado en ese ordenamiento 

. (artículos 83, 84y 86, del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal). 

Tratándose de notificaciones no personales. éstas se llevan a cabo 

mediante la publicación, de la resolución correspondiente, en un lugar visible, del 

Juzgado que las ha dictado; tratándose de procesos en materia federal, a través 

del Bol.etínJudicíal.en donde éste existe. 

Las notificaciones, según lo instituido en el Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal, se harán, a más tardar, al día siguiente al que se 

dicten las resoluciones que las motiven (artículo 81. En el Código Federal de 

Procedimientos Penales, se instituye lo mismo (artículo 103); sin embargo, en esta 

legislación se agrega: "cuando la resolución entrañe una citación o un término 

para la práctica de una diligencia. se notificará personalmente con cuarenta y ocho 

hotas de anticipación. cuando menos al día y hora en que haya de celebrarse la 

dilígencia .... 
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Con el fin de que lasl'lotificacioMs pnnclplen a surtir efectos,. los 

encargados de rrevarfasa cabo, asentarán el día y fa hora en que se verifiquen y 

leerán integra la resolución alnotíficarla, dando copia al interesado, si la pidiere 

(artículo S3 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal). 

Independientemente de lo establecido en este precepto, sería aconsejab!eque, 

dada la relevancia de estas formalidades, siempre se dejara copia al interesado, 

para. qUe éste pudiere deducir sus derechos en forma más efectiva, ya sea por él 

directamente, o, a través del defensor. 

Las notificaciones y citaciones, están a cargo de los auxiliares de la justicia, 

de tal manera que, tanto en la legislación loca! como en la federal, se 

encomiendan a los secretarios. 

2: 7 •. Nece$idad de que el subórgano solicite au)(ilio. 

El cumplimiento de la función judicial, tiene a,lgunas limitaciones, cuya 

causa está en la capacidad objetiva, puesto que,no es posible actuar fuera del 

territorio en el que se ejercen las funciones, debido a imperativos establecidos en 

la ley. 

Con frecuencia, durante el proceso, el subórgano judicial o el agente del 

Ministerio Público, en cumplimiento de sus funciones, deben tomar declaración a 

los agentes de la policiajudícial nevar a cabo orden de aprehensión en contra de 

una persona radicada en un lugar distinto de aquél en el que ejercen sus 

funciones, ya sea dentro del territorio nacional o fuera de él. 

En esas y muchas otras sítuaciones similares, requerirían del auxilio de 

otros subróganos para que practiquen la diligencia de que se trate y, de esa. 

manera. ya sin oQstáculos, el proceso pueda continuar y llegar hasta la meta 

deseada. 

Este auxilio, debe ser mutuo, como afirma Jiménez Asenjoi "y se realizará 

por medio de exhortos y requisitorias para aquellos casos, en los que los sujetos 
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pr6cesales de referencia están impedidos par'::! actuar por motivos de competencia 

territorial; sin embargo, no puedo omitir otro tipo de colaboración como ta de (os 

agentes de la policía y las autoridades administrativas, quienes están obligadóS a 

colaborar con los encargados de administrar justicia, para el cumplimiento de sus 

atribuciones y a esa ayuda acuden agentes del Ministerio Público y Jueces de 

manera c6nsta.nte; por otra parte, no debe olvidarse que sin ra presencia del sujeto 

de Imputación la actividad procesal sería imposible de cumplir, porque significaría 

regresión a etapas negativas ya superadas."s9 

Los exhortos, son medios establecidos en la ley, para quee[ personal del 

Ministerio Público o de los tribunales encomienden el cumplimiento de una orden o 

el desahogo de una diligencia a otra autoridad de igual jerarqura o de superior 

grado, de otro ámbito territorial, en donde deba llevarse a cabo la diligencia de que 

se trate. Cuando elauxílio se solicita, a una autoridad inferior, recibe el nombre de 

requisitoria. 

59 JIMÉNEZ ASE}UO, ManUel. Derecho Procesal Penal. 6a edición, Editorial Ángel, México, 2{)OO. p. 157 
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JUSTICtA, JUEZ y SOCIEDAD 
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Los conceptos Justicia, Juez y Sociedad, son palabras que siempre van de 

fa mano dentro de cualquier medio de impartlción de justicia, es por ello que en 

éste capítulo se tratará de precisar lo más importante de dichos preceptos para así 

tener. una mejor comprensión sobre lo que se tratará en el trabajo que a 

continuación precisarnos, 

3.1. Justicia y sociedad en la actualidad ante la delincuencia. 

Bajo. el concepto de sistema. el aparato penal, un instrumento, se compone 

de elementos que concurren al cumplimiento de la función que a ese sistema 

compete dentro del gran conjunto sociaL De la integración y el movimiento de 

esos elementos depende el buen juego porltico-ético-cultural del régimen punitivo. 

También de aquí deriva ta tutela eficaz de los derechos humanos dentro del y por 

el sistema. penal. 

Quedan de lado, en esté momento, otros datos sociales y jurídicos, que 

sólo de modo indirecto o a título de contexto influyen en el sistema punitivo o 

. reciben sus consecuencias. 

Sobra entrar ahora en la antigua discusión acerca de la prioridad que 

mereZCan, . en este punto, los hombres y las normas. Ya carece de sentido decir 

que basta con. buenas leyes. aunque sean deficientes sus aplicadores; o. por el 

contrario. que las peores leyes hacen maravillas en manos competentes. 

En rigor, hombres y leyes se condicionan recíprocamente. Sin éstas, 

incluso el "buen Juez" se desliza de! arbitrio al capricho, o enfrenta el angustioso 

dilema de optar entre el precepto y la justicia. En todo caso, el individuo no sabrá, 

bien a bien, a qué atenerse, qué le aguarda con certeza, si espera que el Juez 

remedíe, como ·quiera o pueda, el desacierto de las leyes. 
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No menos grave es la carencia de apíicadores idóneos, aunque se cuente 

con normas estupendas. Quizás el grado de protección real de los derechos se 

mide por la calidad, inclusive la excelencia, de los protectores. Esto, sin perjuicio 

() por encima de las magnas declaraciones, siempre en riesgo de convertirse en 

inútHes declaraciones. 

Conociendo a los juzgadores, lel litigante sabe que en ciertas manos, que 

mira como bienhechoras, en rigor justicieras, su derecho se afianza. En otras, se 

pierde; Dígalo, sino, el cuidado que los l1tigantes ponen en la competencia judicial, 

que se. define.en razón del turno. Este, el más aleatorjode los criterios para 

atribuircompefencia, pone de manifiesto vicios y virtudes de la judicatura y de las 

demás profesiones forenses. 

Me inferes.a destacar aquí el factor subjetivo inmediato para la subsistencia 

de los derechOs humanos penales: es decir, el inmenso tramo histórico que va de 

la brujería a la ciencia; del instructor que golpea al educador que cultiva; del 

inquisidor al Juezmodemo. 

En este ámbito se observa, sin excepcIones, la feroz resistencia de 

antiguos, tenaces desaciertos. Debió ser ardua y muy larga la tarea para quitar de 

las manos del brujo el poder y ra g{oria, y depositarlos en el cientifico. Ha pasado 

y sigue ocurnendo lo mismo en el campo que examíno, acaso con el agravante de 

que en éste, asiento de una suma de potestades,. la incultura y la violencia se 

aferran con más terquedad y provecho. 

En este sentido. ha sido, pue.s, lenta y azarosa la evolución del sistema 

punitivo, que aun necesita llegar a nuevas, todavra lejanas fronteras. 

No es posible hablar de Derecho y de derechos y olvidar. en la realidad, 

con gravísimo desentendimiento. a quienes deben aplicar aquél y custodiar éstos. 

Por ende, cualquier esfuerzo por los derechos humanos debe comenzar por el 

trabajo de formar a quiemes,. con las manos armadas, a$Umen la misión oficial de 
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respetarlos y de ampararlos esto es. de ver que rijan frente a ellos mismos, que se 

limitan, y frente a los demás. a quienes' flmitan. Hay que insistir,con la más 

vigilante obstinación, en la selección, !a formación y las condiciones adecuadas 

para la prestación y la permanencia en el servicio. 

Uno de los valores de las sociedades de nuestro tiempo es la conformación 

del Estado de Derecho. "El Estado de Derecho supone la prevalencia de normas 

condudorasde las relaciones humanas, a fin de solucionar, en forma pacífica y 

ordenada, los diversos intereses y los conflictos sociales.,,60 Se trata de 

institucionalizar el orden, fijas reglas para tos intercambios económicos, las 

relaciónes políticas y la organización del poder, a&í como para la vida cultural y 

social en generaL Lo que en México es el Estado de Derecho, para los juristas 

angloamericanos "se traduce como Rule of faw y se entíende como la aspiración 

de que 10l~ órganos del Estado se rijan por el derecho y estén sometidos. a . . . 
disposiciones jurídicas. Contrasta la idea del Estado de Derecho con la de los 

Estados absolutos ototalitaríos, característicos de la primera mitad del siglo XX en 

Alemania, ItaUa, Japón,y en la Unión Soviética hasta 1990.,,61 

J. Jesús Orozco Henrrquez define el Estado de Derecho como: 

"Determinadas instituciones Jurídicas acordes con el ideal burgués, la 

distribución y control del ejercicio del poder entre varios detentadores: ta 

supremacía de la Constitución, que preferentemente, haMa de ser escrita y rígida, 

además de establecer las competencias exclusivas y limitadas de. los diversos 

órganos titulares del poder estatal; el sometimiento. de administración a la ley, la 

cualdebfa ser creada y derogada por un órgano popular representativo. siguiendo 

ptincipios y procedimientos previstos por otras normas jurídicas; la vigencia de un 

control judicial adecuadO; el establecimiento de ciertos derechos y libertades 

60 /vtf:':LGAR ADALID, Mario. El Consejo de la Judícatura Fec;jeral. 3~ edición, Editorial Porrúa. México, 
2002. p. 21. 
6. Instituto de. InvestIgaciones Jurídicas. T. D-H. 10' edición, Editorial 
Porrúa-M~xico, 2000. p. 297. 
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, 
fundamentales y fa Instrumentación de las garantías constitucionales 

correspondientes. para conseguir regularidad de los actos estatales con las propias 

normas jurídicas, así como todas aquellas medioas encaminadas a la limitación y 

racionalización del poder y,sobre todo. a garantizar la sujeción de los órganos 

estatales· de!. derecho. ,,62 

El Estado de Derecho consiste en la organización jurídica del Estado 

mediante principios que limitan el poder de .Ios gol:¡ernantes y el establecimiento 

de condidonesgenerales para alcanzar fines trascendentes de una sociedad. Los 

principios se refieren a: 

1; "la división de poderes o interdependencia entre los tres poderes 

clásicos; 

2. La supremacía constitucional, según la cual los poderes públicosesfán 

sujetos a la Constitución general y al marco que la misma e$tablezca; 

3. la existencia de reglas. que den certeza sobre legalidad, jerarquía 

normativa, publicidad . de las normas, irretroactívidad de la ley en 

perjuicio de persona alguna y seguridad jurídica, y 

4. Prevalencia de los derechos humanos fundamentales y libertades 

pÚblicas. »63 

los signos de nuestros tiempo son de búsqueda incesante de nuevas 

forma·s generadoras de. transformaciones de las estructuras sociales para recibir 

las nuevas ideas y los nuevos planteamientos. La dinámica social requiere de 

consistencia, estabilidad y orden que· el derecho debe traducir en seguridad y 

certeza. la trad,ucci6n se conoCécomo seguridad jurídica fundamental para 

alcanzar elvalor justícra. 

No es este el espacio para plantear un asunto de la mayor importancia, 

como es el ritmo si que la ciencia jurídica debe responder a los reclamos sociales. 

pero haré .sóloun comentarlo: si el derecho aparece después del cambio y se 

Ibidem. p. 298. 
6.3 MELGAR ADALID, Mario. Op. cn. p. 23. 
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retrasa, se acusará a los juristas de inadaptados sociales o conservadores si, por 

el contrario, podría dar la idea de aceleramiento oapresurarníento social y 

provocar inestabilidad. Lo que no admítecontroversia es que un Estado de 

Derecho sólo pude sostenerse con un Poder judicial independiente. En ello I.a 

función jurisdiccional muestra el carácter social, histórico y político del Derecho: El 

orden jurídico r'lq es algo estático e inmovllizante, que ya esté concluido; tampoco 

se .trata de un organismo que se desarrolla de. manera natural e mopinada, sino 

que se hace dia a. día y vive ·conforme ai ambienté social que lo. rodea. Esto es 10 

que conocemos como el fenómeno jurídico. Bcompromiso de los juristas es 

descubrirlos condicionamientos sociales y revestirlos de juridIcidad para dar 

orden, certeza y seguridad social a una comunidad. 

En éste contexto, la administración de lusti.cia es parte medular de la 

organización política, pues el derecho es lo que da el carácter social a la vida en 

común. La coexistencia sin nOlmas se convierte en anarquía .. 

Actualmente debido a la gran incidencia de delincuencié,\ proveniente del 

narcotráfico se puede decir, que ésta está rebasando a la justicia, no asl a la 

sociedad, la. cual ya se está organizando para combatirla, por medio de marchas 

que repudian tales actos y manifestándose por medio de votos de castigo para 

todosaqueUos que se han encargado de combatir a la delincuencia, pero que aún 

nI' lo han rogradO. 

De lo anterior se inflere, que será tarea de los abogados y futuros 

profesionistas el proponer los mediosadecuado$ para tratar de combatir y 

erradicara la delincuencia, la cual hasta ahora, está creando con pasos 

agigantados. 

3.2. La selección y designación de jueces '1 magistrados. 

En el Antiguo Régimen "los cargos de Juez estaban sujetos al mejor postor 

y así se integraba la noblesse de Robe. Se trataba de un sistema caótico y se 

cotizaban a precios tan altos que formaban parte del concepto de propiedad 
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privada. Había entonces una opinión contraria a la magistratura, a causa de fas 

altos precios que debían pagarse por procesos con tramitaciones prolongadas y 

difíciles. además del alejamiento de los justiciables de las distintas etapas 

procesales. Conforme al sistema de fa noblesse de Robe, quienes han comprado 

cargos en. subasta pÚblica los trasmiten por herencia, por considerar que los 

tienen el'! propiedad de pleno derecho.. SI esto ocurrió en Francia durante el 

Antiguo Régimen, en oficios Judiciales nunca se ha encontrado en España un 

oficio enajenado por precio". 64 

Lánz. Cárdenas considera "que este sistema estuvo también vigente durante 

e.1 dominio español y respondía a la realidad social e histórica, aun cuando 

Francisco Tomás y Valiente, a su vez, consideraba que en Castilla y Aragón se 

enajenaron oficios por precio pero nunca se ha encontrádo un oficio de Justicia 

enajenado por contraprestación. Se llegaron a vender los de escribanos, relatores 

y secretarios, pero no aquellos vinculados en estricto a la Jurisdicción. ,ss 

No obstante, Toribio Esquivel Obregón tiene una apreciación diferente. 

Para el historiador del Derecho, "la administración de los asuntos de Indias se 

afectó por la situación financiera del erario derivada del excesivo gasto público 

desde las empresas magnas de Carlos V. Como los empleos públicos estaban 

vendidos, se creaban otros a .fin de incrementar la hacienda pública. Las ventas 

se hadan ~ambién a futuros, lo que daba derecho a ser nombrado a la muerte o 

destitución del propietariO. La remoción sólo podra ocurrir si exisUa mala conducta. 

Dice don Toribio i con su agudeza característica, que a pesar del derecho de ser 

nombrado alamuerte del titular, no se supo de casos en que tales ventas 

hubieran traído atentados contra la vida dé aquellos a qUienes se podía suceder. 

En cuanto alpr'edo por una futura de Juez supernumerario era de 6,000 pesos, 

mientas que para un funcionario de la Casá de Contratación entre 12,000 y 20,000 

pesos."S6 

64 LANZ, José TrinÜ;lad.EI NombrámientQ de los Juec@ll. 2" edición, Editorial, Trillas. Méxíc6, 2000. p. 179. 
65 Ibídem. p, 185. 
6~ E.SQUIVEL. OBREGÓN, Toribio. Historia· de México. T.ll. 2' edición, EditoríaI,Fondo de Cultura 
Económica, México, lOGO.p. 306. 

_ .. __ ._._--------------------_. 
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La . Revolución francesa resolvió el asunto de la enajenación de los cargos 

jurisdiccionales. Si la soberania deberla ser inalienable, también lo debertan ser 

los cargos y oficios de justicia. El pueblo tendrla bajo su responsabitidad la 

elección de losfuncíonarios judiciales. E! Juez popular sustituye a lanoblezá de la 

toga oa fas comisionados por el rey y odiados por el pueblo, y surge así el 

funcionariojudlciat que ejerda el encargo durante un tiempo determinado. 

Laselecdón de Jueces y magistrados constituye una decisión política de 

gran relevancia social a causa de la tarea realizada por tafes funcionarios. Néstof 

Pedro Sagués ."escribió que Jerónimo de Cevalfos, en su arte real, referla el 

nombramiento de un mal Juez, más peligroso que dejar sueltos a los salteaqores, 

quienes a lo máximo puedenpequdicar la vida o riqueza del asaltada, en tanto un 

Juez inconveniente atenta contra le vida, riqueza y honra qe toda la·comunidad.ns7 

los Jueces deben actuar . con élbsolute independencia y no estar sujetos a 

presiones politicas o económicas, para juzgar con serenidad, autonomía y libertad 

perSonal; esto sólo se logra con un adecuado sistema de organización y 

administración judiciat.Lossistemas de. selección deben propiciar credibilidad y 

certeza, y favorecer que los mejores h.ombres, los más preparados, probos y 

capaces, accedan a la elevada tarea de juzgador. Una buena organización judicial 

permite a un gobiemo legitimarse en formacotid.iana ante la sociedad a la que 

sirve, y hace brillar con luminosidad la(;ibondades del Estado de Derecho que 

tanto se pregona en la arena política. 

Los jueces jueg~n un papel central en la organización política y jurídica de 

una socfedad1 tal como lo planteó Carl Schmitt" para quianel Estado de Derecho 

se caracteriza por: 

i:l) "Las libertades individua1es, que sólo pueden afectarse conforme al 

texto de una ley, 

b) La actividad del Estado, comprendida en un catálogo de atribuciones y 

s¡¡ma de competencias claramente delimitadas, y 

67 MELGAR ADALID, Mario. Op. cit. p. 24. 
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e) Garantizar la independencia de los jueces,n68 

En sistemas como el mexicano, en que los jueces, magistrados y ministros 

además de su elevada tarea de decir el derecho tienen. a su cargo buena parte del 

gobierno y de la política, en tanto sus decisiones afectan la constitucfonalídad, el 

a$untode la sek:!cción de juzgadores resulta básico para la vida del Estado y el 

equilibrio social. 

El Juez se encargara amén de las consideraci.ones jurídicas y políticas de 

diversa ¡ndole, de la tarea de propiciar el imperio de los valores fundamentales de 

una sociedad: justicia, solidaridad, paz. orden, colaboración social y certeza 

Jurídica. 

Son dos conceptos que suelen confundirse, se les Hega a dar trato· de 

sinónimos. La selec:cióntiene por objeto encontrar,a través de los métodos más 

adecuados, los candidatos idóneos para el desempeño del cal'gl.) judicial. 

Indica un procedimiento a través del cual se revisan las Calificaciones de 

aspirantes para ser designadOS; su propósito es obtener a los mejores calificados 

cqnforme a evaluaciones previamente determinadas. La selección es importante y 

constituye sólo primer acto al cual deberán seguir otros que permitan el desarrollo, 

permanencia y perfeccionamiento de fas potencialidades profesionales y técnicas 

de jueces y magistrados. Suceden sistemas de formación, capacitación, 

actualización y perfeccí.onamiento de la tarea judicial. 

La designación es un acto jurídico posterior a la selección, consiste en el 

nombramiento del candidato elegido para ijesempeFlar un cargo judicial. 

En sistemas judiciales muy simples la selección puede coincidir con la 

designación, y ser ambas un acto simultáneo sin que se perciba diferencia 

especifica entre los dO$. 

6'OARCtA ARÁN, Mercedes. La Prevaricación JudiciaJ.. 3' edición, Editorial, Tecnos, España, 2000. p. 51. 



71 

En México, el nombramiento de magistrados de circuito y jueces de distrito 

lo tuvo a su cargo la Suprema Corte de Justicia de la Nación. La Constitución 

establecía que unos y otros debedan satisfacer los requisitos de ley, durar en su 

encargo seis años, al término de los cuales podían ser reelectos o promovidos a 

puestos superiores, y sólo podrían ser privados en los términos del Titulo Cuarto 

de la Constitución Po!ltica de los Estados Unidos Mexicanos. 

La reforma de, 1'994. ,que creó el Consejo de la Judicatura Federal, atribuyó 

al, órgano de gobierno del POder Judicial la tarea de nombrar magistrados y jueces 

y ,determinar sobre sus ratificaciones al cumplirse loaseis años. "Existen formas 

que la doctrina ha recogido de la experiencia histórica en distintos paises con 

tradicic:mes jurídicas diversas, que conviene revisar. Los mecanismos van desde 

la compra del cargo Judíciatf:lasia la participación de los tres poderes en la 
, , 

5>elección y designación de jueces y magistrados mediante los consejos de 

magistratura o Judicatura, que se han implantado a partir de la Segunda Guerra 

Mundial en un movimiento reivindicador de la función jurisdiccionaL Los consejos 
'~ , ", 

de magistratura de Italia, Francia. España. Portugal. y Grecia son los más 

signíficatívos:,69 

José Trinidad LánzCárdenas planteó en un trabajo reciente "las distintas 

formas que han e.xistido. para selecc¡onar jueces. Vale la pena recordar que 

cualquie.rsistema deseleGCiónctebe tomar en cuenta los conceptos que se tengan 

entre la función de un abogado yla del Juez. En el anglosajón, las tareas de 

ambos son¡Tluy similares y pueden considerarse como dOS brazos de una 

protesíon. Nada perturba a la sociedad de los Estados Unidos de Norteamérica .si 

un abogado deja de ejercer su profesión por haber sIdo designado Juez o 

magistrado; lo rrlismo ocurre si un Juez se dedica al ejercicio de su profesión como 

litigante. En las ,Estados Unidos existen, por ejemplo, caSos de abogados sin 

antecedentes en cargos judiclales 'i únicamente con experiencia Jurídica común 

pues han ocupado hasta sitiales en la Suprema Corte:,70 

6'MELGAR ADALID, Mario. Op. cit. p. 2S. 
70 LANZ, José Trinidad. Op. cit. p. 182. 
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El sistema de herencia romana se ha inclinad.o más por nombramientQs en 

base a la carrera Judicial y por ascensos de magistrados con experiencia de 

juzgadores en los tribunales. Abogacía y Judicatura son modalidades distintas de 

la profesión, con pocos vasos comunicantes; todavía hoy Se ve con cierto recelo la 

irlcursiónde un abogado en los Juzgados, desde el otro lado de la mesa. 

Héln surgido en últimas fechas, sistemas mixtos que admiten para la 

selección tanto la mera experiencia profeSional como la jurisdiccional y hasta la 

exclusivamenleacadémica, lo cual refuerza un movimiento a favor de la apertura y 

democratización de la función judicial. 

3.3. La función jurisdiccional. 

Para precisar conceptualmente el término función jurisdiccional conviene 

detenemos en el vocablo jurisdicción. Esta refiere no sólo a la función, sino 

también al conjunto orgánico que la desempeña, es decir, at Poder Judicial. 

Existen, por tanto, menciones a la Jurisdicción como actividad y como conjunto de 

sujetos que des!3mpeñan esa actividad (iuris dicere). 

"El profesor Héctor Fix Zamudio refiere,con su habítual destreza,la 

dificultad de Alcalá Zamora, uno de los procesalistas más conspicuos, para 

dilucidar sita jurisdiccíón debería encuadrarse como objeto de estudio del Derecho 

ProceSa! o blE;ln del DerechoConstitucional."T1 En efecto, puede analizarse desde 

tos dos puntos de vista: desde la óptica del Derecho Constitucional la jurisdicción 

conforma una de las tres funciones estatales y para la técnicaprocesaf consiste en 

la actividad del propio Estado que dicta el derecho a través del proceso. El 

. miembro de El Cole~io Nacional sigue abundando sobre la diferencia planteada 

por Alcalá Zamora dE;lla siguiente manera: 

7{ FIX ZAMUDlO, Héctor. Los Problemas ContemporáneQs del Poder !udicLal. 3' edición, Bditorial, tJNA'V!, 
. México, 2000. p. 17. 
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UEI mismo tratadista español señaló con agudeza que los constitucionalistas 

han analizado la jurisdicción desde el punto de vista estático, es decir, como una 

emanaciórloatributo de la soberanía del Estado y el enfoque procesal lo examina 

desde el ángulo dinámico, tomando en cuenta la correlación de ra propia 

juri~dicción en el proceso."n 

La Constitución Federal Mexicana establece que el monopolio de la 

administradon de justicia corresponde al Estado (artículo 17). Para comprenderla 

actividad técnica del Floder Judicial y el papel que se le asigna en la organización 

poliUca y constitucional, e5\ básico revisar la función técnica que tiene a cargo de 

aquél y conocer los alcances de la función jurisdiccional que le es inherente. La 

tarea central de los Jueces consiste en decidir con fuerza vinculativa las 

pretensiones que son interpuestas con fundamento jurisdiccional en el Derecho 

Objetivo; se trata de decídirsobre peticiones que se hacen al amparo de normas 

jurídicas. 

La Justicia es el valor supremo que debe procurar una organización política 

y que encomienda a los poderes judiciales, tanto al Poder Judicial de la 

Federación que prevé la Constitución de ese orden (capítulo IV de su Título 

Tercero) como a los poderes Judiciales estatales, como se consigna en los 

artlculos 41 y 116,fracción IV, de la ley fundamental yen las respectivas 

constituciones de las entidades federativas·. 

El término jurisdicción puede entenderse de diversas formas, como se vio 

Ifneas arriba_ Significa administración de justicia, si adoptamos la definición latina 

¡uds dictio, cuyo significado, es decir, el Derecho. Existen además otros criterios 

de clasificación: desde el punto de vista subjetivo consiste en el conJunto de 

órganos estatales que intervienen en un proceso; desde la óptica objetiva es el 

conjunto de materias .procE;¡sares en las que intervienen los órganos 

Jurisdiccionales. Adicionalmente, puede entenderse como la extensión territorial 

71 Ibid¡:m. p. 1 S. 
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dentro de la cual se ejerce la autoridad, es decir, también es sinónimo de 

circunscripción territorial. De esta manera se puede afirmar que el órgano 

jurisdiccional atiende a la jurisdicción ordinaria civil exclusivamente dentro de su 

propia jurisdicción territorial. El término hace referencia no sólo a la actividad o 

fundón jurisdiccional,sino al conjunto orgánico que la desempeña y es 

independiente de los poderes ejecutivo y legislativo. Por ello, hay referencias ala 

jurisdicción como actividad (ius dicere) y como conjunto de servidores públicos 

que la desempeñan. El Diccionario Escriche "confiere al término jurisdicción tanto 

la acepción de .poder o autoridad que tiene alguno para gobernar y poner en 

ejecución las leyes,. como también el distrito o territorio a que se extiende el poder 

de un Juez . ..,73 Sobre fa jurisdicción como atribución habré de extenderme más 

adelante y de re fomar algunas de las ideas aquí expuestas. 

Siendo prepotlderante para el. Poder Judicial de la Federación. la. función 

jurisdiccional en ese ámbito de competencia no le corresponde en exclusividad. 

José Luis Soberanes ha sostenido "la conveniencia de esto y [a necesidad de 

resolver el grave problema de la enorme cantidad de tribunales especializados no 

dependientes del Poder Judicial; es urgente hacerlo, dice el investigador de la 

UNAM. para evitar duplicidades .y. disfundonalidades ynose violenten los 

principios de unidad de la jurisdicción y de la división de poderes.,,74 La misma 

preocupación expresÓ don Antonio Carrillo Flores en célebres. conferencias que 

dio en diversas ocasiones. En una deellas,con el tema La Suprema Corte 

Mexican.acomo poder y como Tribunal; "sostuvo que el Supremo Tribunal del país 

debería revisar decisiones sobre inc;;onstitucjonaUdada las que no tiene forma de 

. llegar y además concedérsele potestad discrecional para revisar cualquier 

. resolución de tribunales federales. inCluyendo cualquier materia y hasta las 

decisiones de ·Ios tribunales . locales no susceptIbles de corregirse mediante algún 

73 ESCRlCHE,Joaquín. piecioQario Razonado de Legislación v Juri~Pfl1dsncia. 3' edición,. Editorial Porrua, 
México, 2003.p. 370. 
1. SOBERANES FE&"l'ÁNDEZ, José Luis. El Cgnsejo de la Judicatyra Federal a la Luz del. Derecho 
Comparado. 2' edición,. Editorial Porrúa, México, 2002. p. 222. 
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recunso, cuando a juicio de la Corte se plar;teara un asunto relacionado con la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.,,75 

Los. Tribunales Federales especializados por materias '1 que no forman 

parte del Poder Judicial Federal vuelven imprecisa la redacción del primer párrafo 

del articulo 94 constitucional, cuando establece que "se deposita el ejercicio del 

Poder Judicial de la Federación en una Suprema Corte de Justicia, en Tribunales 

Colegiado¡s y Unitario de Circuito, en Juzgados de Distrito y en un Consejo de la 

Judicatura FederaL" ¿Qué ocurría con el Tribunal Federal Electoral, antes de la 

reforma constitucional de 1996, para dar un ejemplo? 

En efecto, la función jurisdiccional federal que no es amplia, sino 

restringida, y la que se refiere a materias especializadas, se ha confiado a 

diferentes tribunales: el Tribunal Fiscal de la Federación, dotado de plena 

autonomia.para dictar sus fallos que diriman controversias suscitadas entre la 

adrrünistración públícafederal y los particulares; la Junta Federal de Conciliación y 

Arbitraie, tocante a los asuntos laborales relativos a distintas materias de carácter 

. federal;·er Tribunal·Federal de Conciliación y Arbitraje, que resuelve los conflictos 

individuales, colectivos o intersindicales entre los Poderes de la Unión, el Gobierno 

del Distrito Federal y sus trabajadores; tosíribunales militares, cuya jurisdicción 

recae sobrepensonas que pertenécen a las fuerzas armadas; los tribunales 

agrarios encafgados de garantizar (a seguridad jurfdíca en la tenencia de la tierra 

ejidal, t';omunaly de la pequeña propiedad; el Tribunal Federal Electoral, que 

rasoMa las impugnaciones derivadas de la matería electoral federal, y, el Gran 

Jurado, integradO por la Cámara de Senadores, que conoce de las acusaciones de 

la Cámatade·Diputados en matería de juicio pOlltico. 

No obstante, el desarrollo histórico, político y constitucional del concepto de 

ta divisiÓn de poderes, que originariamente se .consideraba rígido y de aplicación 

75 CARRILLO FLORES,Antonio. La Con~t1tuci6n, la St¡prema Corte v Jos Derechos [IumanOs, 2' edición, 
Editorial Parrúa, México, 2002, p, 78. 
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absoluta, ha permitido que los órganos administrativos puedan desarrollar también 

la funciónjurisdiccionaly, en casos excepcionales. también lo hagan los órganos 

del Poder Legislativo. 

Efcarácter jurisdiccional depende de la función misma, no necesariamente 

del 6rgano que la realiza, a pesar de las tesis sobre la exclusividad de la 

jUrisdicción. Sin embargo, los. órganos Jurisdiccionales son por su naturaleza 

jurisdic.cionales, a diferencia de otros cuya tarea es preponderantemente 

administrativa olegis!ativa; aef puedan realizar, como lo hacen por excepción, 

funciones jurisdÍl?cionales, Tal es, por citar un ejemplo. la facultad del Senado de 

la RepÚblica de erigirse en jurado de sentencia, para conocer en juicio polltico por 

las faltas u omisione~ de servldores públicos en los términos de los articulos 76, 

fracción VII y110 constitucionales. 

La restricción de juzgar impuesta a los Poderes Ejecutivo y Legislativo lleva 

aJ)'arejada otra :prohibición al Poder Judicial, que es la de no intervenir en la 

.actividad adminístratíva,. Esta máxima diocofllo consecuencia la imposibilidad de 

Juzgar a la administración por ta necesidad de evitar interferencias mutuas entre 

poderes. y se tuvo que establecer un 8P'aratode control para esta última al 

margen del poder luriSdiccionaL Parlo menos fue la interpretación derivada de la 

doctrina y práclicadel Derecho Administrativo Francés. Los franceses aportaron el 

aforismo: juzgar a la administración es administrar. 

"La jurisdicción administrativa tuvo su origen en Francia, nació en la 

interpretación de la división de poderes y obtuvo su carta de ciudadanía.con base 

enJa doctrins¡delServiciO público. Se exportó a otros países bajo el modelo de 

estar alojada en el propio sano del Poder Ejecutivo, del que dicha justicia ha 

empezado su: etapa de liberaCión. La independencia del Poder Judicial es una 
: . . 

. abstracción conceptual si no va aparejada de la independencia de los juzgadores, 

exigencia personal que se cifraría en la necesidad· de que los Jueces fueran 

inamóvibles.','(6 

76 Ibídem. p. 79, 
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Algunas de las .. características de funcionamiento de .Ios órganos 

Jurisdiccionales son la exclusividad, la imparcialidad, la autonomía y la sujeción a 

ciertos principios generales en la función juzgadora como la excelencia, la 

objetividad, la imparcialidad, el profesionalismo y la independencia. Estos 

principios han llegado á formar parte de los textos constitucionales, como ocurre 

en la Constitución Política, cuando se refiere a la carrera judicial. Diré algunas 

palabras sobres estos príndpios: 

a) Exclusividad. En paises unitarios los órganos jurisdiccionales ejercen de 

manera exclusivála función jurisdiccional. Conviene señalar que en los 

sistemas federales la ejercen dentro de sus respectivas competencias 

para evitar duplicidad~ o invasión de competencias. La delimitación de 

competencias es particularmente importante en países coma México, 

donde, edemás .de lajurlsdicción general naclonal o federal, existen las 

locales o denominadas del fuero comÚn. 

b) Imparcialidad. tos órganos jurisdiccionales resuelven cuestiones que 

por su propia naturaleza. les son ajenas bajo el principio de nuevo index 

íf1 f;ausa sua. Es decir, se trata de órganos ímparciales, con reglas para 

evitar quelosJuzgadores conozcan asuntos en los que tengartinterés o 

deban estar impE;!didos: 

c} Independencia. No están sometidos a ninguna instancia .jerárquica, 

política, . administrativa. económica, burocrática o de cualquier orden, 

pues laesenciade/ ejercicio de su función es la libertad para actuar sin 

tomarencuenta ningún elemento que no sea la ley, y 

d) PrinCipios rectores. La carrera judicial se regirá por los principios de 

excelencia, objetividad, independencia, imparcialídad '1 profesionalismo. 

3.4. La independencia judicial. 

En el viejo régimen, el previo a la Revolución Francesa, la función 

Jurisdiccional estaba en manos del monarca; él la ejercla soberanamente. Como lo 
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planteó León Dugult en su célebre trabajo, la soberanía "es el derecho de mandar 

del cual es titular el rey:<l7 Juan Badina la definió en 1576 "como el poder absolufo 

y perpetuo de una república y la calificó además como "no limitada ni en poder, ni 

en responsabilidad ni en eltiempo.,,78 

El rey tenía la potestad para dictar sentencias apoyado en derecho o 

adoptandO sentencias por imperio. En la primera hipótesis, se estaba en presencia 

de soberanos· Justicieros yen. el segundo del autoritarismo monárquico. La 

oposición a las sentencias por imperio dio C01110 resultado el principio de la 

Independencia judicfal, tan cara y propia de lo.s sistemas democráticos y 

republic~lnos.la Revolución Francesa planteó dos reglas para cancelar el arbitrio 

del monarca en los litigios: 

.a) "Que las bases para resolver las controversias se encontraran en 

normas generales y objetivas, y 

b) Que los I itig íos fueran resueltos por Jueces que estuvieran en una 

posición distinta a la de los recaudadores de rentas o los soldados, es 

decir, en ejercicio deautonomia.,,79 

La independencia judicial es la creación de un coto reservado a los Jueces 

para ejercer la función de juzgar, sin intromisiones externas. El planteamiento de 

Montesquieu consideraba "que la función jurisdiccional ejercida, bien fuera por el 

Poder Ejecutivo o por el Poder Legislativo, constituia ensí misma una intrusión en 

la libertad de las personas. Los primeros textos constitucíonales recogen este ideal 

liberta.r1o de separarla actividad de juzgar, sé la encomienqan exclusIvamente a 

los. JUeces. para evitar que los otros dos poderes, el legislativo y el ejecutivo, por 

naturaleza más fuertes, éjerzan una presencia perniciosa sobre el adecuado 

balance del. poder."so 

71 DUOOIT. León. Las T!;lIllsfonnacíones gel Derecho j¡'úbl¡co y Priví!do. 2' edición, Editorial, Heliasta,. 
Argentina, 1999. p. 14. 
78 Ibidem. p. 15. 
79 MELGAR ADALID, Mario. Op, olt. p. 32 . 
. 8a Ibídem. p. 33. 
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En la Constitución Francesa de 1791 se dispuso que "el Poder Judicial no 

puede en ningún caso ser ejercido por el Cuerpo Legislativo ni por el Rey. En 

Cádiz, por otra parte, la Constítución que tanta Influencia tendría en México 

estableció en el discurso preliminar: 

Pera que la potestad de aplicar las leyes a los casos particulares no pueda 

convertirse jamás en instrumento de tiranía, se separan de tal modo las funciones 

de Juez de cualquier otro acto de laautorídad soberana que nunca podrán ni las 

Cortes ni el Rey ejercerlas bajo ningún pretexto."S1 

Del discursa preliminar de la Constitución gaditana derivaron otras 

disposiciones interesantes, como· el artículo 242 que garantizó la potestad de 

aplicar las leyes .en causas civiles y criminales como perteneciente de modo 

exclusivo· a los tribunales, o el artículo 243 que ñjaba de· maner~ inequívoca la 

¡ndependencla: "Ni las Cortes ni el Rey pOdrán ejercer en ningún caso las 

funciones judiciales, avocar causas pendientes, ni mandar abrir los juicios 

fenecidos." 

La Constitución Española de.1978conñere a los Jueces y Magistrados del 

Poder Judicial el carácter de independientes, inamovibles y sometidos.únrcamente 

atimperiode la ley. Dice el artículo 171.1 de esa Carta: "La justicia emana del 

pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes 

del Poder Judicial, independientes, inamovibles y sometidos únicamente al imperio 

de la ley." La. prevención más importante de! precepto es la independencia de 

Jueces y. Magistrados para el ejercicio de !a función jUrisdiccional. 

La autonomía del Poder .JudiciaJ es una pieza esencial. del Estado de 

Derecho. El articulo 17 de la Constitución consigna que las leyes federales y 

locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la 

lndependencia de los Tribunales. Aún más, 1.<3 Constitudón Mexicana refiere en 

81lbidem. p. 34. 
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forma expresa la independencia de los integ~antes del Consejo de la Judicatura, 

Federal, lo que no hace en relación a quienes forman parte del Poder Legislativo o 

del presidente de la República. Sin embargo, fa Constitución no señala que los 

Senadores que designan a dos de los consejeros deban ser independientes. La 

independencía del Consejo de la Judicatura Federal no tendría sentido, si no fuera 

para garantizar la propia independencia de los Jueces y Magistrados Federales 

cuya selección, nombramiento y adscripción les compete. 

Conforme a la Constitución Política los consejeros ejercen su función con 

Independencia e imparcialidad, pues la primera se explica y justifica en tanto sirva 

para propiciar la Independencia del Poder Judicial de la Federación. 

La independencia que interesa a la Suprema Corte es la de cada uno de los 

ministros que la integran; al Consejo, la de cada Juez o cF.lda Magistrado en el 

ejercicio de la función jurisdiccional; y la que debe interesar al Poder Judicial de la 

Federación, así eS,la de los consejeros. 

La independencia de los Jueces tiene una doble dimensión: interna y 

extema. La externa ,ha sido atendida por diversas constituciones que pretenden 

liberar al Juzgador de la influencia de otros poderes. en particular del ejecutivo, así 

como del otro poder, o bien de pa.rticulareso de la d,ediversos grupos de presión: 

sindicatos, organizaciones gremiales, partidos políticos y otras organizaciones que 

actúan en la vida' política y social. Menos desarrollada constitucionalmente, pero 

con similar importancia, es ta independencia ¡mema de los Juzg3dores, es decir, la 

referida a la relación entre los Jueces y Magistrados entre sí y con el propio Poder 

Judicial. Es claro que esta última exíste también y deba amparar a cada uno de los 

integrantes de los órganos colegiados del POder Judicial Federal, los Tribunales 

Colegiados de Circuito, y en el más alto nivel la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y el Consejb de la Judicatura Federal. A este respecto, es relevante el 

papel que juegan los votos particulares de quienes disienten de la mayoría y que 

tienen su sustento precisamente en su propia independencia~ La práctica de la 
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emisión de votos particulares no sólo es un medio para salvar la responsabiUdad 

. personal, sincí una forma de. dar a conocer la opinión disidente '1 de hacer valer, 

con ello. la autonomía del órgano colegiado. 

"La ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación de 1995, consigna 

que .si un ministro disintiere de la mayoría podrá formular voto particular, el cual se 

Insertará a/. final de la e1ecutoria respectiva, si fuere presentado dentro de los cinco 

día.s $iguientes ala fecha del acuerdo, En los mismos términos establece que SI 

un Consejero de la Judicatura. Federal disiente de la mayoría podrá formular 

asimismo voto particular, que se insertará en el acta si fuere presentado dentro de 

los cinco días siguientes a la fecha del acuerdo, En cuanto a la independencia de . 

los Tribunales COlegiados de Circuito, también se prevé la misma régla sobre 

votos particulares que se illse rtará n en la ejecutoria respactiva."sz 

La independencia de Jueces y Magistrados no debe ser solamente una 

cuestioncfeclarativa,. que exprese buenos y nobles propósitos. Debe ir aparejada 

de las condiciones necesarias· para. el ejercicio independiente de la función 

jurisdiccional y su garantía normativa. La autonomía del Juez depende del régimen 

de responsabilidad establecido por la Constitución. y las leyes. Se requiere. de 

normas y procedimientos que la protejan y repriman su vulnéración. No en vano la 

Ley Orgánicaconceptualizacomo causa de responsabilidad, como veremos con 

mayor ctetaHe más adelante,. las conductas contra la independencia de. [a función 

judiCial ql¡le impliquen o generen subordinación del Juez respecto de alguna 

persona del mismo (independencia interna) o de otro (independencia externa) 

poder. La independencia de los Jueces. es aspiración social que tiene vigencia en 

el momento.enque e! Juzgador emite su resolución basado. en su libertad 

intelectual, en su conciencia .moral y sin otra influencia ni intermediario que la ley. 

Por último, una de las garantías para asegurar laíndependencia judicial es 

la inamovilidad de sus miembros, concepto que revisaré más adelante. 

82 PluETOCASTRO, Leonardo. Cuestiones de Derecho ProcesaL 3' edidón, Editorial Trillas, México, 1999. 
p.8(i 
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3.5. La Independencia del Juezyla Ley. 

SI bien tos Jueces son independientes.y deben actuar con libertad, esta 

facultad no es absoluta pues está sujeta a la ley. "El propio Montesquieu había 

señalado que el poder de juzgar es en cierta manera en que/que far;an nulle. 

Para el autor de Del Espíritu de las leyes, los Jueces de la nación no son sino un 

instrumento que pronuncia las palabras de la ley, seres que no tienen alma y que 

ncpuedén moderarni la fuerza ni el rigor de las leyes. No obstante las críticas que 

se han formulado a esta postura en apariencia ingenua y romántica, expresa con 

claridad la subordinación del Juez al texto de la ley."B:3 

Para Hans Kelsen, "el Derecho da origen a normas generales positivas. Un 

hecho específico se enlaza auna consecuencia generalmente abstracta. Para que 

la norma alcance SU sentido concreto requiere de la indiVidualización; es preciso 

que se de en concreto lo que la norma general ha determinado en abstracto:,84 La 

sentencia es el acto que traduce la función jurldica, constituye la declaración del 
: . . 
derechop jurisdicción; manifiesta lo que es el derecho en la norma general. Sin la 

sentenda, el derecho abstracto carecería de forma o estructura concreta. Este 

acto de individualización de la normaJurídica es aplicativo, si se mira en relación a 

fa ley, perotambién creativo, en tanto se refiere él los actos jurídicos que han de 

realizars.e sobre la. base de ¡a ley, O desde el punto de vista de las partes, cuyos 

derechos y obligaciones están . concretados en I~ sentencta.EI Juez tiene dos 

. posiciones a partir .de la ley: una, la subOrdinación y otra es el papel del Juzgador 

en elptoceso de aplicación de. las leyes cuando Se reserva un espacio creativo 

que lecorrespoll<;!e en ese momento, que no puede ya ser llenado por el 

legislador. 

El· SOmetimiento del Juez a la ley es precisamente su protección y la 

garantía de Su. ímiependencia. Muñoz Machado considera "que tal sometimiento 

53 DUQUIT, León. 01'. cit.p. 27. 
54 KELSEN, HMS. 01'. cit. p. 59. 



83 

. explica jurídicamente de la independencia de los Jueces y es una consideración 

separada de la conducta de los mismos.na5 

Sobre este asunto es oportuno acudir a las luces del profesor Genaro David 

Góngora Pimentel, digno ministro de la Suprema Corte, quien al comentar el tercer 

párrafo del artículo 131 de la Ley de Amparo, que tantas díscusionesprovocó, 

expresa el. dilema entre la seguridad jurídica y el juicio en contra de derechos 

fundamentales. Está el Juez en capacidad de adoptar el principio de seguridad 

Jurídica y estimar que no puede resolver en contra de la ley, pues puede incurrir 

hasta en responsabilidad penal si no aatúade esta manera, o bren, puede negarse 

a .aplicar una norma por estimar que .es defectuosa, por discrepar su sentido 

gramatical y su espíritu. 

Así plantea el experto amparista mexicano el primer dilema al que se 

enfrenta e!. Juzgador. 

"La protección de la seguridad jurídica, por vías rlgidamente prefijadas por 

el legislador, tiene que significar en el grado en que se emplee una disminución 

equivalente en el arbitrio judicial. Sabido es que como exponentes de las dos 

tendencias exísten los sistemas inquisitivo y dispositivo según que predomine en 

la dirección del proceso y en la investigación de la verdad la Iniciativa del Juez o 

de las partes. La adopción de uno o de otro de los dos sistemas depende del 

COnCE:lpto que se tenga de re idoneidad de los Jueces. Cuando el cuerpo judicial 

inspira confianza por las virtudes de sus miembros,· el sistema inquisitivo se 

impone, porque la líbertad de. investigaciones y de apreciación confiada a los 

Jueces capaces es garantra de que la verdad legal consignada en la sentencia se 

aproximará a la verdad real, hasta donde sea humanamente posibte."aa 

8SMUÑOZ MACHADO, Alberto. El Juez ji su NombramientQ. 2" edición, Editorial Esfinge,. México, 2000. 
t~ . . 

GÓNGORA PIMENTEL, GenarQ. La SuspensiQn del Acto Reclamadp. 6' edición, ed¡torial Pomía, 
MéXico, 2001. p.212. 
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En algunos sistemas el Poder Judicial es exclusivamente estatal y 

estructurado· dentro del poder público; no existen jl,lrisdicciones fuera del ámbito 

del Estado. No obstante, en algunos otros regímenes se atribuye el ejercicio de 

esta función a instituciones extraestatales como la. Iglesia Católica o bien a 

organlsrrt.osintemacionales, como sucede en Europa con el Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos y el Tribunal de JustiCia de las Comunidade$ Europeas. 

En nuestro pals, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

preceptúa que se deposIta el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una 

Suprema Corte de Justicia, en Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito. en 

Juzgados de Distrito y en un Consejo de la Judicatura Federal. 

El texto constitucional consigna que el Poder Judicial Federa! está integrado 

por estos órganos qUé tienen bajo su encargo la función Jurisdiccional, excepción 

hecha del Consejo de la Judicatura,que no es, en sentido estricto, un órgano 

jurisdiccional, sino de administración, disciplina, vigilancia y gobierno del Poder 

Judicial, con la salvedad de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como 

veremos adelante. 

A los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a los 

magistrados. de circuito tanto detríbuna!es unitarios Como colegiados, y a los 

Jueces ele . Distrito. corre$pollde ejercer la función Jurisdiccional federal y sus 

atribuciones están reguladas in extenso por la ley OrgánicadeJ Poder Judicial 

Federal. 

Existen ciertas gsrsnUas judiciales que tienen por propósito lograr la 

independencia e imparcialidad en la función jurisdiccional. Estas garantías han 

rodeado hi! autonomla jUdicial para reforzarta y consisten en el procedimiento para 

nombrar Jueces, prohibir que sean removidos de sus cargO$ sín causa legal y 

garantizar que no queden sometidos a consignas, órdenes o prescripciones 

generales o individuales de lasautotidades superiores. la clas¡ficación de las 

garantías jUdicfales comprende conceptos como la estabilidad. la remuneración, la 
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responsabilidad y la autoridad de los integrantes de .Ia judicatura. Asimismo, 

Jueces y Magistrados están investidos de fuero para garantizar su independencia. 

la independencia del Poder Judicial no tendrfa sentida en sí misma sin que 

fuera aparejada de la propia del Juzgador. Para asegurarla frente a los superiores 

Jerárquicos y el gobierno, asícomo otros factores; entre los factores y amenazas 

de carácter cultural y socioeconómico, cuando intereses poderosos se ponen en 

juego en4na contienda judicial, o simplemente las condiciones y niveles sociales 

pueden presionar y vulnerar la necesaria serenidad judicial. 

Esta consiste en que ningún Juez que la posea pueda ser destituido de su 

cargo salvo por violación de sus deberes constitucfonates y legales. Esta calidad 

del Jue2: deriva de su probidad intelectual, de atributos y cualidades personales, 

pero también de suesfabilídad laboral y autonomía económica. Se trata de 

garantizar que nadie pl,lede ser cesado o suspendido, ni retirarse, disminuirse o 

descontarse sus emolumentos, si no es en virtud de una disposición legal o bien 

por la decisión de un tribUnal. 

"Tanto la Co.nstitución Francesa de 1791, como la federal norteamericana 

de 178'7, consignaron el principio de la inamovilidad. En la Constitución de los 

Estados Unidos de Norteamérica se establece que: Los Jueces tanto del Tribunal 

Supremo como de. los Tribunales inferiores desempeñarán sus cargos mientras 

dvre su buena conducta y recibirán periódicamente por sus servicios una 

compensación que r"Iopodrá disminuirse mientras desempeñen sus puestos:,87 

La separación del Poder JUdicial de los demás poderes tiene un obJetívo 

principat mantenerlo libre de las presiones políticas y evitar valoraciones externas 

en la selecciórt, adscripción y promoción de los Juzgadores. La Constitución de 

Cádizqs1812 se refirió ata estabiUdaden el empleo de Jos Jueces. En el artículo 

252 se consignaba que "los magistrados 'i Jueces no podrári ser depuestos de sus 

811bidem, p. 213. 
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destinos, sean temporales o perpetuos. sin" .por causa legalmente probada y 

sentenciada; ni suspendidos, sino por acusación legalmente intentada: 

"En México, fa Constitución de 1824 estableció que la Corte Suprema se 

compondría de 11 ministros y que estos eran perpetuos en el cargo, lo que 

suponfa su carácter dé vitalicios e inamovibles. En las constitudones posteriores 

se han dado diversos tratos. a la duración de los nombramientos de ministros, 

magistrados y Jueces. Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

tienen, a partir de la reforma de .30 de diciembre de 1994, una duración en su 

encargo de 15 años.Ante.s de esta dispOSición duraban en su encargo hasta que 

cumplieran la edad límite o bien fueran destituidos por Incurrir en causas de 

responsabilidad previstas por el Trtulo Cuarto de la Constitución. En cuanto a los 

Jueces Federale~ han existido diversos sistemas que la historia constitucional 

recoge.',alj 

A partir de la Constitución de 1917, tos Jueces Federales estaban sujetos a 

una Inamovilidad; los tratadistas la han calificado de progresiva. En Un primer 

período durarían dos años, en un segundo cuatro años, y a partir de 1923 serian 

ínamovibfes. En 1934, una reforma constitucional suprimió la inamovilidad y 

conformeala moda implantada en el Plan Sexenal en boga, se fijó un período de 

seis años para los Jueces Federales. En 1944, SE;! retornó a ese principio que 

subsiste a la fecha .. La . reforma de 1994 estableció un /imite de quince años a la 

función de .Ios. ministros de la Corte, pero no modificó la regla para los Jueces y 

MagístradosFederales. Los Mini$tros lo son dentro de su período. 

Con anterioridad a fa reforma de 1994, la Suprema Corte de Justicia de la 

Naci6n nombraba a [os Jueces de Distrito y a los Magistrados de Circuito quienes 

deberían satIsfacer los requisitos de ley y durar en su encargo seis años; al cabo 

de los cuaies se les podra reelegir o promover a cargos superiores y una vez 

reelectos sólo podrían ser privados de sus cargos en los términos del Título Cuarto 
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de la Constitución. La reforma que creó el Consejo de la Judicatura Federal 

confirmó la. misma regla con las siguientes salvedades: 

a) "El nombramiento y adscripción está a cargo del Consejo de la 

JudIcatura Federal; 

b) Los nombramientos se harán con base en criterios objetivos y de 

acuerdo con los requisitos y procedimientos que establezca la ley; 

c) Los Jueces de Distritoy los Magístradosde Circuito durarán en su cargo 

seis años, al cabo de los cuales podrán ser ratificados o bien, 

promovidos a cargos superiores, y 

d) Sólo podrán ser privados de sus cargos en los casos y conforme a los 

procedimientos que fije la ley.,,89 

Existen algunas diferendas sustanciales. No $0 habla ya de reelección, 

pues es un término inadecuado. Se utiliza el término ratificación hecho que ocurre 

predsamente . después del nombramiento: no se trata de reelecciones, sino del 

acto de confirmar o ratificar o no, al Juez o Magistrado que cumple seis años .en el 

ejercicio de su función. 

l.a ¡namovilidad judicial es un valor indisolublemente ligado al de 

responsabilidad. Esta es necesaria para desempefiar el ejercicio de la función. Un 

asunto de la mayor relevancia polltica consiste en encontrar las condiciones para 

una magistratura en que ambos conceptos sean compatibles. Los caminos para 

alcanz.arlas pueden ser los métodos de oposición para acceder al cargo, bajo 

reglas objetivas, generales. con procedimientos rigurosos y públicos, así como una 

efectiva ínamovlHdadpara garantizar a los mejores Jueces. 

3.6. La protección de los Jueces en el Derecho Comparado. 

En la actualidad, está latenté en todo el mundo el que se brinde protección 

a los Jueces en el desempeño desu cargo, es por ello que, está fue lo que motivó 

i9 GÓNGoRA PIl'vfENTEL, Genaro. op. cit. p. 216. 
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a ~scriblr sobre el tema, ya que día a día todos los Estados de Derecho se 

preocupan porque sus Juzgadores tengan el resguardo debido para que éstos 

impartan una justicia adecuada. 

El Juez, el Magistrado, llegan a ser, ascendiendo caminos, los personajes 

prominentes del si~tema punitivo. Depositarios, en fin, de tocta la autoridad de que 

se~· capaz el Estado, se convierten naturalmente en administradores de toda la 

esperanza del individuo y, un paso más allá, de la esperanza sociaL 

En otro momento he i.nsisUdo en que ante los estrados de la justicia no sólo 

cO\TIparecen, en la. contienda individual,.los hombres en conflicto;· no apenas los 

litigantes que animan su derecho particular, sino también la sociedad. en pleno, 

que mira cómo se acredita· o defrauda la justicia; cómo se afianza o· dispersa el 

Derecho en su calidad de justicia; cómo se afianza o dispersa el.Derecho en su 

títul.o de instrumento confiable para el control social. Dar esta trascendencia al 

enjuiciamiento (o meJor dicho: reconocerla) es encumbrar a la justicia hasta el sitio 

(quedebeesca~ar y retener sin descanso. 

Es asíque de alguna manera cada sentencia, hasta la que parezca menos 

relevante, . pronuncia su propia palabra sobre el destino de la justicia. El Juzgador 

que sentencia, en su resolución también se pronuncia aobre la judicatura, 

exactamente del. modo que cada acto del Estado revela su calidad y, con ella, 

hace su prestigioy Sudestino. 

Extraordidaria es, entonces, la .función del Juzgador, que al ejercerla no 

puede perder de vista la preservación de la paz:, con intima justicia, para 

concentrarse en amenidades alfabéticas acuciosamente cumplidas en el gabinete. 

No puede ese funCionario ser impermeable para la urgencia social de justicia y 

Hbertad, de seguridad en las calles y serenidad en las conciencias. 

NO es necesario decir en qué medida es inaceptable, perturbadora, 

absolutamente despreciable, .Ia violación de los deberes jurisdiccionales. por 

pasiól10 CQdicia. Esta defraudación de la confianza merece el más severo clastigo. 
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En el orden penal, la función de~ Juzgsdor es aún más intensa, porque no 

resuelve sobre el interés. sino decide acerca del hombre. No dispone el futuro del 

patrimonio,. sino el porvenir del individuo, inclusive su perdición nada menos, 

cuando asu juicio se entrega la alternativa entre la muerte y la vida, como sucede 

donde persiste la bárbara pena capital, el asesinato oficial, 

En base a la alta responsabilidad que tiene el Juez en ta lmpartición de 

justicia es que a éste se le debe proteger de la mejor manera posible. yen general 

a todo aCluel que esté inmerso en la difícil tarea de juzgar y condenar. 

3.6.1. En España. 

En España, también se ha visto la necesidad de crear los jueces sin rostro 

al mom,\!nto en que éstos sentencian a terroristas que pudiesen !levar acabo actos 

en contra de los administradores de la justicia. Ésto surgió por .la inquietud e 

intranquilidad por la seguridad de numerosos jueces destinados en el país vasco. 

Tras estos riesgos, se adoptaron las medidas pertinentes para dar mayor 

protección a los Jueces afectados que pueden ser objetivos del terrorismo 

verbigracia, el comando Burutza de ETA. 

Otro oaso presentado en el país vasco, fue a finales del mes de septiembre 

del año en curso en donde la red terrorista internacional Al Qaeda colgó un video 

en Internet en.el que un encapuchado amenaza a los Jueces de la Audiencia 

Nacional. "los terroristas yihadisfas justifican su extorsión·en la sentencia dictada 

por eiíribunalcontra el periodista de la cadena qatarí Al Yaríra, Taysfr Alony, 

condenado por colaboración con organización terrorista en el juicio contra la célula 

española de Al Oaeda yen el que se investigó su relación con los atentados del 

11~S en Nueva York. El ministro del interior. José Antonio Alonso, aseguró al 

respecto que el riesgo de. que España sufra un nuevo atentado por parte de los 

radicales islámicos es el mismo que el de otros parsas de su entorno y que el 
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Gobiemo está trabajando para que no se llegue a producir Mientras, el fiscal jefe 

de la.Aucliencia Nacional. Eduardo Fungaíriño, señal6 que las amenazas al órgano 

judicial no son, desgraciadamente, algo nuevo".90 

Se trata de dos videos, a los que tuvo acceso 'Telecinco' y que ya han sido 

retirados de Internet, de un minuto y medio de duración y en los que no se hace 

referencia al resto de sentencias contra los 24 acusados de conformar la célula 

española de Al Oaeda,la más alta de eflas contra el presunto Jefe dél grupo, Imad 

Eddin Barakat Yarkas, 'Abu Dahdaf/', Os ama Bín Laden, tras los ataques del 11-S 

en Nueva York. 

En efsegundo video también se menciona al periodista de la cadena gatarí 

y aparecen imágenes de íenoristas disparando a soldados estadounidenses, así 

como un fragmento de 'La Voz del Catífato', una suerte de informativo en la red 

creado por él Frente Global de Medios Islámicos en el que se intentan 

contrarrestar lo que consideran "propagandas y mentiras" de la CNN y otras 

emisoras de televisión y agencias internacionales de noticias. El programa es 

presentado por un terrorista encapuchado que tiene sobre la mesa un ejemplar del 

Corán y un fusil AK-47. 

Consultado por 10$ videos, el ministro del interior aseguró que España sufre 

el mismo riesgo de atentado por parte de Al Oaeda que otros países de su 

entorno, como Francia Q Alemania, y que el Goblemo estáírabajando para que no 

se llegue a producir ningún ataque. Al finalizar su intervención en dos juicios 

contra miembros de ETA. Fungafriflo comentó que desconocía si la información 

sobresstos videos ha sIdo ya notlficadá al juzgado de guardia o si está previsto 

abi'ir alguna investigación al respecto.· 

Sobre ·Ias medidas de protección con que cuentan íueces y fiscales de la 

Audiencia, .el fiscal Jefe de ta misma afirmó que ya cuentan con fas adecuadas, y 

90 http:;/iwww.estadodedílrechoyprQte$ignludictalajueces.tern;.com.paJhtm/febrer0200S 
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que no hace falta que las fuerzéls de seguridad les avisen cada vez que se 

produce una amenaza concreta, pues esto no eS algo nuevo, desgraciadamente. 

Por su parte, el presidente .de la Sala de lo Penal, Javier Gómez Bermúdez, que 

presidió el tribunal Que condenó a la célula española de Al Oaeda, afirmóque este 

tipo de e¡xtorsiones no perturba el criterí.o de los ju~s de la Audiencia, 

A pesar de las malas condiciones existentes en el País Vasco para el 

ejercicidi de la función luriSdiccional, los jueces sin rostro actúan aHí con "absoluta 

independencia, imparcialidad y con gran valor yvalent1a. 

3.8.2. En. Colombia, 

El principal problema que enfrenta la Justicia en Colombia es la amenaza 

permanente de los grupos terroristas del narcotráfico, también rechazan cualquier 
. . 

intenfade extradición. De allí Que, desde la Constituyente de 1991 hasta hace 

poco, estafiglira estuvo abolida de la normatividad. 

Ser juez en Colombia es un honor que cuesta ... porque se corren riesgos. 

Los Jueces allá están bien pagados, Precisamente entre las medidas adoptadas 

para mantener incólume la·· institución judícialen 1991 se. hizo un incremento 

importaóte en los sueldos de los jueces, pero realmente es una tarea dlfící! porque 

ofrece muchos peligros. 

Es parella que en Colombia hubo necesidad de crear la figura de los jueces 

sinrostro, como las ¡¡amela ciudadanía. Es la lIamadajusticiaregionat en cabeza 

dé los iuece~ regionales y del Tribunal Nacional. Además, hubo necesidad de 

intraducir algunos cambios en las procedímientos para garantizar la reserva de la 

identidad de los testigos en muchos de esos procesos. 

Esta figura tiene su razón de ser en una momento coyuntural, cuando la 

mafia estaba. matando a tos jueces se encuentra que un mecanismo para 

protegerlos estásn mantener reservada su identidad. Ha sido eficaz porque 
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realmente, después de que se adoptaron las medidas son pocos los jueces de 

este tipo que han sIdo sacrificados .. Otra medida. que se tomó fue concentrar en 

un número limitado d;epersonas el conocimiento de ese tipo de procesos que 

antes estaban diseminados en todo el país, por lo cual al Estado se le hacía muy 

dificil darles asistencia y protección. 

Para lograr el éxito dce dicha figura, en Colombia se ha creado un fondo de 

seguridad de la rama judicl<;ll, con la finalidad de brindarles a los jueces la 

seguridad y garantías que necesitan. 

"Todas estéis medidas, se han adoptado por la violencia ejercida .no sólo a 

los jueces sine también a los abogados. Un estudio revela que durante 1999 a 

2004¡25jueces y abogados han sido asesinados o sufrido un atentado cada año, 

en promedio, potel ejercicio de su profesión. De 10$ 5150as05 analizados 144 

ocurrieron en la ciudad de Sogotá. También presentan indices alarmantes los 

departéimerttos de Antloquila.con 110 casos, Valle del Cauca con 78, Santander 

con 26, Meta con 2.0. Y Arauca con 11. Los más castigados entre los funcionarios 

judicialeshansído {os jueces de instrucción criminal (40 casos), y los magistrados 

. de los tribunales superiores/,91 

Contrartamente a lo que se cree,no es el narcotráfico la única ni la principal 

causa de estos .crímenes. Se le atribuyen 58 casos, de un total de 240 que tienen 

autor o motivación conocida; 80 de los restantes casos se imputan. a grupos 

paramHitares, 48 a agentes estatales, 32 alaguerrllJa y 22 a otros factores. 

"Entre lasmodalídades de vIolencia¡ 278 casos son homicidios (de éstos 13 

magistrados y18 abogados auxiliares murieren en la doble toma del Palacio de 

Justicia, ocurrida· el 6 y 7 de noviembre de 1985), 51 son atentados y 124 caos 

tratan deam~nazas de muerte. El miedo constituye, sin lugar a duda, uno de. los 

principales problemas que afecta a toda la población de Colombia y, en particular 

91 Idem. 
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a quienes están encargados de administrar justicia. El problema del temor a ser 

víctima de alguna represalia ha venido afectando a los jueces, cualquIera que sea 

su nivel dentro de la administración de justicia, a los abogados que participan 

ejerciendo ·Iadefensa de sus patrocinados, a las partes involucradas en conflictos 

judiclales, a los policías judiciales. que colaboran en las investigaciones en los 

juzgados penales y alas testigos que constituyen piezas claves para determinar la 

autoría de los hachos que son investigados y cuya versión puede detetrríínar el 

esclarecimiento de los hechos y la sanción a los responsables. ,,92 

Es por ello, que en Colombia,se llevó a cabo la creación de tos jueces sin 

rostro COmO una medida eficaz contra la delincuencia organizada. 

3,,6.3. En E3rasil. 

La figura de los jueces sin rostro en Brasíl, es. una institución creada para 

combatir el crimen organizado y en defensa de la imparticiónde ta justicia 

brasileña. Lo anterior surge por la práctica de ejecuciones a manos de pistoleros a 

sueldo. La organización policial Scuderie Detetive Le Coq, a la que se cree 

relacionada con poderosos grupos pollticos y económicos del estado, ha sido 

acusada frecuen(emente y desde hace mucho tiempo de estar implicada en 

homicidios tipo ejecución que sistemátícamente quedan impunes. 

"El Juez Castro Fllho arriesgó su vídaen la lucha contra el crimen 

organizado y los escuadrones de la muerte de Espíritu Santo. Su homicidio, tras 

persistentes amenazas. dé muerte, plantea serias dudas sobre la capacidad de las 

autoridades de proporcionar protección efectiva a cuantos participan· en 

investlgacionesrelacionadas con el crimen organizado y con violaciones de 

derechos hUmanos, Incluidos jueces, fiscales, policfas de investigación, testigos y 

activlstas locales de derechos humanos.,,¡¡a 

"Ibídem. p. 6. 
9J J1¡i clern. p. 7. 

-~--------------------------------------------~-
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Amnistía Internacional aplaude los importantes éxitos cosechados por la 

delegación especial conjunta federal y estatal de Brasil para investigar las 

denuncias sobre actividad de escuadrones del.a muerte y crimen organizado, 

éxitos que incluyen la detencíór:1 de destacadas figuras potrticas y agentes de 

policía. No obstante, la organización teme que estos. logros no se.mantengan sí 

. los escasos miembros del poder Judicial dispuestos a respaldar abiertamente la 

lucha contra la arraigada impunidad no cuentan con las condiciones necesarias 

para trabajar de manera independiente e imparcial, sin temor a sufrir ataques, 

represaBas o difamación . 

Los homicidios de que son objeto fas jueces, están relacionados con el 

crimen. (:lrganizado, lo que pondrían de manifiesto fas peligros a los que se 

enfrentan quienes están dispuestos a plantar cara a este insidioso problema y la 

incapacidad de las autoridades de hacerle frente. 

La organización insta ahora a las nuevas autoridades estatales y federales 

a cumplir su promesa de poner fin al 'Crimen organizado y a la impunidad de que 

gozanquienesviólan los derechos humanos en Espíritu Santo. Para eUo deben: 

• Garantizar que se lleva a cabo una investigación inmediata, exhaustiva, 

efectiva e independiente sobre los homicidios, y que se pone a todos los 

responsables a disposición judicial; 

• Poner en práctica, medidas para establecer una política general que 

garantice que los jueces sin rostro pueden llevar a cabo su traba,io sin 

temor a represalias. También deben garantizar que los prQgramas de 

protección incluyen a fiscales y otros funcionarios del gobierno que 

sufren atentados a causa de su compromiso y también a los testigos, . 

. pero deben asegurarse de que dichos programas tienen en cuenta las 

distlntasnecesidades de los distintos sectores a los que abarcan; 

• Pedir el sistema federal de Justicia que respalde la labor tanto de los 

fiscales 'f poUcías federales como de los jueces srn rostro y que, como 
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muestra inicial de dicho respaldo, dicte sentencia en la causa federal 

contra la Scuderie Detetive Le Coq, que lleva ocho años pendiente. 



CAPlTULO CUARTO 

IMPLEMENTAR EL ARTlCULO 10*91S AL CÓDtGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES A EFECTO DE PROTEGER LA INTEGRIDAD 

DEL JUZGADOR EN ELPROCEDIMJENTO PENAL FEDERAL 
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Como sabemos, el proceso penal, es el conjunte) de actiVidades, formas y 

formalidades decaracter legal, que son· previamente establecidas por el órgano 

legislativo del Estado, y que llevan a cabalas personas que intervienen en una 

relaCión juridica. declerecho p~mal, con (a finalidad de que un6rgano del propio 

Estado, con facultades jurisdiccionales, determine la aplicación de la ley penal a 

un caso concreto. Finalmente, en el supuesto de que se resuelva sobre la 

existencia.·deldelítoy se atribuya su realización a un sujeto, las penas impuestas 

serán aplicadas por el Órgano ejecutivo del Estado. 

EL PODER LEGISLATIVO, Crea la norma penal, en la que describe la 

conducta ilícita y prevé la sanción aplicable, en caso de transgresión. 

EL PODER JUDICIAL, Determina la. aplicación de la ley penal y, ensu 

caso, lmpone.la sanci6n debida conforme a la forma de. ejecucíón, la gravedad del 

ilícito, fas peculiaridades dél deUncuente y su grado de culpabilidad. 

El. PODER EJECUTIVO, Lleva a cabo ta ejecución de la pena impuesta en . 

la sentencia que condena al infractor de una disposIción penal. 

El proceso penal. federal se consutuye por los . procedimientos de 

preinstrucci6n, instrucciÓn y prImera instancla ante un Juez de Distrito, as! como 

por el de segunda instancia o apelación del cual conoce un Tribunal Unitario de 

Circuito. Así,d~ntro de este proceso, corresponde exclusivamente a los Tribunales 

Federales resolver si un hecho es ano deJíto federal, determinar la 

. responsabilidaQ o la no responsabilidad penal de fas· personS$. acusadas ante ellos 

e imponer las penas y medidas de seguridad procedentes con arreglo a la ley. 



97 

En los procesos penales intervienen diversos sujetos, los cuales pueden 

clasificarse en: necesarios, eventuales y auxiliares, 

Dentro de los primeros, sin cuya intervención no es posible instaurar el 

proceso, encontramos al Juez, al Ministerio Púbfico, así como al inculpado y a su o 

sus defensores, 

Por su parte, entre Jos sujetos eventuales que de acuerdo con el caso 

concreto pueden intervenir o no, están el ofendido, la víctima, los testigos. los 

peritos, etc, 

Finalmente, como sujetos auxiliares podemos señalar, entre otros, al 

personar policíaco y a los secretarios, actuarios, oficiales del tribunal que conoce 

del proceso, 

El Juez, "es la persona nombrada y autorizada por el Estado para 

administrar justicia, es decir, para dirimir los conflictos que se le presentan, a 

través de la aplicación de la ley general a casos concretos . .En materia penal, los 

Jueces Federales llevan a cabo la función punitiva del Estado, osea, la faculta 

para castigar la comisión de los delitos federales, a través de un proceso penal; 

adem$s, pueden conocer de requerimientos de extradiciénintemacional, así como 

otorgarautorizac.iones para intervenir comunicaciones privadas, por ejemplo, 

cuando se trata de delincuencia organizada,"a4 

A efecto de justificar la propuesta del presente trabajo, con et.propósíto de 

brindar una mejor protección a los Jueces, deberá adicionarse el artículo 10-Bis al 

Código Federal de Procedimientos Penales para así salvaguardar su Integridad.· 

·<BARRAGÁN SALVATIERRA,Carlos. D~recho Prqcesa! Penal. 4" edición, Editorial, Me. Graw-HilI, 
México, 200J.p. 117. 



98 

4.1. La conveniencia de dar protección a los Jueces durante el 

procedimiento penal. 

Como sabemos, la justicia es el último fin del derecho, podrá pasar en su 

. evolución histórica, J;)or todas las formas o modalidades que se quiera, pero en su 

esencia, ha sido y será el sustento de toda evolución Jurídica; la justicia es la 

concreción de la vofuntad de dar a cáda quien lo suyo, función excelsa de la 

equidad; para ello se requiere, además, de cualidades como vocación, apostolado, 

pasi6r;¡ de jurista y dedicación de tiempo completo. 

En el Derecho no sólo hay que ver un conjunto de órdenes, prohibiciones y 

mandatos. sino también un deseo de conseguir Justicia. Por ello es necesario 

dístInguirconcfartdaQ entre derecho y POdéL Entre derecho y arbitrariedad, los 

juristas deben sentirse no s610 servidores del derechO, sino también servidores de 

la Justicia. 

Un factor básico, fundamental, diría yo, en una democracia corno la nuestra 

es, sin duda alguna, el imperio de la ley y,a través de. ella, de la justicia. No es 

. posible hahlar de jusftciasin hablar de libertad, tampoco podemos hablar de 

libertad omitiendo e! respeto a [os derechos humanos. Sólo cuando se trata de un 

Estado dernocrátíco, es decir, de derecho, se puede ser libre, porque únicamente 

en la libertad y. dentro de ella, el ser humano puéde alcanzar el progreso ysu 

plena. reali?<ación. No concib.o la existencia de un Estado democrático sin que 

.existaen él, en forma permanente e irrestricta, la recta y ordenada administración 

de jUsticia. 

laadm!nistración de Justicia requiere de la integridad de quienes lá aplican. 

Para Ari.stóteles "la justicia conmutativa es la tarea y oficio del Juez para dar a 

cada uno lo que más pueda aproximarse a 10 que le pertenece, la justICia 

distribuUva es la función de! leg.islador: a cada uno con arreglo a sus méritos o 

merecimientos. Y habría una tercera justicia, la social: a cada uno según sus 

necesidades. que cqrrespandería decidir a los. Poderes Legislativo, Judicial y al 
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Ejecutivo. La justicia es el cimiento del Estado moderno. La justicia debe ser la 

más fiel realización del derecho.,,95 

De <;Ihl que la tarea quenas ha sido conferida como Juzgadores, decir el 

derecho, sea trascendente. Aplicar la norma jurídica al caso concreto como acción 

del Juzgador, requiere de muy diversas cualidades: elcanocimiento adquirido en 

lasaufas, revitafizado.constantemente con el estudio y la práctica profesional; la 

serenidad. producto del equilibrio. de nuestras pasiones, asimilando las positivas y 

desechando la.s negativas; la probidad. cuestiÓn de principio, implícita en la 

personaUdad del ser y que debe de manifestarse de continuo, en lodos nuestros 

actos, en nuestra vida pública y privada, en nuestras sentencias; la imparcialidad, 

que sólo. puede ser producto ctejuicios críticos racionales reflejados en las 

decisiones que dictemos, y la sensibilidad, que no debemos olvidar, puesto que en 

la frialdad de la apHcación de la norma no debemos desatender que estamos 

Juzgando a seres humanos. 

Cuando los individuos están de aClJerdo y no hay oposición, ni pugna entre 

ellos, bas.ia su juicio particular acerca de lo que es justo; es decir, acerca de lo que 

es conveniente para igualarlos y ordenarlbs entre sí, pero cuando ese acuerdo no 

se logra, se hace necesario el juicio público, que es de la competencia del órgano 

jurisdiccional. 

Cualquiera que sea el proceso de que se trate, presupone la coexistencia 

de varias personas, ind13pendiente del objeto o contenido. E;ntre estos sujetos, el 

Juez o Tribunal ocupan un. plano relevante respecto. de las partes, son principales 

y necesarios el Juez y las partes y hay otros que son accesorios o secundarios. El 

Juez es el órgano que encama la jurisdicción. Ha sido puesto por el Estado para 

administrar justicia. 

Un Poder Judicial dinámico, intelectualmente despierto, profesionalmente 

activo y necesariamente honesto, garantiza el régimen de nuestro Estado de 

95 Cit. Por COLÍN S.ÁNCHEZ, GuiUermQ. Op. c:it. p. 266. 
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derecho, en que la ley esractora y que mediante ta Intervención de la autoridad 

jurisdiccional, en su acto de aplicación con motivo de una controversia, la 

transforma en derecho cierto y concreto. 

La. facultad ¡de juzgar, considerada en abstracto, es I {cíta, y se deduce del 

hecho de que eljúiclo es el principal acto de una virtud tan excelsa como la justicia 

misma. 

"La misión del Juez es en extremo ardua, no siempre se aprecia hasta qué 

punto llega a serlo en determinados casos, y contra cuántas dificultades tiene que 

luchar para cumplir su misión. Por ello, para que un Juez cumpla con las funciones 

que le; son encomendadas debe poseer las condiciones físicas y morales para 

llevar a cabo su misión, no solamente el vIgor fislco, la salud, el celo, sino también 

los conocimientos jurídicos amplías y en constante renovación. El Juez. necesita 

hallarse dotadode habllldad y perspicacia, pues no son pocos los interesados en 

emgañarlodurante el procedimiento.,,96 

Hablamos de su cultura porque creemos que ésta debe ser muy amplia, 

abarcando conocimientos en distintas áreas del Saber así como de innumerables 

ciencias auxiliares del derecho. Un célebre maestrO de ta universidad de Graz 

"aconsejaba que sólo se designase para JUZgador a aquellos jurisconsultos que 

acreditasenpreviamente poseer conocimientos jurídicos y que tuvieran una cultura 

completa, además de que tendrían que consagrar su actividad al ejercicio "y 

perfeccionamiento .de la función que se leencomianda y aumentar el caudal de su 

experiencia en todos los momentos de su vida .. •97 

Parra reaUzar la función de juzgador, la persona seleccionada tiene que. 

estar dotada de una suma de buenas condiciones exigibles a los seres humanos. 

Este tipo. ideal ¡:jebe contar con una inteligencia clarísIma, celo incansable, 

Ibidem. p. 267. 
nCOOTIJRE, Eduardo. Los Mandamientos del Abogado. 3' edición, Editorial UNAl\1, México, 2000. p. 39. 
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abnegación completa, perseverancIa a toda prueba, gran penetración del intelecto 

y conocimiento de los hombres, de sus pasiones, amén de una cultura completa 

en los diferentes ramos del saber humano. Esas dotes si no se alcanzan en grado 

eminente de perfección, al men.os en ellusto medio indispensable para el buen 

cumplimiento de la misión que se le encomienda. 

Una cualidad indispensable, ingénita, añaden algunos, es la de que el Juez 

d¡;:be de hallarse dotado de gran energía y firmeza de ánimo. pues estamos 

convenidos también de que nada denigra más a la administración de justicia que 

un funcionaría débil o indolente. Existe un princípioque dice: "si te sientes débil, no 

seas Juez; más St lo eres, sé enérgico y firme." 

Para desempeñar la furoión de juzgador, el Juez debe reunir además de los 

requisitos formales que establecen las . leyes, el saber jurídico, la vocación para el 

elercicio del cargo yla probidad moraL Calamandreí afirmaba en su Elogio de [os 

Jueces lo siguíerne:"el Estado siente como esencial el problema dela elección de 

los jueces, porque sabe que .. les confía un poder mortífero que, mal empleado, 

puede convertir en Justa la injusticia, obligar a la majestad de la ley a hacerse 

paladín dé la sinrazón e imprimir indeleblemente, sobre la inocencia, que la 

confundirá para siempre con el delito.,,98 

Otra cualidad· que se le exige al juzgador es la exactitud y escrupulosidad 

de sus actos, pues el funcionario judicial debe probar y verificar por sí mismo la 

certeza delosaatosque le suministren. 

"Kant hablaba de tres virtudes que deben de coexistir para garantizar la paz 

social: sabiduría,vaiot y temptanza, de las cuales ha menester el juzgador a. ñn de . 

cumplir con efiCacia su labor, puesto que al interpretar la ley eimpartirjustlcia con 

Pureza, requiere pO$ger los mayores valores éticos ... 99 

~ elt. por Enciclopedia JurídicaOmeba. Op. dI. p. 1032. 
9:9 KANT, Ernmanuel.. Fi!osofía del Derecno .. 2' edición, Editorial el Colegio de México, México, 2002. p. 71. 
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Sin embargo. para la Hcitud y la rectitud del procedimiento realizado por un 

juzgador. se requiere que el Juez tenga jurisdicción, que actúe con la virtud de la 

justicia y por la virtud de la prudencia. pues debe optar por [o que es justo 

basárídose en la ley y en los hechos, ya que la ley es él único medio para el 

conocimiento y la realización de la justicia. 

Como lo dije en su momento, no basta entender o interpretar bien la ley. o 

abrigar siempre sentimientos fayorablesa la justicia. Es necesario, siempre lo 

será, que los Juzgadoresnuncá olviden que son personas públicas, sujetas a las 

normas y a la conciencia. Quienes se han equivocado, están saldando las 

consecuencias de su yerro. EneHono transigiremos nunca. 

En elperfeccionamíento de la administración de justicia se toman en cuenta 

los derechos humanos, haciendo más accesible la justicia a las clases socia.les 

más desprotegidas garantizando a los justiciables el acceso igualitario a los 

Tribunales. modernizando las formas de asistencia jurídica y de orientación a la 

ciudadanía, previniendo conductas ilegales; día con día, la democracia y la justicia 

social son direclricesert nuestro marco de derecho. 

El Poder Judicial Federal se encuentra comprometido en que la tmpartrción 

sea clara, honesta y transparente, para lo cual todos los que integran el mismo, 

estamos haciendo· nuestro mejor esfuerzo, poniendo nuestra mayor capacidad 

para lograrlo, pero requerimos de laco!aboraclón y corresponsabilldad de todos 

los foros profesionales y académicos como éste de .Ia abogacía, pues solamente 

con su concurso,. podemos llevar adelante una digna admínistracJón de justicia 

para beneficio de fa ciudadanía. 

La grandeza del abogado que alcanza su máxima misión en la función del 

Juzgador, esdi3cir, de Jue¡ (Juez meramente humano, que vatora a contrapunto 

la realidad con la normatividaden la dramática búsqueda de una solución que 

vertebre y articule, no que fracture la convivencia ni agrave al hombre). tiene que 

ser realizada para alcanzar ese ideal que es la Justicia, 
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Lo que el Juez decIde o puede decidir, está escrito en la ley, no es una 

posibilidad sino un poder, una obligadón, por elto, buscamos solamente que 

redunde en beneficio de la impartición de justicia. 

Debemos modernIzar la adminístraC¡ón de justicia. Llevar a cabo un proceso 

articulado, participatívo y en permanente evolución; proporcionar a la ciudadanía, 

una mayor y mejoradmínistración de justicia, adaptando el marco legal a los 

cambios que exige la praxis. asumiendo nuestras responsabilidades, valiéndonos 

de .una legislación en adecuación permanente, para que responda a la realidad 

socioec.onómíca de México. 

La administración de justicia es fiel reflejo de la sociedad, de sus problemas 

y formas. dé .sofuciónlas controversias, todos estamos comprometidos en su 

buena marcha, hemos adecuado los procedimientos para hacerlo más expeditos, 

y es una responsabilidad que tenemos todos los abQgados: hacer de la profesión 

un.a institución respetable y al ser\licio de la comunidad. 

Para el nombramiento de los Jueces se ha tomado en cuenta la capacidad, 

los méritos, la honestidad y la rectitud, apoyados fundamentalmente en la carrera 

judicial. 

Pero de ninguna manera. debemos confundir la carrera judicial con una 

. simple carrera burocrática de antigüedad y por escalafón; en la carrera judicial 

deben participar todos los estudiosos del Derecho, los más ilustres académicos y 

los más distinguidos funcionarios judiciales, pues consideramos que la integración 

de los más altos cuerpos colegiados de la administración de justicia, debe ser 

fundamentalmente de juristas con una gran vocación de servicio a la sociedad y 

amor a. la impartición de justicia. 

Estas características de honradez y eficaCia en el mecanismo judicial, 

permitirán a los justiCiables tener fe en el derecha y evitará que la corrupción y 

degradación social se institucionalicen. 
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"La labor del juzgador preocupa a toda la sociedad, al gobernante y al 

gobernado por [gual, al que le sobra y at carente de recursos, ilustrado o iletrado, 

¿Quién de ustedes, por ejemplo, no cree que un día habrá de necesitar, o ha 

necesitado alguna vez, de la protección de los tribunales? Las decisiones justas 

también encuentran su más firme apoyo en las . leyes y éstas en la administración 

recta de justicia, pues a su sombra confía la certidumbre jurídica de la propiedad, 

la fa milla, . el honor' y la vida:,1QO 

Es en el respecto a la ley en donde encontraremos el verdadero ejercicio de 

las libertades, y nuestro orden jurídico establece el justo equilibrio entre los 

derechos y las obligaciones, entre la autoridad y el individuo, entre el orden y [a 

libertad. 

Es provechoso llamar la atención del pueblo sobre lo que representan las 

nobles ocupaoionesde la justicia y las actividades de los abogados que la 

imparten como la de los que lademanaan, elló para obtener una mejor conciencia 

de la aplíC;:ációndela ley y en su caso de colaborar con el poder público en el 

proceso legislativo, 

Por . lo señalado y en atención a la enorme responsabilidad de los 

Juzgadores es conveniente y procedente protegerlos en su integridad, no sólo en 

el procedimiento penal sfnoen todos los ámbitos donde se desenvuelven a efecto 

de .tener una impartición de justicia adecuada, pronta, expedita, imparcial y 

gratuita. 

En nuestro pa.ís es ya necesario que a los Juzgadores sobre todo, en 

materia penal se les brinde protección de acuerdo al crecimiento de la 

delincuencia organizada. 

lOO GARCÍA AR.ÁN, Mercedes, Op.cit, p. 119. 
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4.2. Justificación de. dicha propuesta. 

Etgobierno mexicano ha anunciado medidas especiales de protección para 

Jueces federales y sus familias, luego que varios magistrados denunciaron haber 

recibido amenazas de muerte. 

"Muchás de las amenazas provienen de miembros del crimen organizado 

sentenciados, sus familiares y abogados, dijo Elvia Díaz de león. portavoz del 

Consejo de la JudicatU"a Federal (CJF), que defiende fos intereses de lbs jueces, 

Los deUncuentes . encarcelados son acusados de crímenes que van desde 

narcotráfico y secuestro, hasta asaltos armados.,,101 

Afortunadamente, la experiencia nos enseñ.a que este tipo de amenazas no 

logran, en su inmensa mayorfa, minar o hacer que eUuzgador cambie su fallo. dijo 

Diaz de león. "La gran mayoría de jueces !Ieven a cabo sus obligaciones 

constitucionales cOn excelencia. profesionalismo e imparcialidad"; 102 

El gobierno del presidente Vicente Fox ofreció su total apoyo al Consejo de 

la Judicatura Federal. "El gobierno federal colaborará con el sistema judicial en 

todo momento para garantizar la seguridad de quienes imparten justicia",dijo el 

vocerO presidencial Rubén Aguilar. 

Sin embargo. el gobierno de Fox no tenía una posición única. El secretario 

de Gobernación, Carlos Abascal Carranza. expresó sus dudas sobre las 

ameoazas. 

"No tengo conocimiento de esas amenaz.as. Hay que tener mucho cUIdado 

con este tipo de denuncias, dijo Abaseal a la prensa. Con frecuencia esas 

amenazas o supuestas amenazas no son lo qua parecen, porque crean rumores y 

sugieren imágenes, Justo cuando estamos enfrentando desafíostr.10
3 

ro! Periódico Milenio. ~ción Jurídica, 26 dejutio del. 2005. p. 72. 
102 Ihídem. p. 73. 
10; Idem; 

~-~-~--'------------'""'F"f"""------------~ 
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la decisión del CJF de debatir abiertamente las amenazas fue algo 

tnesperado,y algunos críticos la calificaron como un intento de influir en las 

elecciones presidenciales y legislativas der 2006. 

Ernesto' López PortIllo, experto .en temas judiciales del Instituto para la 

Seguridad y la Democracia (ISD), consideró "que el Consejo de la Judicatura 

Federal estaría tratando de llamar la atenciól1 por la falta. de apoyo al sistema 

judicial. 

Esto podría ser un grito de protesta de los jueces que no tienen recursos y 

capacltacipn para hacer 10 qué se espera de ellos, especialmente en la ejecución 

de estrategias muy especializadas en temas como lavado de dinero o el uso de 

testigos protegidos, dijo. 

Las amenazas han impulsado al Congreso y a grupos de lucha contra el 

crimen a proponer que México adopte un sistema de jueces sin rostro, similar a los 

empleados en Colombia y Perú. En esos sistemas, jueces, fiscales y testigos 

tienen sus.rostros cubiertos y sus voces son distorsionadas durante los juicios. 

Pero Colombia abandonó esa práctica en 1999,. en parte debido a las 

preocupacio~es de que el principio al debido proceso estaba. siendo violado, y el 

Perú lo había hechol\ios años aote5.,,104 

El concepto ha ganado un fuerte apoyo en el Senado mexicano, donde 

miembros de todos los partidos han aceptado considerar propuestas para 

examinar la factibilidad de adoptar alguna fórmula que garantice el anonimato· a 

los jueces. 

"Si queremos fortalecer el Estado debemos considerar este concepto de los . 

jueces sin rbstro", dijo el senador César Jáuregui., del gobernante Partido de 

Acción Nacional. Jáuregui también demandó al Congreso apoyar medidas para 

proporcionar a los juece$ Y magistrados protección personal. 

lO~ Idem. 
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El diputado Pablo .. G6mez, coordinador parlamentario del . Partido de la 

Revolución Democrática (PRO), también apoyó el concepto de los Jueces sin 

rostro. particularmente en juicios a miembros de las principales organizaciones de 

narcotraficantes. 

"Debemos evaluarc6mo el concepto de los. jueces sin rostro está 

funcionando en otros países que usan ese sistema, dijo GÓmez.o105 

Sin embargo, DIaz de León precisó que el Consejo de la Judicatura Federal 

"no aprueba el concepto de los jueces sin rostro~ Manifestó su preocupación de 

que el sistema en realidad podría incrementar el riesgo para los jueces, ya que las 

organizaciones criminales pueden fácilmente obtener información sobre cómo se 

está conduciendo el juicloyl06 

Además de los problemas de violencia relacionados con el tráfico de 

drogas, los secuestros se están convirtiendo en un problema complicado para las 

autoridades. México regIstró en los primeros seis meses del año el mayor número 

de secuestros de América Latina. 

De acuerdo con no gubernamental Consejo Ciudadano para la Seguridad 

Pública y la Justicia Penal (CCSPJP), entre enero y junio se denunciaron 194 

secuestros en México, en comparación con 172 en Colombia y 169 en Brasil en el 

mismo. periodo. 

El Consejo Ciudadano para. la Seguridad Pública y la Justicia Penal prevé 

que la brecha entre México y los dOS países sudamericanos podría aumentar para 

fines del añO, ya que en arasil y Colombia se están reduciendo los secuestros, 

mientras que Mé~ico vaen la dirección opuesta. 

"No es algo para sentir orgullo: es una vergüenza Que las autoridades estén 

tratando de convencemos de que el índice de delitos está bajando", dijo José 

10.' Revista Proceso de 16 de Agosto de! 2005. Sección Política. P. 26. 
lC"Ibidem. p. 27. 
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Antonio Ortega, presidente de la Consejo Ciudadano para la Seguridad Pública y 

la Justicia Penal.,,1.07 

En base a to citado, es procedente nuestra propuesta de brindar una mayor 

protección a los Jueces en atención al sinnúmero de amenazas verbales y físicas 

que éstos sufren en razón de su trabajo y sobre todo por un desarrollo sano de 

impartir justicia. 

4.3. Trascendencia de que en el Proceso Penal el reo no sepa el 

nombre del Juzgador que lo sentenció. 

Uno de 10s problemas más graves de México es la inseguridad. Inseguridad 

física e inseguridadjurídlca. La: primera porque existe en el país un aIto índice de 

violencia cotidiana que afecta por igual al campo y a la ciudad, a los pobres que a 

los ricos. La segunda porque no existe un marco jurídico adecuado para procesar 

las diferencias sociales y las. violaciones normativas: la ley sigue siendo una regla 

de convivencia a: la que se acude solamente en ocasiones excepcionales. 

En ausencia de la legalidad como pauta de conducta, se presentan diversas 

soluciones alternativas; las más simples pasan por la renuncia de muchas 

personas a ejercer sus derechos; las más graves suponen la pérdida del 

patrimonio o incluso de la vida s/n que queda hacer prácticamente nada. 

El objetivo de esté trabajo es doble: en la primera parte se ofrecerán 

. algunas pincela.das qUel' ilustran el estado de desastre de la justicia penal en 

México; en la segunda se analizarán algunos aspectos de una importante iniciativa 

presentada por el PresIdente Fax para intentar revertir esa situación. 

Algunos. datos sirven para justificar un horizonte tan poco optimista como el 

que anuncian loS' párrafos anteriores. La impunidad alcanza cifras impresionantes. 

101 http://laprgteecioniydicmldelosjuílces.gob.1J1X 
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"Los estudios más serios coinciden en· señalar que se castigan menos del 1 % de 

los delitos cometidos. Según GuillermoZepeda, autor del más amplio estudio 

sobre la impunidad y la ineficacia del sistema pena en México, la posibilidad de 

que el presunto autor de un delito llegue ante la autoridad judicial (ojo: solamente 

que llegue ante el Juez, no que sea condenado) es. del 3.3% del total de delitos 

denunciados, laque equivale adecir que la impunidad se da en el 96.7% de los 

ca80s:,108 

En buena medida, ·Ia impunidad se genera por la baja eficacia institucional 

de los cuerpos policiacos mexicanos. La mayoría de las detenciones realizadas 

por lapolic!a con motivo de la comisión de un hecho delictivo son realizadas en el 

mismo momento decometerse el hecho o durante las siguientes tres horas. 

"Según una encuesta realizada a la población penitencia, el 48% de los 

encuestados declaró haber sido detenido a escasos minutos (menos de 60} de la 

cqmisión det delito. Otro 22% fue detenIdo entre la segunda hora (minuto 61 en 

adelante) y las 24 horas siguientes. Es decir, el 70% de los detenidos lo fueron 

con menos de 24 horas de distanCia respecto a la comisión del delito,',109 Esto 

significa que la posibifidad de que la policia pueda detener a una persona cuando 

ha pasado más tiempo desde .que cometió el delito es muy baja; a partir de este 

dato podemos conclt!ir que la poHcía mexicana sabe,si acaso, vigilar, pero no 

investigar. 

El cumpUmlento estricto de las órdenes ju~flcia!es de aprehensión tampoco 

es un punto fuerte de la polfcia mexIcana. "Durante el año 2000. solamente se 

lograron ejecutar el 33% de esas órdenes, porcentaje que un año antes era 

apenas del 25%.· En el 200.0 estaban pendientes de ser ejecutadas 253,539 

órdenes de aprehensión.,,11o 

rOR FIX FIERRO, Héctor. La Reforma P¡;g=a! Penal. En Revista Cauces. Expresión de los Esturliantes de la 
Facultad de Derecho, ú'NAM. Año m.No.ll Julio-Septiembre, México, 2005. p. 22. 
109lbidem. p. 23. 
nn ¡dem. 
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Ahora bien, la cercanía entre la comis.ión del delito y la detención pone de 

manifles100tro rasgo peligroso de la justicia penal mexicana: la pOlicía detiene en 

muchas ocasiones sin orden Judicial. La Constitución permite, en el artículo 16, 

detel'lér a una persona cuando es sorprendida en fj&grancia o cuando se trate de 

un caso urgente, siempre que se trate de delito grave y no se pueda obtener la 

orden judicial respectiva. Se calcula que el 40% de las detencioness.erealizan sín 

la orden de aprehensión que debe emitir un Juez. No hace falta tener mucha 

imaginación pata suponer el peUgre que existe de que una persona sea objeto de 

detención. arbitraria por la policla, sobre todo si vive o trabaja en barrios 

marginales .. 

Si lo anterior pone de manifteste. en· parte, la desprotección de las víctimas, 

la situación de los detenidos está muy lejos de ser idílica. El 71% de los detenidos 

en el Distrito Federal no tuvo asistencia de abogado desde el momento e la 

detenciónas.í como el de~echo a no declarar de los detenídos (articulo 20). Por su 

parte los Códigos de Procedimientos Penales exigen la inmediatez del Juez, es 

dedr, su presencia durante el desahogo de las diligencias judiciales. 

Con los datos q uese acaban de mencionar podrla tener fundamente la idea 

de que el sistema de justicia penal es una amplia red de ¡neficacias y corrupción 

que puede atrapar y procesar a. muy pocos delincuentes. Pero falta todavía un 

aspecto importante para pOder tener.una imagen más fiel de esa red: ¿a quiénes 

atrapa el sistema penal? 

La mayoría de los sentenciados han cometido delitos contra la propiedad, 

particularmente robos de poca cuantía, o deUtos contra fa salud, sobre todo tráfico 

de drogas en pequeños montos (menos de 1 CO dólares en promedio como valor 

de venta de las sustancias con las que fueron detenidos, aunque la mitad trala 

sustancias con Un valor inferior a los 16 dólares}. Para algunoS analistas éstos 

últimos datos demuestran que la policía más que detener a verdaderos 

narcotraficantes detiene a consumidores, probablemente para intentar cumplir con 

un cupo o cuota de detenciones que les exigen sus superiores. Por otro lado, el 
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sistema penal parece atrapar fundamentalmente prima delincuentes; solamente el 

29% de tos detenidas hablan sido sentenciados con anterioridad por algUn delito. 

Lo· que podemos concluir es que la justicia penal procesa a delincuentes 

novatos y de poca monta, pero deja ir a los que son expertos y cometen delitos 

por grandes cuantías. En el panorama penal mexicano e! castigo de los delitos de 

cuelto blanco es un caso verdaderamente excepcional. 

Ante este panorama, no muy alentador, el Presidente Fox presentó a finales 

de marzo de este año una ambiciosa y muy completa iniciativa de reforma al 

sistema de justicia, particularmente enfocada a la materia penal. 

La iniciativa abarca tanto asuntos regulados por la Constitución como 

cuestiones¡ que se regulan en las leyes ordinarias. Seria muy complicado intentar 

hacer aunque fuera un resumen del conjunto de reformas legislativas que se 

proponen. Me concentraré en comentar brevemente algunas de las propuestas de 

modificación constitucional que contíe!'); la iniciativa de Fox. 

La reforma consUtucionalque propone la iniciativa del Presidente tiene dos 

objetivos fundamentales: A) Fortalecer los derechos fundamentales de las 

personas que, desde una u otra posición, participan en el procedimiento penal; y 

B)Redefiniret régir;nenjUrfdíco de las instituciones encargadas de la investigación 

y persecución de los delitos, tratando de proteg.er más a las instituciones y 

personas· encargadas de Ir'npartir jusrc/a . 

. Actualmente hay un gran malestar en la opinión pUblica como consecuencia 

de la sospecha de que las Procuradurías de Justicia actúan en ocasiones con 

base en consideraciones políticas más que jurídicas; seguramente se trata de 

sospechas que existen en varios países. Para eliminar esas so.spechas, que en 

alguna medida tienen fundamento, se propone crear unos órganos autónomos que 

sustituyan a la Procuraduría General de la República a nivel Federal y a las 

Procuradurías de los Estados,ráspectivamente. Se trata de una idea que se había 
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sustentado desde hace años por importantes juristas que trabajan en el Instituto 

de Investigaciones Jurídicas de la UNAM y que es muy conocida en el Derecho 

Comparado. La iniciativa propone crear órganos autónomos que se llamarían 

Flscalias y que funcionarían tanto nivel federal como en las entidades federativas. 

SI la reforma se llega a aprobar el nombramiento del Fiscal General de la 

Rep\iblica correría a cargo del Presidente pero necesitaría ratificación del Senado. 

Una vez, nombrado duraría en el cargo cinco años, pudiendo ser ratificado por otro 

período igual. Suremoción solamente se podría dar a través de un procedimiento 

de Juicio pofítico o de declaración de procedencia; es decir, tendría en los hechos 

prácticamente asegurada la inamovllidad. 

Aparte del Fiscal General la iniciativa contempla la creación de los Fiscales 

de Circuito, que tendrán una competencia territorial mente determinads., Los 

Fiscales de Circuito seránlambién nombrados por el Presidente de la República a 

propuesta del Fiscal General y deberán ser ratificados en el cargo por el Senado; 

durarán en el cargo cuatro años y podrán ser ratificados por un período igual de 

tiempo. 

La autonomía de los órganos de procuración de justicia es necesaria y 

puede ser muy positiva. Sergio García Ram[rez ha e,scrlto sobre el tema que "ha 

llegado ef tiempo. de que el Ministerio Público se asuma como órgano autónomo 

del Estado Mexieano". En mi opinión debiera cumplirse de una vez la 

independencia de, la institución, porque existe la necesidad y la posibilidad de 

hacerlo: uo órgano autÓnomo recorrería con vientos más favorables su misión en 

el Estado moderno, que es el. Estado de hoy. Vale la pena intentarlo. No serIa 

aventura, sino culminación de un ascenso, favorecido por las nuevas 

circunstancias. Por su parte, Fix Zamudio explica esta idea con las siguientes 

palabras: " ... espreciso lograr que et Ministerio Público no dependa jerárquica y 

discrecionalmente del Poder Ejecutivo, tanto en el ámbito federal como de las 

entidades fed$fativas, y en esta dirección basta pasar revista a los cambios 

recientes que se observan en varios ordenamientos latinoamericanos, en los 
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cuales o bien se adscribe al Ministerio Públlco, al Poder Judicial, o bien, se le 

otorga autonomía respecto del Ejecutivo, con el obleto deconferírle una mayor 

independencia,,111 

La autonomJa del Ministerio Público es necesaria para permitir la eficaz 

persecución de deUtos cometidos desde el poder público. Si se combina. la 

dependencia Jerárquica del Ministerio Público con el monopolio de la acción penal 

en su favor, se tiene casi el peor de los escenarios posibles para combatir la 

corrupci.óny se incentivan fenómenos de protección de la clase político-partidista 

en el poder respecto de actos delictivos cometidos por funcionarios públicos o por 

militantes de la propia fuerza política. Como lo señala Perfecto Andrés, 

" ... repensarseriamente el proc;eso penal, en particular la posición institucional de 

los sujetos encargados de gestionarlo y, más todavfa •. la del responsable del 

ejercicio de la acCión pública, exige dotar a unos y otros de un estatuto que les 

haga realmente cªpace.sdeaétuar con independencia y eficacia, desde la 

legalidad, sobre las manifestaciones delincuenciales que se produzcan en el 

interior del propio Estado ... 112 

La situación de la justicia penal en México genera muchos motivos de 

insatisfacción. Es probable que ninguna reforma pueda acabar de golpe con 

décadas de incapacidad, negligencíay corrupción, pero tenemos el deber de 

intentar generar cambios institucionales en el ámbito de la Justicia, pues lo peor 

que puede pasar eS que nos quedemos como estamos. 

De la calidad de esos cambios, de su compromi.so con los derechos 

fundamentales deiPdos los involucrados en los procesos penales (acusados, 

víctimas, sentenciados, menores de edad, etc.) dependerá en buena medida que 

. se' reviertan las ominosas estadrsticas que ofrecimos en la primera parte de este 

ensayo. Para vigilat que ese proceso de cambio concluya exitosamente es 

ti! PIX ZAlvfUoro, Héctor. Op. eit. p. 191. 
111 Ibidem. p: 192. 



\14 

importante que la opinión· pública conozca las propuestas de reforma que se· han 

presentado y que en la medida de lo posible acompañe la discusión que ya ha 

comenzado en las cámatas legislativas. 

Finalmente, diremos que las iniciativas del presidente Vicente Fax, no 

contemplan la propuesta vertida por nosotros, pero si, es importante para I.os 

Juzgadores, que el reo o procesado, no conozca el nombre del que lo va a juzgar 

por que esto es intrascendente para el desarrollo del proceso penal y sí 

salvaguard¡:¡ la integridad del Juzgador. 

Es importante hacer algo ya sobre éste tema, porque de lo contrario los 

delincuentes y delincuencia organizada, seguirán haciendo de las suyas pasando 

de acuerdo a sus influencias y poder económico· sobre el cada vez más débil 

Estado de DerechO. 

4.4, TextCí que se propone él' artículo 10-Bis del Código Federal de 

Procedimientos Penales. 

Cuando se hace alusión al término reforma, de inmediato vienen a la mente 

novedosos mecanismos administrativos y renovados instrumentos legales que 

buscan disminuir laS barreras que hOy en dfa dificultan el acceso de diversos 

sectores a una justicia efectiva. No obstante, si bien es cierto que lograr una 

justicia efectiva y universalmente accesible tiene una buena repercusión en 

términós de seguridad jurldica, éste es sólo el aspecto de mayor percepción de 

frente a la sociedad. 

Con estas medidas para agílízar el acceso a las garantías procesales, se 

busca también el reconocimiento internacional, esencial para el desarrollo 

económico de cualquier nación, aspecto particularmente delicado para aquéllas en 

vlas de desarrollo. 
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Por lo anterior y con el propósito de brindar una justicia eficiente s~rá 

necesario brindar a los Jueces una mayor seguridad a su integridad y esto lo 

lograremos proponiendo la adición de un artículo 10-Bis al Código Federal de 

Procedimientos Penales, el cual quedaría redactado de la siguiente manera. 

"Artículo 10-6Is.- Los Jueces encargados de conocer y juzgar sobre 

tos delitos. calificados como graves,. ·se tendrá por reservada su identidad 

con el propósito de s~'vaguardar su integridad sin que el procesado conozca 

o pueda identificar al. que lo juzgue, Esta Jimitante se extenderá a la defensa 

del procesado y en general a todo aquél que tenga interés jurídico en el 

asunto, 

Los delitos calificados como graves, serán aquellos que establece el 

artículo 194 de éste Código!' 

En base a lo estipulado, se considera que en ningún momento procesal, el 

procesado debe conocer quién lo juzga, si. no más bien quién lo acusa, y de qué 

se le acusa. Con lo anterior no se viola ninguna garantía del procesado, puesto 

que, a nadie le interesará saber quién lo Juzga, lo que importa de hecho y de 

derecho es la sentencia que se dicte, ya que al procesado se le oirá y vencerá en 

juício como lo establece la Constitución. 

Es evidente que esa trascendental actividad de control debe desempeñarse 

por verdaderos y auténticos funcionarios judicíales que no solamente deriven. su 

carácter de un simple nombramiento formal, sino que merezcan este afto honor al 

conjuntar diversas cualidades que justifiquen su designación. En otras palabras, 

los Jueces venales y los de consigna manchan su investidura al·· punto de ser 

.indignos de ostentarla, Su conducta pública, prostituida· por el soborno o 

corrompida por la presión de los llamados jefes de Estado y de sus subordinados 

en el. orden gubernativo, significa un atentado a la Constitución y a la ley, aunque 

se disfrace con la falsa etiqueta de una resolución judicial; y ese afentado es tanto 

más grave y ominoso en cuanto, que entraña una traición contra el pueblO, al que 
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Jamas debe despojarse de su fe en la justicia. cuya devaluación, por sus negativas 

y trascendentales consecuencias, es mucho más deplorable que la monetaria. 

En m;¡¡nos de los buenos Jueces, sobre todo cuando se trata de ministros 

de la Suprema Corte, está la preservación del régimen democrático, la efectividad 

real del Derecho y .la confianza popular en la administración de la justicia. El 

ministro que da consignas a un magistrado de circuito o a un Juez de Distrito para 

fallar cualquier cuestión en el sentido que le indica ° sugiere alguna autoridad 

administrativa, se convlerte en cómplice de ese atentado y merece la execración 

pública, que obviamente se extiende al funcionario judicial que ha acatado la 

presión. Et Juez venal oel Juez cobarde, que acepta la indignidad y la vileza a 

cambio de permanecer en el cargo que deshonra, no puede tener . limpia su 

conciencia. En su fuero interno seguramente experimenta la vergüenza de. su 

comportamiento ante sUs familiares y allegados y ante la sociedad a la que 

traiciona; exponiénoose a la reprobacion moral del pueblo. 

La imparcialidad con que todo funcionario judicial debe actuar, 

principalmente si tiene la potestad jurídica de tutelar la Constitución contra todo 

acto de autoridad que la viole, no significa oposición a los órganos legislativos y 

administrativos del Estado. Si éstos, al través de leyes o resoluciones de diversa 

índole, la respetan ajustando suconoucta a los imperativos constitucionales, la 

sentencia Jt.<dicial la avalará. Este aval, que implica la más alta convalidación del 

acto o de la ley impugnados como inconstitucionales, sólo es legítimo si la 

decisión judicial que lo contienE¡ se dicta sin presiones ni consignas, es decir, en 

base a la libertad de criterio del Juez y a su actuación recta, imparcial y honesta, 

ya que, sin estos atributos, importaría complicidad con las autoridades 

contraventoras de la Constitución. 

Generalmente los mismos juzgadores constitucionales, que entre nosotros 

conocen el. juicio de amparo como ministros de lá Suprema Corte, magistrados de 

circuito o Jueces de Distrito, olvidan que su respetabílidad frente a las. demás 

autoridades del Estado, cualquiera que sea su categoría, depende de su recto y 
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valiente comportamiento y que su proceder temeroso, que los hace permeables a 

las consignas y presiones, los convierte en instrumentos serviles de 

arbitrariedades e injustici,as. En varias ocasiones suelen abstenerse de ejercer el 

ingente poder que les otorga la Constitución y la Ley de Amparo para obtener 

coactivamente de sus fallos y para destituir y consignar penalmente al funcionario 

público que se burla de el/os mediante la repetición de los actos contra (os cuales 

se haya concedido el amparo. Suponen que el desempeño de estas 

trascendenta.les facultades en algunos casos pUdiere provocar ciertas crisis 

políticas o, lo que es peor, desagradar al Presidente de la República o a algún 

Secretaría de Estado. sin tener en cuenta que, con motivo de la abstención de 

desplegarlas" se propicia el quebrantamiento del régimen constitucional y la 

entronización de la autocracia. con el consigulel"lteludibrio del Derecho y escarnio 

dela justiciá. 

Las anteriores reflexiones siempre las hemos hecho de diversos modos y 

en distintas ,ocasiones, pues las circunstancias de la dinámica jurídica, política, 

social y económica de México constantemente exigen su actualización. La 

vivencia del Derecho al través de la postulancia, de la docencia, de la judicatura y 

de la investigación las suscitan necesaria e ineludiblemente. ya que no debe 

olvidarse que el abogado y el jurista tienen el excelso deber social de empeñarse, 

b<;ijo diferentes formas de actividad, en que se logre la observancia de la 

Gonstiw.ción yde la ley, esgrimiendo las nobles annas de la razón y de la fe en la 

justlda, sin la cual, como dijera el ifustre filósOfo de Koenigsberg, Emmanuel Kant. 

"no tendría ningún valor la vida de! hombre sobre la tierra.,,113 

Por la consecución de estos obletlvos, más que por el éxito profesional 

casuístico y effmero, hemos de luchar quienes cultivamos el Derecho, máxime si 

ostentamos el honroso título de profesores universitarios. Desde la cátedra,. 

además de realiZar la labor de enseñanza jurídicli, debemos asumir la tarea de 
I 

educar a la juventud estudiosa hacia una místitapor el DerechO, can la intención 

de que algún día éste se observe cabalmente en nuestro país, adecuándolo 

¡[¡CAMPILLO SÁINZ, José:. Op. cit. p.62. 
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periódicamente a los cambios sociales que el oue.blo de México experimenta en su 

variada y variable vida complicada y polifacética. Congruentes con esa tendencia, 

tenemos que desempeñar una labor critica no sólo de las normasjurldicas, sino 

de tos funcionarios judiciales y administrativos que se apartan de su observancia 

en detrimento de los intereses auténticamente populares, adoptando actitudes 

serviles, demagógicas e ¡nconsultas. 

Son tres los enemIgos de la justicia, a saber, el abogado que soborna, la 

autoridad que da consignas y el Juez que accede al soborno y se supedita a la 

presión· autoritaria. Contra ellos debemos combatir para tratar de eliminarlos del 

ámbito dónde judicialmente se aplica el Derecho. Con Jueces honestos y valientes 

que tengan conciencia de su propia respetabíHdad, la democracia mexicana se 

fortalecería y se acreditaría interna e Internacionalmente, al erigirse, con ellos y en 

todos loa niveles competenciales. un valladar humano que Impida la entronización 

fáctica de la autocracia en la cual todos los abogados libres y dig.nbs no podemos 

tener cabida 

Al margen de las anteriores consideraciones, debemos recordar que ni a 

través del control de legalidad ni del control de constitucionalidad, es decir, de la 

preservación del principio de jurídicidadque comprende ambos, el Juez administra 

justicia por sí mismo. La Justicia o la injustida pueden ser una virtud o una mácula 

de la norma jurídícaescri.ta, o Siea. de la. Constitución o de la ley ordinaria. Por 

tanto, el Juez secundum quid aplica .Ia justicia cuando ésta se contiene en el 

Derecho positivo legal o constitucional, o comete injusticias en la hipótesis 

contraria. Al Juez se le puede atribuir la violación del Derecho, pero, en rigor 

lógico, no sele puede tildar de injusto por sí mismo. Recordemos los adagios que 

dicen: Dura lex, sed lexy Lax, quamuis dura, servanda esto De la dureza o 

injustiéÍa de la ley no responde el Juez. pudiendo, sin embargo, atemperar estos 

vicios mediante su recta interpretación. 

Finalmente se puede decir que el juzgador, debe ser no sólo soldado de la 

justicia. sino también defensor de la libertad. La libertad tiene que ser el medio en 



119 

que se desenvuelva yel fin al que está en~am¡nado el quehacer del Jurista; la 

libertad de sí mismo yla libertad de quien le encomienda tal potestad, Para ello, 

todo$ los Jueces deberán gozar de protecdónespecia.lpara resguardar su 

integrídad yla de sus· familiares porque de lo contrario la derincuencia organizada 

seguirá amenazando y matando a Jueces justos por el sólo hecho de haber 

sentenoiado a un delincuente que es un peligro para la sociedad ya que la 

injusfi.cia es siempre una forma de sl3rvidumbre y fuente de violencia. Libertad y 

justicia son .términcs indisolublemente enlazados: Cuando el Juez defiende la 

justicia, está defendiendo también la libertad pero a éste, se le debe respetar su 

integridad. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA. El Estadosn su afán de¡ prevenir el delito, debe buscar por todos los 

medios posibles que éste se reduLca prevaleciendo siempre el orden social y para 

ello se auxilia del Derecho Penal y del Procesal, razón por fa cual se deben 

proteger sus. instituciones '1 personal encarg~do de impartir justicia. 

SEGUNDA. El procedimiento penal es el conjunto de actividades y formas regidas 

por el Derecho Procesal Penal, que se inician desde que la autoridad pública 

interviene al tener conocimiento de que se ha cometido un delito y lo investiga, y 

se prolongan hasta el pronunciamiento de la sentencia, donde se obtiene la cabal 

definición de las relaciones de D.erecho Pena!. La comisión del delito establece 

una relación entre el Estadoy el delincuente. Esta relación es principal, cuando el 

Estado para mantener el orden y restaurar el derecho violado, persigue al 

responsable mediante e/. proceso y logra la imposición de la pena y, accesoria. 

TERCERA. El Juez .adúa como representante del Estado al conferirle éste 

poderes y potestades excepcionales para los que se someten a él siempre y 

cuando exista la competencia requerida para qua éste pueda impartir justicia. 

CUARTA. El Estado de Derecho. deba consistir en que éste proteja los derechos, 

garantiase integridad de sus gobernantes y gobemados, así como de los 

encargados de aplicar e ímpartir justicía. 

QUINTA. Los Jueces en su afán a Interés de impartir justicia deben estar 

d~bidamerrte protegídospara no distraer su labor y actuar con total independencia 

sin estar sujetas a presiones políticas. económicas ni de violencia para que éstos 

juzguen con serenTdad, autonomla y libertad pe.rsonal. 

SEXTA. Ens!stemas como el mexicano, en que los Jueces, Magistrados y 

Ministros además de su elevada tarea de decir el derecho tienen a su cargo buena 

parte . del gobferno y de la política, en tanto sus decisiones afectan la 

----~----------.~,-----------------------------------~ 
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constitucionalidad, el asunto de la selección de Juzgadores resulta básico para la 

vida del Estado y el equilibrio social. 

SÉPTIMA. El Juez se encarga amén de las consideraciones jurídicas y políticas 

dedivElrsa [ndole, de la tarea de propiciar el imperio de les valores fundamentales 

de una sociedad: justicia, sotídaridad, paz, orden, colaboración social y certeza 

jurídica .. 

OCTAVA. La independencia de Jueces y Magistrados no debe ser solamente una 

cuestión declarativa, que exprese buenos y nobles propósitos. Debe ir aparejada 

de las condiciones necesarIas para el ejercicio independiente de la función 

Jurisdiccional y su garantía normativa. La autonomía del Juez depende de! régimen 

ele responsabiUdaa establecido por la Constitución y las leyes. Se requiere de 

normas y procedimientos queia protejan y repriman su vulneración. 

NOVENA. La situación de la justicia penal en México genera muchos motivos de 

insatisfacción, Es probable que ninguna reforma pueda acabar de golpe con 

décadas . de incapacidad, negligencia y corrupción, pero tenemos. el deber de 

intentar. generar cambios institucionales en el ámbito de la justicia, pues lo peor 

que puede pasar es que nos quedemos como estamos. 

DÉCIMA. Por lo anferior y con el propósito de brindar una justicia eficiente será 

necesario. brindar a los Jueces una mayor seguridad a su integridad y esto lo 

lograremos proponiendo !a adición de un artículo 10~Bis al Código Federal de 

Procedimientos Penales, el cual quedaría redactado de la siguiente manera. 

"Artículo 1O~BíS.~Los Jueces encargados de conocer y juzgar sobre los delítos 

calificados como graves, $etendrá por reservada su identidad con el propósito de 

salvag.uardar su integridad sínque el procesado conotca o pueda ldentíflcar al que 

lo Juzgue. Esta Umltantese extenderá a la defensa del procesado y en general a 

todo aquél que tenga inteJásjurídico en el asunto. 
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Los delitos catificados com<:) graves, serán aquellos que establece el artrculo 194 

c1eéste Código." 
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